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WENKE CHRISTOP Y STEFANIE KRON

CIUDADES SOLIDARIAS 
EN EUROPA
POLÍTICAS URBANAS ENTRE LA CARIDAD 
Y LA CIUDADANÍA 

Los movimientos a favor de las ciu-
dades de bienvenida, refugio y soli-
daridad están creciendo en Europa. 
Los grupos de la sociedad civil, las 
y los políticos y las administraciones 
municipales se oponen de esta ma-
nera a las crecientes restricciones 
en las políticas fronterizas y migra-
torias a nivel europeo y nacional. Al 
mismo tiempo, desarrollan políticas 
públicas concretas para la protec-
ción o inclusión social de personas 
con estatus de residencia precario, y 
constituyen discursivamente el polo 
opuesto al ascenso de los partidos 
de derecha en Europa, los cuales 
impulsan el cierre de las fronteras 
y la criminalización de las personas 
migrantes.
El concepto de «ciudad santuario» 
apareció en Norteamérica en la dé-
cada de 1980 con la llegada de cien-
tos de miles de personas provenien-
tes de países centroamericanos en 
guerra civil que buscaban protec-
ción contra la persecución en Esta-
dos Unidos y Canadá. El gobierno 
estadounidense de la época, enca-
bezado por Ronald Reagan, conce-

dió asilo a muy pocas personas re-
fugiadas de guerra procedentes de 
Centroamérica, lo cual hizo que va-
rias organizaciones religiosas e ini-
ciativas de migrantes empezaran a 
presionar a las y los políticos y a las 
instituciones municipales, con el fin 
de protegerlos de las deportacio-
nes y darles un estatus de residen-
cia más seguro. San Francisco fue 
la primera ciudad en firmar la reso-
lución City of Refuge (Ciudad de Re-
fugio) en 1985, la cual fue seguida 
en 1989 por un estatuto que prohíbe 
a las instituciones y a la policía local 
cooperar con las agencias federa-
les en la identificación, persecución, 
encarcelamiento y deportación de 
personas migrantes indocumenta-
das (Bauder 2016: 176, Lippert/Re-
haag 2013). Esta política de Don’t 
Ask, Don’t Tell (DADT) se reprodujo 
rápidamente en Norteamérica. Más 
de quinientas ciudades, regiones, e 
incluso algunos estados de Estados 
Unidos y Canadá se han unido desde 
entonces al movimiento santuario. 
Tras la tragedia de Lampedusa en 
octubre de 2013, en la que más de 
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cuatrocientas personas migrantes 
se ahogaron a pocos kilómetros de 
la isla siciliana, Leoluca Orlando, al-
calde de Palermo, la capital de Si-
cilia, fue uno de los primeros alcal-
des europeos en declarar su ciudad 
como ciudad de bienvenida y en lla-
mar «palermitanas» a todas las per-
sonas refugiadas que llegaran a ella 
(véase Bloch 2018). En 2015, Orlan-
do publicó la «Carta de Palermo»,1 
cuyo mensaje central es que la ins-
titución del permiso de residencia 
debe ser eliminado, los derechos de 
la ciudadanía deben estar ligados 
exclusivamente al lugar de residen-
cia y todo ser humano debe tener 
derecho a elegir su lugar de resi-
dencia. En realidad, la primera ciu-
dad de bienvenida de Europa fue un 
pueblo: el 1 de julio de 1998, un bote 
con trescientas personas refugiadas 
provenientes de territorios curdos 
llegó a Riace, un pueblo pequeño 
con casi dos mil habitantes ubicado 
en la costa de Calabria en el sur de 
Italia. Domenico Lucano, alcalde de 
Riace hasta hace poco, recibió a las 
personas refugiadas en su pueblo, 
el cual amenazaba con convertirse 
en un pueblo fantasma, pues cada 
vez más habitantes emigraban a las 
metrópolis italianas o al extranjero. 
Lucano empezó a revivir Riace con 
ayuda de las personas refugiadas. 
Decidió «crear un lugar en el que 
las personas refugiadas y las locales 
trabajen y vivan juntas. Un pueblo 
global en una de las regiones más 
pobres de Italia» (véase Mittelstae-
dt 2010). No obstante, a inicios de 
octubre de 2018 el gobierno italiano 
detuvo a Lucano y lo puso en arresto 

domiciliario, acusándolo de «favo-
recer la migración ilegal», el mismo 
cargo del que se acusa a las tripu-
laciones de los barcos de rescate 
operados por civiles. Posteriormen-
te fue dejado en libertad, pero hasta 
hace poco tenía prohibido poner pie 
en Riace (véase Kron 2018).
También en Alemania y Estados 
Unidos hay localidades rurales que 
se declaran a sí mismas lugares de 
solidaridad o refugio. Sin embargo, 
tanto en Europa como en Estados 
Unidos los municipios solidarios 
son un fenómeno eminentemen-
te urbano. Esto se debe, primero, a 
que las luchas sociales y los conflic-
tos —como aquellos relacionados 
con la migración— adquieren una 
mayor densidad en las grandes ciu-
dades; segundo, la población de las 
ciudades suele ser —también histó-
ricamente— más heterogénea que 
la población rural, al menos en cuan-
to a aspectos culturales y sociales; 
tercero, las ciudades cuentan con 
organizaciones de migrantes y otras 
organizaciones de la sociedad civil 
y movimientos de solidaridad que 
son más variados y mejor conecta-
dos que los de los municipios rura-
les; y cuarto, a que las y los políti-
cos, los organismos administrativos 
y los grupos de la sociedad civil de 
las ciudades con frecuencia tienen 
desde hace décadas experiencias 
concretas relacionadas con la vida 
en común entre los locales y las per-
sonas recién llegadas.

1  Libre circulación internacional de personas. Carta di 
Palermo 2015, disponible en: https://www.palermoca-
pitalecultura.it/wp-content/uploads/2018/06/Carta-di-
Palermo-17x24-ITA-3.pdf. 
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REDES Y ASOCIACIONES DE CIUDADES SOLIDARIAS

Desde la crisis de la política de re-
fugiados europea en 2015, y poste-
riormente desde que el gobierno de 
derecha de Italia ordenara bloquear 
la entrada de los barcos de rescate 
operados por civiles en el Medite-
rráneo a los puertos italianos en el 
verano de 2018, las ideas y las prác-
ticas de la ciudad solidaria han ex-
perimentado un dinamismo consi-
derable en toda Europa. Los puntos 
de referencia trasnacionales más 
importantes son la ya mencionada 
«Carta de Palermo» y el movimien-
to de ciudades santuario en Norte-
américa. 
Muchas metrópolis europeas se han 
unido a la red de ciudades Solidarity 
Cities (ciudades solidarias), fundada 
en 2016. La unión, enmarcada en la 
red Eurocities, es una iniciativa de 
las alcaldías para la recepción e in-
tegración de personas refugiadas. 
Esta alianza oficial de gobiernos lo-
cales incluye, entre otras, a Atenas 
y Tesalónica, Ámsterdam, Barcelo-
na, Liubliana, Nápoles, Estocolmo y, 
desde enero de 2019, Berlín. Solida-
rity Cities insiste en un manejo coor-
dinado y eficiente de lo que llama 
«crisis de refugiados» en su docu-
mento fundacional y exige a la Co-
misión Europea aumentar el finan-
ciamiento para la infraestructura de 
las ciudades europeas a las que más 
llegan o en las que más viven perso-
nas refugiadas.2 
En 2017 las bases activistas de los 
países de habla alemana llamaron 
también a crear una alianza de ciu-
dades solidarias. Consejos de perso-

nas refugiadas, organizaciones de 
migrantes, iniciativas de bienvenida, 
movimientos de izquierda, organiza-
ciones de política urbana, grupos 
religiosos, académicas y académi-
cos de ciudades como Berlín, Berna, 
Colonia y Zúrich, así como muchas 
ciudades pequeñas fundaron una 
red alternativa de ciudades con un 
nombre casi idéntico: Solidarity 
City.3 En protesta contra el bloqueo 
de los puertos italianos y la crimi-
nalización del rescate marítimo por 
parte de civiles en el Mediterráneo, 
el cual fue apoyado por casi todos 
los gobiernos de los países miem-
bros de la Unión Europea, activistas 
del movimiento de rescate marítimo 
internacional crearon la campaña 
Seebrücke (Puente Marítimo), que 
exige a los gobiernos de las ciuda-
des alemanas declararlas «puertos 
seguros» para las personas refugia-
das.4 Actualmente, alrededor de 40 
ciudades y comunidades pertene-
cen a una o varias redes de ciudades 
solidarias. Una campaña similar, lla-
mada Safe Harbours (Puertos Segu-
ros) fue lanzada en ciudades italia-
nas y españolas.5 En Italia, la ley de 
migración y seguridad aprobada a fi-
nales de 2018, que podría convertir 
en habitantes de la calle e ilegalizar 
a cerca de 140 000 personas que re-
ciben ayuda humanitaria, se encon-
tró con una resistencia contundente 

2  Véase https://solidaritycities.eu/.  3  Véase https://
solidarity-city.eu/de/.  4  Véase https://seebruecke.
org/startseite/sichere-haefen-in-deutschland/.  5  Véase 
https://alarmphone.org/en/2018/06/17/call-for-safe-
and-open-harbours/.

https://solidaritycities.eu/
https://solidarity-city.eu/de/
https://solidarity-city.eu/de/
https://seebruecke.org/startseite/sichere-haefen-in-deutschland/
https://seebruecke.org/startseite/sichere-haefen-in-deutschland/
https://alarmphone.org/en/2018/06/17/call-for-safe-and-open-harbours/
https://alarmphone.org/en/2018/06/17/call-for-safe-and-open-harbours/
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por parte de las y los políticos a nivel 
municipal y regional. La ley no solo 
fue rechazada contundentemente 
por los y las jefas de gobierno de Ná-
poles, Palermo, Milán y Florencia, 
sino también las y los presidentes de 
las regiones de Toscana, Calabria y 
Piamonte (véase Kitzler 2019). 
El espacio político de la ciudad tam-
bién se ha convertido en un campo 
de batalla y experimentación acerca 
del futuro de los regímenes migra-
torios, fronterizos y de refugiados 
en Europa (o quizá incluso a nivel 

global), así como para la democra-
tización de las sociedades urbanas. 
Una característica especial del mo-
vimiento de ciudades solidarias en 
Alemania y Europa es que —al igual 
que el movimiento santuario en Nor-
teamérica— surgió de las prácticas 
solidarias y las luchas migratorias, 
cuyas exigencias de protección y 
derechos para las personas con es-
tatus de residencia precario están 
siendo retomadas cada vez más por 
actores involucrados en la política 
institucional.

INTERVENCIONES DISCURSIVAS 
Y PRÁCTICAS SOLIDARIAS

No obstante, es posible distinguir 
inicialmente dos niveles de nego-
ciación política: primero, las llama-
das intervenciones discursivas de 
los y las alcaldesas, las y los políticos 
de renombre, los y las realizadoras 
culturales y los movimientos en los 
espacios políticos y mediales de los 
Estados miembros de la Unión Eu-
ropea. Lo anterior caracteriza una 
tendencia general hacia la derecha, 
que va de la mano de discursos y 
políticas antinmigrantes, así como 
el cierre de las fronteras y la crimina-
lización de los inmigrantes, y de las 
iniciativas de ayuda y solidaridad. 
Un ejemplo de intervenciones dis-
cursivas son las declaraciones públi-
cas del alcalde de Nápoles, Luigi de 
Magistris, y del alcalde de Palermo, 
Leoluca Orlando, contra la política 
migratoria restrictiva y racista del ex 
ministro del interior de Italia, Matteo 
Salvini. De Magistris y Orlando han 

exigido reiterada y vehementemen-
te la (re)apertura de los puertos ita-
lianos a los barcos civiles de rescate 
y han defendido (al menos discursi-
vamente) el fortalecimiento de las 
sociedades urbanas solidarias con-
tra el Estado-nación y la Unión Eu-
ropea.6

La autodenominación de las ciuda-
des alemanas como «puertos segu-
ros» y su determinación de recibir a 
las personas refugiadas rescatadas 
directamente en las ciudades y los 
estados correspondientes también 
pertenecen a la categoría de la inter-
vención discursiva, pues el Ministe-
rio del Interior de Alemania tendría 
que aprobar la recepción directa de 
personas refugiadas, lo cual aún no 

6  Véase «Salvini furious as Italian mayors defy new im-
migration rules», en: The Local, 3/1/2019, disponible 
en: www.thelocal.it/20190103/salvini-furious-as-ita-
lian-mayors-defy-new-immigration-rulesitalian-ma-
yors-defy-salvini-over-immigration.
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ha sucedido. Otro ejemplo es la de-
claración de Barcelona como ciu-
dad refugio por parte del gobierno 
de la misma, al mando de la alcalde-
sa Ada Colau. Asimismo, la alianza 
de los gobiernos municipales euro-
peos en la red de ciudades solidarias 
actúa sobre todo en el campo de la 
intervención simbólica. 
El segundo nivel abarca las batallas, 
negociaciones y medidas concretas 
que tienen lugar en los espacios po-
líticos municipales —por ejemplo, 
para garantizar la protección contra 
la deportación y un estatus de resi-
dencia seguro a las personas que so-
licitan asilo político o que tienen un 
estatus de residencia precario, así 
como para mejorar su acceso a ser-
vicios, derechos y recursos sociales. 
En algunos lugares se exige también 
una amplia democratización de la 
vida urbana, una «ciudad para todos 
y todas», como se lee en el portal de 
la red alternativa Solidarity City.7 Por 
otra parte, en este nivel también se 

puede distinguir entre los esfuerzos 
de la administración y las institucio-
nes municipales, por un lado, y los 
movimientos sociales, las asociacio-
nes de migrantes, las ONG y las or-
ganizaciones religiosas, por el otro. 
Con el tiempo, las y los actores in-
volucrados en los dos niveles han 
empezado a actuar en conjunto. El 
llamado a la institucionalización de 
prácticas solidarias por parte de ac-
tores de la sociedad civil es un reto 
para las y los políticos de las ciuda-
des. La negociación discursiva cum-
ple también la función de ser un re-
ferente para el activismo y para las 
prácticas de la sociedad civil. Ade-
más, el paradigma emergente de la 
ciudad solidaria hace posible clasi-
ficar y dar un nuevo marco a prác-
ticas y movimientos de solidaridad 
de migrantes y para migrantes que 
existían con anterioridad. No obs-
tante, todavía no existe un lengua-
je común de las ciudades solidarias 
europeas.

CIUDADES SOLIDARIAS Y CIUDADANÍA URBANA

En los últimos cuatro años, también 
la academia ha empezado a prestar 
atención al potencial político (en re-
lación con el desarrollo), económi-
co y social de las ciudades refugio 
para orientar la bienvenida y la soli-
daridad. El derecho se ha ocupado 
sobre todo de los campos de acción 
jurídicos y de los límites de los mu-
nicipios en relación con la recep-
ción, la protección de personas re-
fugiadas y migrantes (véanse Fried 
2017; Heuser 2019). En la sociolo-

gía, la ciudad solidaria es discutida 
especialmente en el contexto de los 
debates acerca de la libertad de mo-
vimiento a nivel global y de la «ciu-
dadanía urbana». 
El concepto de «ciudadanía global» 
se remite al ensayo «Citizenship and 
Social Class» (Ciudadanía y clase 
social), publicado por T.H. Marsha-
ll en 1950. El concepto de ciudada-
nía tiene claramente un sentido más 

7  Véase https://solidarity-city.eu/de/.

https://solidarity-city.eu/de/
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amplio que la palabra alemana (Sta-
ats-)Bürgerschaft, y permite un en-
tendimiento con matices de la parti-
cipación social, política y económica 
en la vida social, que tiene en cuen-
ta la dimensión histórica (Marshall 
1950). El debate sobre la ciudadanía 
urbana sigue estrechamente esta 
perspectiva de lo local y de los pro-
cesos urbanos. En este contexto, se 
habla de formas locales o regionales 

de ciudadanía al introducir instru-
mentos de la política municipal que 
no solo garantizan y amplían la par-
ticipación social de la ciudadanía de 
un país, sino de todas las personas 
que viven en una ciudad. Adicional-
mente, hay un enfoque en las bata-
llas políticas y sociales a través de 
las cuales se lucha por el reconoci-
miento, los derechos y el acceso a 
los recursos (véase García 2006).8 

NUEVAS PERSPECTIVAS SOBRE EL ESPACIO URBANO

La Rosa-Luxemburg-Stiftung ha 
acompañado el desarrollo de ciu-
dades solidarias en Europa desde el 
«verano de la migración» en 2015. Al 
interior de la fundación hay al menos 
tres formas de aproximarse a este 
campo político. La primera es una 
perspectiva internacionalista que ve 
la ciudad como un lugar concreto 
para la implementación de derechos 
sociales globales y del derecho a la 
movilidad a nivel global (véase Kron/
Lebuhn 2018).9 Una segunda pers-
pectiva es la de la política urbana, la 
cual se enfoca en las posibilidades 
y los retos de una política urbana 
de izquierda (véase Drunkenmölle/
Schnegg 2018). El nuevo munici-
palismo y las «ciudades rebeldes» 
hacen parte de esta nueva perspec-
tiva. Ambos conceptos tienen como 
objetivo democratizar y cambiar la 
configuración de la política «desde 
abajo», (volver a) orientar las institu-
ciones hacia el bienestar colectivo y 
establecer una nueva relación entre 
los gobiernos municipales y los mo-
vimientos sociales (véanse Cac-

cia 2016; Harvey 2013; Zelik 2016, 
entre otros). Una tercera perspecti-
va en relación con las ciudades soli-
darias son los debates estratégicos 
sobre una política de clases vincu-
lante, los cuales toman la diversidad 
de la clase trabajadora como punto 
de partida para la organización de 
izquierda (véanse Candeias 2017 y 
Coppola en esta publicación). 
Los debates de la política y la socie-
dad civil abordados aquí muestran 
también el creciente interés de los 
actores de la izquierda europea en 
las experiencias y las ideas de otras 
«ciudades solidarias». No obstan-
te, tanto las condiciones adminis-
trativas y políticas como los acto-
res involucrados, las prioridades y 
los planteamientos son diferentes 
en cada caso. En otras palabras: no 
hay una única forma de concebir la 

8  Véanse también Hess/Lebuhn 2014, Holston 1999, 
Isin/Nielson 2008, Krenn/Morawek 2017, Kron 2017, 
Kuge 2017, Lebuhn 2018 y Rodatz 2014.  9  Al respecto, 
véase también la página la Rosa-Luxemburg-Stiftung 
sobre el tema «Migration und Metropolen» (migración 
y metrópolis): www.rosalux.de/dossiers/migration/mi-
gration-und-metropolen/.

http://www.rosalux.de/dossiers/migration/migration-und-metropolen/
http://www.rosalux.de/dossiers/migration/migration-und-metropolen/
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ciudad solidaria. Las diferencias van 
desde la diversidad de las comuni-
dades de migrantes y los grupos de 
personas refugiadas de cada ciudad 
hasta quién está a cargo de qué a 
nivel municipal; por ejemplo, qué rol 
tiene la policía o qué competencias 
tienen las ciudades. O: ¿En qué ra-
dica la capacidad de influencia y de 
decisión de las ciudades? ¿Cuáles 
son las condiciones legales de mi-
gración y residencia? ¿Cómo está 
regulado el acceso a los servicios 
sociales del Estado? Incluso dentro 
de Alemania estas preguntas tienen 
diversas respuestas; en Europa las 
diferencias son aun más grandes. 
Hasta ahora no hay estudios que se 
enfoquen en estas diferencias (y si-
militudes) desde una perspectiva 

comparativa internacional basada 
en evidencia empírica. 
La presente publicación busca, por 
lo tanto, contribuir a cerrar este 
vacío de conocimiento e investiga-
ción. Nuestro propósito es, prime-
ro, integrar los hallazgos y resul-
tados presentados en los debates 
acerca del desarrollo de estrategias 
de política migratoria en Alemania 
y Europa. Como segunda medida, 
queremos agrupar los artículos y 
las experiencias existentes acerca 
de las ciudades solidarias para que 
sean discutidos por un público más 
amplio. Finalmente, también es im-
portante para nosotros incluir la 
perspectiva de la migración en los 
debates sobre el municipalismo y 
las «ciudades rebeldes».

METODOLOGÍA Y SELECCIÓN DE LOS CASOS

Seleccionamos cuatro ciudades eu-
ropeas —Berlín, Barcelona, Nápo-
les y Zúrich— y la ciudad canadien-
se de Toronto. En cada una de las 
cinco ciudades hay diversos acto-
res que están impulsando prácticas 
y discursos muy diferentes en torno 
a la ciudad solidaria. Era importante 
para nosotros incorporar en esta ex-
ploración la variedad de condiciones 
en las que se desarrollan las prácti-
cas de las ciudades solidarias. Estas 
incluyen, además de las distintas 
políticas migratorias de los Estados 
nacionales europeos, la magnitud 
de los efectos de las políticas de ma-
nejo de crisis y austeridad europeas 
en cada ciudad, las cuales inciden 
considerablemente en los recursos 

disponibles para la infraestructura y 
los servicios urbanos. Las ciudades 
seleccionadas representan entonces 
diferentes prácticas, discursos, plan-
teamientos y condiciones al interior 
de la política de solidaridad urbana. 
Los cinco estudios de caso fueron 
desarrollados por los y las autoras 
con base en un análisis de fuentes 
secundarias y entrevistas explorato-
rias con actores seleccionados de la 
sociedad civil y la política local de las 
cinco ciudades. Las entrevistas fue-
ron llevadas a cabo entre noviembre 
y diciembre de 2018. En el marco de 
un taller que tuvo lugar a principios 
de diciembre de 2018, planteamos 
las siguientes preguntas en compa-
ñía de las y los autores: 
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¿Qué actores están involucrados en 
la «ciudad solidaria» en cada uno de 
los casos? ¿Qué discusiones y for-
mas de intercambio y cooperación 
tienen lugar en este campo entre los 
diferentes grupos de actores —acti-
vistas, partidos, entidades adminis-
trativas—? ¿Cuáles son las priorida-
des? ¿Cómo se configura la relación 
entre la política institucional y los ac-
tores que no hacen parte del Esta-
do? 
¿Qué proyectos y medidas de soli-
daridad con y entre migrantes han 
sido y siguen siendo desencadena-
dos por las iniciativas de las ciuda-
des solidarias? ¿Se busca garantizar 
o mejorar el acceso a la infraestruc-
tura y los servicios sociales —por 
ejemplo, educación, salud y vivien-
da— para migrantes con un esta-
tus de residencia precario, especial-
mente para personas ilegalizadas y 
amenazadas con deportación? ¿Se 
toman medidas políticas y jurídicas 
para evitar o disminuir el número de 
deportaciones? ¿Cuáles? ¿Hay me-
didas para garantizar un estatus de 
residencia más seguro a las perso-
nas con un estatus de residencia 
precario? ¿Hay propuestas para re-
cibir personas refugiadas directa-
mente en la ciudad? ¿Cuáles? 
¿Cuáles son las motivaciones de las 
y los actores de las ciudades soli-
darias y de qué tipo son las prácti-
cas solidarias? ¿Siguen, por ejem-
plo, una perspectiva humanitaria, 
antirracista, o la idea que equipara 
la política migratoria con la política 
de clases? ¿Qué importancia tienen 
los discursos en torno a concep-
tos como la «ciudadanía urbana», 

el «derecho a tener derechos» y los 
«derechos sociales globales» en los 
debates y procesos de negociación 
de las ciudades solidarias corres-
pondientes?
Para la presente edición en castella-
no hemos incluido, además, un en-
sayo sobre el concepto de las ciu-
dades solidarias en América Latina. 
En América Latina fue la ONU la que 
impulsó el proceso de la formación 
de ciudades solidarias e.g. en Brasil 
y Chile en el contexto del los proce-
sos de paz en varios paises latinoa-
mericanos a partir de los años no-
venta. 

Berlín en construcción
El artículo de Mario Neumann hace 
una visita guiada por la ciudad en 
obra que es la capital alemana, la 
cual ha recibido más de 100 000 
personas refugiadas oficialmen-
te desde 2015, y se estima que es 
lugar de residencia de varias dece-
nas de miles de personas ilegaliza-
das. Tanto el gobierno regional de 
coalición Linke-SPD-Grüne como 
iniciativas de la sociedad civil, como 
por ejemplo la red Solidarity City 
Berlin, han desarrollado desde en-
tonces iniciativas para mejorar el 
acceso de las personas migrantes a 
los servicios sociales, especialmen-
te a servicios relacionados con la 
salud y la educación. El artículo ana-
liza las prácticas de los actores ins-
titucionales y de la sociedad civil y 
discute su interacción —a menudo 
conflictiva— en relación con el cum-
plimiento de los derechos, así como 
las perspectivas estratégicas y los lí-
mites de la política local.
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Zúrich, ciudad creativa
Katharina Morawek describe en su 
artículo las y los actores y los pro-
cesos de negociación que desem-
bocaron en la decisión del gobier-
no local de Zúrich de introducir—al 
igual que en la capital Berna— la lla-
mada City Card en octubre de 2018, 
la cual debía permitir, sobre todo, 
que las cerca de diez mil personas 
indocumentadas que viven en la ciu-
dad gozaran de un estatus de resi-
dencia más seguro y mejor acceso a 
los servicios sociales. Muchas de las 
iniciativas antirracistas y de política 
cultural que estuvieron involucradas 
en el proceso veían la City Card solo 
como una medida concreta en el 
marco de una campaña más amplia 
por lograr la «ciudadanía urbana» 
en Zúrich. No obstante, con la cre-
ciente participación de actores polí-
ticos institucionales, este propósito 
del movimiento social fue desplaza-
do a un segundo plano, y el proceso 
fue dominado por discusiones téc-
nicas y jurídicas relacionadas con la 
implementación del documento de 
identificación de la ciudad. La pre-
gunta central del artículo es enton-
ces hasta qué punto sobreviven los 
conceptos de transformación so-
cial(-urbana) a los procesos de ins-
titucionalización de las prácticas y 
los instrumentos solidarios, o si en 
cambio desaparecen. 

Barcelona, ciudad refugio
Bue Rübner Hansen examina las 
propuestas de política urbana soli-
daria en la capital de Cataluña, per-
seguidas desde 2015 especialmente 
por actores de la plataforma munici-

palista Barcelona en Comú y la ciu-
dad. Lo anterior ha hecho que Bar-
celona se convierta en un campo de 
aprendizaje y experimentación para 
un nuevo tipo de política urbana y de 
política de inclusión. Aunque la ciu-
dad se declaró a sí misma ciutat re-
fugi (ciudad refugio) desde 2015, y 
logró convertirse en un polo de so-
lidaridad y bienvenida en oposición 
al gobierno central y a la política 
europea, tanto las mejoras legales 
y sociales concretas para migran-
tes como las discusiones públicas 
sobre temas como las y los vende-
dores ambulantes de origen migran-
te resultaron ser difíciles y espino-
sas. Así pues, el artículo de Hansen 
discute también la lógica y las posi-
bilidades de expansión de las prácti-
cas de solidaridad y de las políticas 
de inclusión a nivel local. 

Mutualismo en Nápoles
En su artículo sobre Nápoles como 
ciudad solidaria, Maurizio Coppo-
la analiza, por un lado, las interven-
ciones sobre todo discursivas del 
alcalde De Magistris en la discusión 
acerca de la política migratoria italia-
na. Por otra parte, el artículo analiza 
las prácticas solidarias de los movi-
mientos sociales, como por ejemplo 
la asistencia legal y el suministro de 
salud para migrantes. Este trabajo 
solidario de las bases se ha desa-
rrollado en el contexto de proyectos 
urbanos sociales y políticos que sur-
gieron como reacción a la profunda 
crisis que ha afectado a Italia y que 
tienen un carácter mutualista. Como 
parte de su análisis, Coppola discu-
te las posibilidades de la politización 
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de estas prácticas de solidaridad 
con las personas migrantes desde 
una perspectiva vinculante de polí-
tica de clases.

¿Sin miedo en Toronto?
Sarah Schilliger analiza los éxitos y 
los problemas que acarrea el estatus 
oficial de ciudad santuario al estilo 
norteamericano. Toronto, una ciu-
dad en la que la mitad de sus cerca 
de tres millones de habitantes no 
nacieron en Canadá, fue la primera 
ciudad canadiense cuyo gobierno 
decidió implementar una política de 
ciudad santuario en 2013. Adicio-
nalmente, es considerada uno de 
los ejemplos a seguir de la red So-
lidarity City, activa en los países de 
habla alemana. El estatus de Toron-
to como ciudad santuario fue el re-
sultado de un proceso de lucha de 
una gran unión de organizaciones 
de la sociedad civil en el marco de la 
campaña Access Without Fear (Ac-
ceso Sin Miedo), creada en contra 
de las deportaciones y con el fin de 
lograr un estatus de residencia más 
seguro y un acceso sin miedo a la 
justicia y a los servicios sociales por 
parte de las personas con un estatus 
de residencia precario. Sarah Schilli-
ger muestra que, para que la protec-
ción y la seguridad de las personas 
migrantes con estatus de residen-
cia precario no resulten ser palabras 
vanas, una ciudad santuario requie-
re de suficiente presupuesto, cam-
pañas educativas públicas y medi-
das de educación continuada para 
el personal de las instituciones pú-
blicas. 
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Berlín está y estará siempre en cons-
trucción. Lo que es cierto para la po-
lítica de vivienda, es cierto también 
para el aeropuerto de la capital, que 
entre tanto es conocido a nivel mun-
dial. Y es cierto también para la idea 
de la ciudad solidaria, que aquí se 
discute, practica y desarrolla en mu-
chos lugares, sin que haya una ima-
gen o un sujeto de referencia unifor-
me de la Solidarity City Berlin. Sin 
embargo, esto no es una mala no-
ticia, sino un buen fundamento para 
la experimentación en el presente y 
el futuro. Estar en construcción no 
siempre quiere decir lo mismo.
Berlín siempre ha sido una ciudad 
de inmigrantes, cuyo día a día es 
impensable sin la ubicuidad de las 
historias de migración, de los con-
tratos temporales, de la mano de 
obra extranjera y de los movimien-
tos migratorios más recientes de 
dentro y fuera de Europa. Berlín es 
símbolo de la convivencia de mu-
chos en la diferencia y, en tanto 
ciudad, el principal enemigo del 
nacionalismo en Alemania. Desde 
2012, Berlín ha sido el escenario del 

O-Platz-Movement: la ocupación, 
por casi dos años, de una plaza cen-
tral en la ciudad por parte de perso-
nas refugiadas que protestaban por 
sus derechos y por la abolición de 
los campos de refugiados y el re-
gistro de residencia obligatorio. En 
Kotti & Co, así como en innumera-
bles otros contextos, hace años los 
inquilinos luchan contra la política 
de vivienda neoliberal de la ciudad. 
Al menos desde 2015, decenas de 
miles de personas se han unido a 
cientos de iniciativas solidarias. En 
2017 tuvo lugar en el barrio de la 
sede del Gobierno el desfile We’ll 
Come United, en el que una sema-
na antes de las elecciones parla-
mentarias casi 10 000 personas se 
manifestaron en favor de los dere-
chos de los y las migrantes. La ma-
yoría de ellas eran grupos de refu-
giados que se habían organizado 
autónomamente. Berlín es la ciu-
dad natal del movimiento Seebrüc-
ke (Puente Marítimo). Berlín es una 
ciudad-estado. Y Berlín tiene hace 
dos años un gobierno de coalición 
Linke-SPD-Grüne.

MARIO NEUMANN

CIUDAD SOLIDARIA EN 
CONSTRUCCIÓN
EL GOBIERNO REGIONAL Y LAS MOVILIZACIONES 
DE IZQUIERDA IMPULSAN LOS DERECHOS 
SOCIALES PARA LAS PERSONAS MIGRANTES 
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Este estudio de caso se basa en una 
docena de entrevistas que hice en 
diciembre de 2018 a iniciativas mi-

grantes y solidarias, políticos y po-
líticas de izquierda y representantes 
de asociaciones. 

1 LA SITUACIÓN DESDE 2015 Y EL GOBIERNO 
REGIONAL DE IZQUIERDA

En el «largo verano de la migración» 
(Hess 2016 entre otros) se barajaron 
las cartas en Alemania y en Berlín, 
tanto para los movimientos de mi-
grantes, las estructuras solidarias y 
las políticas migratorias. Desde co-
mienzos del año 2015, más de 1,5 
millones de personas que han soli-
citado asilo han llegado a Alemania. 
En 2015, 55 005 de ellas llegaron a 
Berlín, en 2016 fueron 16 889 y 8285 
en 2017. En 2018, alrededor de 600 
personas llegaron cada mes a Berlín 
dirigidas por el programa nacional 
EASY-System. Allí también viven ac-
tualmente 77 423 personas a quie-
nes se les ha reconocido el estatus 
de refugiadas y que tienen permisos 
de residencia o de establecimiento 
permanente, es decir, a quienes la 
Oficina Federal para la Migración y 
los Refugiados (BAMF por sus siglas 
en alemán) les ha concedido su soli-
citud. En este momento casi 15 000 
personas están en proceso de solici-
tar asilo o en procesos legales con-
tra denegaciones de sus peticiones. 
Más de 12 000 personas en Berlín 
tienen la obligación de emigrar, de 
las cuales 10 744 tienen una sus-
pensión temporal de deportación 
(Juretzka 2018: 4).
Berlín no solo es un centro de mi-
gración en cuanto a lo que se cono-
ce como migración forzada. Según 

distintos recuentos (las cifras del 
Registro Central de Extranjeros di-
fieren de las que aquí se citan) al 
menos el 20% de las personas que 
viven en Berlín no tienen un pa-
saporte alemán. En junio de 2018 
estas consistían de 735 458 per-
sonas de 193 países, de las cua-
les 277 002 eran ciudadanos y ciu-
dadanas de la Unión Europea y  
193 270 del resto de Europa. 57 109 
personas tienen ciudadanía pola-
ca, 98 046 ciudadanía turca y casi 
30 000 personas tienen pasaporte 
italiano, el mismo número de quie-
nes tienen un pasaporte búlgaro. 
22 395 personas tienen nacionalidad 
rumana, casi 35 000 nacionalidad 
siria y aproximadamente 12 000 per-
sonas tienen nacionalidad afgana.  
17 000 personas son de ciudadanía 
vietnamita (Oficina Estadística Ber-
lin-Brandenburg 2018). Se estima 
que decenas de miles de personas 
viven ilegalmente en Berlín.

Berlín rojo-verde-rojo1

El senado de izquierda comenzó su 
trabajo en Berlín a finales de 2016. 
Así, el comienzo del gobierno fe-
deral SPD-Grüne-Linke coincidió 
justamente con el auge de diver-

1  Los colores corresponden a los partidos que confor-
man la coalición de gobierno SPD-Grüne-Linke.
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sos esfuerzos estatales y sociales 
para lidiar con las consecuencias 
del «largo verano de la migración». 
El acuerdo de la coalición del nuevo 
senado prometió agotar las posibili-
dades de la política federal para con-
seguir una política migratoria pro-
gresista (Partido del gobierno Berlín 
2016), así como prometió una revi-
sión del «plan maestro» de la polí-
tica migratoria del gobierno salien-
te y una inclusión sistemática de la 
sociedad civil y las personas refu-
giadas en el proceso político (Juret-
zka 2017). Este proceso terminó en 
2018 con una nueva resolución ge-
neral (véase abajo).
La política migratoria y de asilo ale-
mana tiene distintas competencias, 
que recaen en los municipios, los 
estados federales o el gobierno fe-
deral. En los procedimientos de so-
licitud de asilo, el estado de Berlín es 
formalmente responsable de la re-
cepción inicial y el registro de refu-
giados a través de la Oficina Federal 
de Asuntos de Refugiados (LAF por 
sus siglas en alemán). Este proceso 
continúa con el procesamiento de la 
solicitud de asilo, que le corresponde 
a la BAMF, es decir, a una autoridad 
federal del Ministerio del Interior.
Al mismo tiempo, todas las perso-
nas que buscan asilo están cobija-
das por la ley de regulación del asilo, 
cuya implementación es respon-
sabilidad de los estados federados 
y los municipios, y que les otorga 
el derecho a recibir alojamiento y 
dinero o ayuda en especie duran-
te el tiempo que dure su trámite de 
asilo. A esto se suman beneficios 
en efectivo, así como la operación 

de hospedajes e instalaciones de re-
cepción inicial. En Berlín, todo este 
campo es fundamentalmente res-
ponsabilidad del Departamento de 
Trabajo, Asuntos Sociales e Integra-
ción del senado, bajo la dirección 
de la senadora Elke Breitenbach 
(DIE LINKE) y la LAF, que está bajo 
su dirección. Estas mismas oficinas 
son también responsables de otras 
medidas y programas de apoyo du-
rante el tiempo del trámite de asilo, 
como por ejemplo cursos de idio-
mas. 
Al mismo tiempo, todas las perso-
nas sin un pasaporte alemán y con 
permisos temporales de residencia 
son responsabilidad de las autori-
dades migratorias, que a su vez son 
autoridades regionales y tienen su 
sede en el Departamento del Interior 
del senado en Berlín. Las oficinas de 
extranjería son responsables, por 
ejemplo, por las decisiones sobre 
los permisos de trabajo y los distin-
tos permisos de residencia, otorgan 
suspensiones temporales de depor-
tación y, junto con la policía, son res-
ponsables por las órdenes y la eje-
cución de las deportaciones.

Márgenes de maniobra
Lo anterior le da al gobierno de Ber-
lín concretamente este margen de 
maniobra: las decisiones con res-
pecto a las solicitudes de asilo y en-
trada al país están más allá de sus 
competencias; al mismo tiempo, es 
responsable de las condiciones so-
ciales que rodean el procedimiento 
de solicitud de asilo, de la situación 
de vivienda y los alojamientos, así 
como de la ejecución de las deporta-
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ciones en los casos en que la solici-
tud es rechazada y de las suspensio-
nes temporales de deportación. En 
otras palabras, aunque la BAMF de-
cide sobre el estatus legal de las per-
sonas refugiadas que viven en Ber-
lín, ninguna autoridad federal puede 
llevar a cabo deportaciones sin las 
autoridades migratorias regionales 
de Berlín.
En los dos años desde el surgimien-
to del gobierno federal de izquierda 
han sucedido muchas cosas, espe-
cialmente en el área de la que Elke 
Breitenbach es responsable y sobre 
todo en lo que corresponde al alo-
jamiento de quienes buscan asilo 
y su recepción inicial. El controver-
tido espacio de alojamiento inicial 
de los hangares del aeropuerto de 
Tempelhof se desmanteló a fines de 
2018 después de muchos retrasos, 
así como casi todos los alojamien-
tos de emergencia. Actualmente, la 
LAF está construyendo en una pri-
mera fase Alojamientos Modulares 
para Refugiados (MUFs por sus si-
glas en alemán) en 28 ubicaciones, 
cada uno con 200 a 450 lugares. 
Estos hospedajes son sencillos y 
se los critica mucho por establecer 
nuevos mínimos para los estánda-
res del mercado inmobiliario, pero 
al mismo tiempo han mejorado la 
situación de vivienda de muchas 
personas. Debido a la escasez de 
viviendas, también hay alternativas 
para que personas cuyas solicitudes 
de asilo han sido aceptadas se que-
den en esos hospedajes. Alrededor 
de 11 000 personas cuyo estatus ha 
cambiado viven todavía en vivien-
das compartidas de la LAF.2

Políticas de trabajo e integración
En general, una vez su proceso ha 
terminado, las personas solicitantes 
de asilo reconocidas pasan a estar 
cobijadas por la política social del 
sistema «normal». En caso de estar 
desempleadas, son responsabilidad 
de la Agencia Federal de Empleo, 
que no solo regula las garantías de 
subsistencia, sino también la aten-
ción médica, medidas de cualifica-
ción y otros asuntos. Por el contra-
rio, las personas cuyas solicitudes 
han sido rechazadas o a quienes se 
les han otorgado suspensiones tem-
porales de deportación permane-
cen bajo la jurisdicción de la ley de 
regulación del asilo. Contrario a lo 
que sucede en muchos otros países 
europeos, las personas a quienes se 
les otorga asilo en Alemania pasan 
con esa decisión a recibir la atención 
social estándar. Tienen derecho a 
la asistencia pública (ALG II) y tam-
bién a un seguro de salud. La Agen-
cia Federal de Empleo decide sobre 
muchas de las medidas posteriores 
(cursos de idiomas, cualificaciones, 
reconocimiento de títulos profesio-
nales, etc.) y, al mismo tiempo, junto 
con el Ministerio Federal de Trabajo 
y Asuntos Sociales, busca vincular 
las perspectivas de permanencia en 
el largo plazo al éxito en el mercado 
laboral.
Casi medio millón de los aproxima-
damente 1,2 millones de personas a 
quienes se les ha reconocido la ne-
cesidad de protección, y que por lo 

2  Casi 2000 deportaciones en Berlín en 2016, en: 
neues deutschland, 17/2/2017, disponible en: www.
neues-deutschland.de/artikel/1042105.fast-abschie-
bungen-in-berlin.html.
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tanto tienen un permiso de residen-
cia humanitario, están registrados 
en la Agencia Federal de Empleo 
en todo el país como solicitantes de 
empleo (Agencia Federal de Empleo 
2018). Además de la Agencia Fede-
ral de Empleo, la ciudad de Berlín 
es un actor central en la llamada po-
lítica de integración para estas per-
sonas. Por lo tanto, el trabajo de la 
política migratoria de izquierda aún 
está lejos de acabar al momento en 
que las personas refugiadas reciben 
una decisión positiva con respecto a 
su solitud de asilo, que en todo caso 

es temporal y a la que le siguen lu-
chas por permisos de residencia y de 
asentamiento permanente. No obs-
tante, dado el acceso de las perso-
nas a quienes se les ha concedido 
asilo a la atención social corriente, 
puede decirse que el punto central 
de una política de ciudad solidaria es 
el trato de personas ilegalizadas, per-
sonas refugiadas con suspensiones 
temporales de deportación o cuyas 
solicitudes han sido rechazadas (y 
que están por eso en peligro de ser 
deportadas) y aquellas cuyas solici-
tudes todavía están en proceso.

2 ¿BERLÍN CIUDAD SOLIDARIA?  
UNA VISITA AL SITIO DE CONSTRUCCIÓN

Casi 100 000 personas refugiadas 
documentadas han llegado a Ber-
lín desde 2015. Adicionalmente, en 
la ciudad viven decenas de miles 
de personas ilegalisadas, que en 
parte son personas no registradas 
y sin hogar. A esto corresponden 
también una variedad de iniciativas 
sociales y políticas, así como una 
amplia paleta de exigencias a la po-
lítica institucional. Incluso si no hay 
cifras confiables para Berlín pode-
mos decir que Berlín no solo es una 
ciudad de migración, sino también 
una ciudad de solidaridad. Una red 
incalculable de iniciativas solida-
rias, algunas más viejas y otras que 
han surgido desde 2015, da forma a 
las discusiones y fantasías políticas 
sobre la ciudad solidaria, así como a 
la confianza que la política migrato-
ria de la izquierda tiene en sí misma.
En cualquier caso, en toda Alemania 

más del 50% de la población mayor 
de 16 años ha brindado asistencia 
desde 2015 a las personas refugia-
das. El verano pasado, el 19% trabajó 
voluntariamente en estructuras soli-
darias o donó dinero. Las personas 
involucradas han invertido en pro-
medio más de cinco horas por sema-
na en estos voluntariados (Ministe-
rio Federal de Familia, Tercera Edad, 
Mujeres y Juventud 2018). Entre 
2015 y 2016, se crearon alrededor de 
15 000 nuevos proyectos (Schiffauer 
et al. 2017). Estos números pueden 
transferirse sin más a Berlín y proba-
blemente allí estén incluso un poco 
por encima del promedio.

R2G y el partido de izquierda 
en el gobierno
Por estas razones, el que el sena-
do de Berlín se haya comprometi-
do recientemente con el modelo de 
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la Ciudad Solidaria no es una sor-
presa. La ciudad de Berlín ha sido 
miembro oficial de la Red Europea 
de Ciudades Solidarias de la Iniciati-
va Eurocities desde enero de 2019. 
Además, el partido de izquierda de 
Berlín se comprometió en diciembre 
de 2018, en su congreso del partido, 
con la visión de Solidarity City Ber-
lin. Esa resolución sostiene, entre 
otras cosas, que: «Estamos conven-
cidos de que la mayoría de la gente 
seguirá creyendo en una sociedad 
abierta si la visión de una sociedad 
de la inmigración puede construir-
se de manera visible y tangible. Se 
trata de las ciudades que se enfren-
taron por primera vez los desafíos 
de la globalización y la devastación 
del neoliberalismo radical de merca-
do. Por eso en muchas ciudades de 
Europa y del mundo se están desa-
rrollando modelos contrarios a las 
políticas de falta de solidaridad, pre-
carización y aislamiento. La política 
tradicional de los partidos se vuelve 
a conectar con el activismo y la de-
mocracia» (DIE LINKE/Landesver-
band Berlin 2018).
Con este intento de hacer de la ciu-
dad solidaria el modelo y la narrativa 
de la participación del gobierno de 
izquierda en Berlín y de adaptar así 
para todos una visión política de la 
ciudad surgida de la perspectiva de 
la migración, el partido de izquier-
da de Berlín dio un paso significati-
vo hacia la apertura para preguntas 
sobre la migración y los movimien-
tos solidarios, especialmente con 
respecto a los conflictos internos 
de los últimos meses, que estuvie-
ron dominados por posiciones so-

cial-nacionales defensoras de la so-
beranía. No debe subestimarse que, 
en este contexto, las preguntas por 
una política social de izquierda se 
vuelven a conectar con la situación 
de las personas migrantes, en lugar 
de reducirlas a la fórmula tradicional 
«estado de bienestar + ley de asilo 
y política de integración» y tratarlas 
como si fueran cosas distintas. El 
modelo de la ciudad solidaria para 
todos contiene la promesa de que 
DIE LINKE desde el gobierno de la 
ciudad se ocupará de las diversas 
situaciones problemáticas de todas 
las personas que viven en Berlín. 
Con esto, la migración y las cuestio-
nes sociopolíticas están entrelaza-
das, al menos discursivamente, en 
lugar de enfrentarse entre sí.
Sin embargo, estas ideas no siem-
pre se organizan en torno a un pro-
yecto del conflicto político. Más 
bien, DIE LINKE en Berlín tiene un 
ideal de buen gobierno de izquierda 
que se ha probado muchas veces: el 
de una gobernanza municipal de iz-
quierda, que usa los espacios actua-
les de la mejor manera y, en vista de 
los balances entre mayorías sociales 
y las condiciones políticas federales, 
hace «lo mejor posible». En los últi-
mos años en Berlín, debido a lo que 
la administración política considera 
un número relativamente alto de re-
cién llegados, esto se ha convertido 
en una cuestión de competencia lo-
gística, de la que dan cuenta tanto el 
caos persistente en el LAF, como los 
MUFs deshabitados, vacíos en parte 
debido a la ley europea de compe-
tencia que ha retrasado las convo-
catorioas para adjudicar su adminis-
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tración. En todo caso, debe quedar 
claro que simplemente explotar los 
espacios políticos existentes a la 
larga limitaría la idea de una ciudad 
solidaria.
Pero el intento serio de un «buen 
gobierno» tiene justamente en el 
campo de la migración una dimen-
sión eminentemente política que a 
menudo se subestima. Pues es to-
talmente falso que todas las situa-
ciones de privación de los derechos 
y exclusión que tienen lugar en la 
realidad sean el resultado de la si-
tuación jurídica actual. Por el contra-
rio, hay innumerables ejemplos en 
los que efectivamente existen dere-
chos sociales y políticos, pero el ac-
ceso a ellos está limitado o bloquea-
do por una variedad de obstáculos. 
La paleta abarca aquí desde el ejer-
cicio represivo del derecho por parte 
de las autoridades, pasando por las 
barreras de idioma, hasta el temor 
de las personas ilegalizadas a ejer-
cer sus derechos y aparecer por ello 
en el radar de la autoridad de extran-
jería. En este sentido, algunas de 
las medidas tomadas por el gobier-
no regional de izquierda ciertamen-
te pueden interpretarse como una 
contribución a la lucha por los dere-
chos sociales, en la medida en que 
se proponen organizar este acceso 
de manera sistemática, como por 
ejemplo en el Centro de Bienvenida 
creado recientemente por el Oficial 
de Integración (Benalia 2016). Tam-
bién muchas de las iniciativas soli-
darias que surgieron en 2015 ahora 
están centradas principalmente en 
ayudar a las personas refugiadas 
en el ejercicio de sus derechos por 

medio de gestiones administrativas, 
asesoramiento legal, traducciones y 
similares.

El movimiento solidario y 
la red Ciudad Solidaria
A este modelo centrado en las insti-
tuciones se le contrapone otro ideal, 
el de una concepción de la ciudad 
solidaria, que tiene su punto de par-
tida precisamente allí donde el ré-
gimen migratorio nacional es desa-
fiado sistemática y políticamente, 
no solo discursivamente, sino tam-
bién con prácticas y luchas socia-
les reales. El punto de partida no es 
el óptimo uso y diseño del margen 
de maniobra de la política migrato-
ria a nivel municipal, sino la solida-
ridad con todas las personas a quie-
nes se excluye sistemáticamente: 
personas ilegalizadas, amenazadas 
de deportación, con suspensiones 
temporales de deportación y priva-
das de sus derechos. De este modo, 
esta comprensión de la ciudad soli-
daria, que también aborda la políti-
ca local como un actor potencial, se 
une al conflicto y la transgresión sis-
temática de las políticas nacionales 
y las políticas federales.
La agrupación Solidarity City Berlin 
existe desde otoño de 2015 y está 
compuesta en este momento por 
cinco grupos: la MediBüro Berlín, 
el grupo de migrantes respect!, la 
campaña Bürgerinnenasyl, los Inter-
ventionistischen Linken y la Oficina 
Precaria. Al mismo tiempo, la agru-
pación berlinesa es parte de la red 
nacional de Ciudad solidaria. Por un 
lado, la red todavía está en construc-
ción, pero por otro lado debe verse 
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como un nodo y símbolo de los ac-
tores no institucionales del movi-
miento solidario. El punto de parti-
da programático de la iniciativa es la 
idea de una «ciudad para todas las 
personas» y, con esto, de una demo-
cratización social y política de la co-
munidad urbana en la que todas las 
personas tengan igual acceso a una 
vida digna. El grupo se basa en las 
experiencias de las Ciudades San-
tuario en América del Norte. En ellas 
se consiguió, al nivel de la ciudad, 
proteger a las personas ilegalizadas 
de la deportación y la represión de 
las autoridades federales y darles 
acceso a la infraestructura urbana. 
En Toronto, Nueva York y otras ciu-
dades el repertorio de estos experi-
mentos también incluye los docu-
mentos de identidad de la ciudad 
(City-ID) y lineamientos para las au-
toridades municipales que les prohí-
ben la cooperación con las agencias 
federales (Bauder 2017, Kron/Lebu-
hn 2018). También es esencial que 
no se trate simplemente de concep-
tos mecánicos, sino que a menudo 
las iniciativas sociales en su trabajo 
solidario concreto sienten las bases 
para experimentos políticos especí-
ficos.
En Berlín también se llevan a cabo 
las primeras discusiones sobre un 
pasaporte berlinés.3 Por eso la red 
en Berlín está enfocada principal-
mente en el grupo de personas ile-
galizadas. Las primeras prioridades 
temáticas son los campos de la edu-
cación y la salud, que se abordan a 
partir de experiencias y proyectos 
que han existido en Berlín por mu-
chos años.

Política para personas 
ilegalizadas: cupones de 
asistencia médica anónima y 
formación escolar
En el campo de la asistencia sanita-
ria debe mencionarse a MediBüro. La 
«Red para la asistencia sanitaria de 
todos los migrantes – MediBüro Ber-
lin» (antes la Oficina de Ayuda Médica 
para Refugiados) se fundó en Berlín 
en 1996 como un proyecto autoor-
ganizado y no gubernamental y tiene 
como objetivo «mejorar, por medios 
políticos y pragmáticos, la atención 
médica a personas refugiadas y per-
sonas migrantes ilegalizadas. Dado 
que la exclusión de facto del siste-
ma de atención médica regular de las 
personas ilegalizadas obedece sobre 
todo a razones políticas, queremos 
crear conciencia de este problema a 
través de las relaciones públicas y exi-
gir soluciones políticas.» Sin embar-
go, MediBüro no es en primer lugar 
un actor político, sino una red solida-
ria de voluntarias, voluntarios, medi-
cas y médicos, y proporciona el cui-
dado sanitario de manera anónima y 
gratuita para personas ilegalizadas o 
sin seguro médico. 
En teoría, en Alemania las personas 
ilegalizadas también tienen derecho 
a atención sanitaria, que las oficinas 
de bienestar social deberían organi-
zar y costear. Sin embargo, al mismo 
tiempo en el derecho de residencia 
existe una cláusula de comunicación 
(Übermittlungsparagraf), que obliga 

3  Véase «Linke: Flüchtlinge sollen Berlin-Ausweis be-
kommen» (Según DIE LINKE los refugiados deben re-
cibir un documento de identificación berlinés), comu-
nicado de la Deutshche Presse Agentur, en: Berliner 
Morgenpost, 15/12/2018. 
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a las oficinas de bienestar social a 
transferir los datos de dichas perso-
nas a las autoridades de extranjería, 
lo que significa que en caso de recla-
mar el derecho a la salud, las perso-
nas ilegalizadas se delatan frente a la 
oficina de extranjería y, por lo tanto, 
quedan expuestas a represiones y 
deportaciones. Dado que esta cláu-
sula hace parte de una ley federal 
y no parece posible derogarla, en 
MediBüro surgió alrededor del año 
2005 la idea de un «cupón de asis-
tencia médica anónima» para per-
sonas ilegalizadas, que da acceso a 
asistencia sanitaria equivalente al de 
la Ley de Asilo (beneficios limitados, 
MediBüro Berlín 2009).
La exigencia es clara: la atención 
médica como derecho humano 
debe estar separada del estatus de 
residencia. Para aquellos que temen 
ser deportados u otra represión ofi-
cial, por lo tanto, se debe organizar 
un acceso anónimo y protegido a 
este derecho humano. Este acceso 
debe organizarse a nivel regional y 
municipal para socavar la legislación 
federal. En Berlín los primeros in-
tentos tuvieron lugar bajo el gobier-
no regional SPD-Linke después de 
2008, pero estos fueron luego can-
celados por el senado. En todo caso, 
desde entonces existe una mesa re-
donda con el senado o la administra-
ción de salud y, gracias a este largo 
impulso de todos los involucrados, 
los cupones de asistenica médica 
anónima quedaron consignados en 
el acuerdo de coalición de 2016.
Sin embargo, hasta ahora solo han 
sido implementados parcialmente. 
En 2018, el senado de Berlín dispu-

so por primera vez 1,5 millones de 
euros para la atención médica de 
personas no aseguradas, entre las 
que se encuentran las personas ile-
galizadas. Además, se estableció 
lo que se conoce como una Clea-
ring-Stelle, que asesora oficialmen-
te a todas las personas sin seguro 
médico, los remite a otras instan-
cias y, si es necesario, organiza el 
acceso al presupuesto. Al mismo 
tiempo, el modelo actual es un mo-
delo de fondo y, por lo tanto, es limi-
tado. Por el momento no está claro 
qué sucedería si el presupuesto se 
agotara, así como en el caso de tra-
tamientos costosos. Además, pues-
to en perspectiva, el proyecto de ley 
de los cupones de asistencia médica 
anónima de valor integral no parece 
realizable con la administración ac-
tual del senado; en el mejor de los 
casos terminará en la emisión de 
cupones de tratamiento (es decir, 
un modelo en el que no se garantiza 
una cobertura universal, equivalen-
te al seguro de salud, sino que para 
cada tratamiento debe organizar-
se que se asuman los gastos). Con 
todo, la Clearing-Stelle es un paso 
importante hacia un cambio de pa-
radigma político que puede fomen-
tar una mayor apertura hacia otras 
discusiones e ideas. También ha 
quedado claro que la Clearing-Stelle 
es un importante punto de contacto 
para una amplia variedad de perso-
nas sin seguro médico, incluyendo a 
las y los ciudadanos de la UE. A par-
tir de la cuestión de la atención mé-
dica para personas ilegalisadas, se 
ha desarrollado entonces un primer 
mecanismo que también se extien-
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de a otros grupos marginados y, por 
lo tanto, se generaliza.
Hay otro ejemplo de un proceso simi-
lar. En Berlín, los y las hijas de perso-
nas ilegalizadas tienen derecho a la 
educación y, por lo tanto, a una plaza 
en una escuela pública (desde 2011, 
se ha abolido la obligación de propor-
cionar información para las escuelas 
y otras instituciones educativas). Va-
rios estudios han demostrado que 
todavía hay innumerables obstácu-
los y que la inscripción en las escue-
las a menudo falla debido al miedo a 
la detección o a los altos obstáculos 
burocráticos (Solidarity City Berlin 
2018). Sin embargo, hay hijas e hijos 
de personas ilegalizadas que asisten 
a las escuelas. El problema es que el 
camino a la escuela se convierte en 
un obstáculo para asistir a la misma 
debido al costo relativamente alto 
del transporte público de cercanías. 
Dado que por distintas razones no 
era posible, ni deseable, que el trans-
porte local fuera gratuito solo para las 
y los hijos de personas ilegalizadas, 
desde el próximo año escolar, por 
iniciativa del senado, todos los y las 
estudiantes en Berlín podrán viajar 
gratuitamente en autobús y tren; al 
menos así cuentan la historia las per-
sonas involucradas de DIE LINKE.

Personas sin hogar
Los estimados sugieren que entre 
8000 y 10 000 personas en Berlín no 
tienen hogar. Muchas de ellas vie-
nen de Europa del Este, incluídas 
aproximadamente 4000 personas 
que vienen específicamente de Po-
lonia (Soos/Rehkopf 2018). En Ber-
lín, por lo tanto, la cuestión de las 

personas sin hogar está en gran me-
dida vinculada a las historias de mi-
gración y por eso también cada vez 
más al campo de acción de los acto-
res de la política migratoria.
Según los Frostschutzengels (Ánge-
les de la Guarda para Heladas, un pro-
yecto de asesoramiento para perso-
nas sin hogar), uno de los principales 
problemas en este campo no es solo 
la situación legal, sino el acceso lleno 
de obstáculos y a menudo complica-
do a los derechos sociales, por ejem-
plo para los y las ciudadanas de la 
UE, que a menudo tienen derecho a 
la asistencia pública y a una vivienda. 
En consecuencia, para este campo, 
una actividad esencial de las inicia-
tivas sociales es el apoyo en garan-
tizar dicho acceso. La senadora Bre-
itenbach también es cada vez más 
activa en el campo de la asistencia 
a las personas sin hogar, incluida la 
protección contra el frío (Frank/Kro-
ger 2018). Las medidas contra la falta 
de vivienda no solo tienen un funda-
mento social, sino también regulato-
rio. Sin embargo, la politización de la 
falta de vivienda y la alta proporción 
de migrantes entre las personas sin 
hogar aún está pendiente.

Participación y democracia
El senado rojo-verde-rojo de Berlín 
siempre ha enfatizado que un cam-
bio de paradigma en la política mi-
gratoria también debe ser provo-
cado por un cambio en el estilo de 
gobierno y que la política migratoria 
también debe ser una política de la 
participación (Rosa-Luxemburg-Stif-
tung 2018). En este sentido, se man-
tuvieron las directrices de la futura 
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política de integración en Berlín en 
un «concepto general para la inte-
gración y participación de los refu-
giados» (Juretzka 2018), que no solo 
involucró a las diversas administra-
ciones del senado a través de dis-
tintos departamentos, sino también 
en un proceso de varios meses en el 
que participaron actores de la socie-
dad civil, asociaciones de migrantes 
y personas refugiadas autoorganiza-
das, ONG y organizaciones de bene-
ficencia. El plan general comprende 
nueve campos de acción y debería 
sentar las bases de la futura formula-
ción de políticas en Berlín. En grupos 
de trabajo dedicados a temas espe-
cíficos, la administración, las y los 
políticos y la sociedad civil acorda-
ron medidas y objetivos concretos. 
Más allá de este proceso hay tam-
bién una gran cantidad de mesas 
redondas donde el personal de las 
administraciones del senado inter-
cambian puntos de vista con las y los 
actores de la sociedad civil.
Aunque un estudio paralelo llega a 
una evaluación predominantemente 
positiva y más bien acentúa procesos 
más profundos y continuos (Schne-
gg/Drunkenmölle 2018), la mayoría 
de las iniciativas arrojan conclusio-
nes ambivalentes, que reconocen 
partes del procedimiento y los resul-
tados, pero en las que en general el 
balance es bastante decepcionante. 
Sobre todo se critica que el potencial 
político de las y los actores partici-
pantes fue «diluido» o simplemente 
«olvidado». Así se llega a la conclu-
sión «típica» de un proceso de par-
ticipación política: las y los actores 
involucrados se registran como ex-

pertos en el proceso, pero sus pun-
tos esenciales se quedan por el ca-
mino (Flüchtlingsrat Berlin e. V. 2018; 
Moabit hilft, et al. 2018). En cualquier 
caso, para muchos el intento de con-
siderar las voces de la sociedad civil 
y de las personas migrantes es posi-
tivo en sí mismo. Queda por verse si 
los procesos participativos de este 
tipo realmente contribuyen a la de-
mocratización de la ciudad, o si más 
bien son apenas un asesoramiento 
gubernamental gratuito, con el que 
al mismo tiempo las acciones gu-
bernamentales y administrativas se 
hacen plausibles y se comunican a 
los movimientos sociales.

Nuevas recepciones y 
rescates marítimos
Berlín fue la primera ciudad y el pri-
mer estado federal que, en junio 
de 2018, en medio de la discusión 
sobre el servicio de rescate, los 
puertos de Italia y el bote salvavidas 
Lifeline, estuvo dispuesta a acoger a 
algunas de estas personas. A finales 
de septiembre se reiteró esta dispo-
sición fundamental en una declara-
ción conjunta de las ciudades-esta-
do de Hamburgo, Bremen y Berlín.4 
Sin embargo, una nueva admisión 
de personas no es posible sin el con-
sentimiento del Ministerio del Inte-
rior, que hasta ahora ha rechazado 
las peticiones de Berlín y otras 30 
ciudades. Gracias a la interacción 
entre la disposición de acogida del 
senado y el impulso de la declara-

4  «Bekenntnis zum sicheren Hafen: Hamburg, Bremen 
und Berlin united», en: die tageszeitung, 1/10/2018, dis-
ponible en: www.taz.de/!5538930/.

http://www.taz.de/!5538930/
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ción pública, tuvo lugar en Berlín la 
primera acción de Seebrücke (Puen-
te Marítimo), que se ha convertido 
en un movimiento nacional y, hasta 
cierto punto, paneuropeo.

Ciudad libre de deportaciones 
y miedo
En el año 2016 hubo 1820 deporta-
ciones en Berlín. En el año 2017, Ber-
lín deportó a 1638 personas. 3629 
personas salieron del país «volunta-
riamente» (sobre el problema del «re-
torno voluntario», véase Lenz 2018). 
Para septiembre de 2018 habían te-
nido lugar 801 deportaciones y 2087 
salidas del país voluntarias (Juretzka 
2018: 4). En 2017, casi 700 de las 
personas deportadas tenían nacio-
nalidad de Moldavia, 170 de Albania, 
107 de Serbia y 93 de Irak, lo que en 
todo caso no da cuenta del destino 
de estas deportaciones (por ejemplo 
en las «deportaciones de Dublín», 
Cámara de representates de Berlín 
2018). Aunque hay una ligera dismi-
nución en el número de deportacio-

nes y un deseo declarado de evitarlas 
a través de Härtefallkommissionen 
(Comisiones para casos extremos) y 
otros canales, el hecho es que ni si-
quiera hay signos de un cambio de 
paradigma en el Ministerio del Inte-
rior liderado por el Partido Socialde-
mócrata de Alemania (SPD), ni en 
las autoridades migratorias. Hasta 
el momento no hay rastro en la coali-
ción de gobierno de un compromiso 
a librar la ciudad de deportaciones, 
a pesar de que el número absolu-
to de deportaciones en relación con 
la población total es muy pequeño. 
Queda claro: por razones políticas y 
simbólicas seguirá habiendo depor-
taciones, y con esto se acepta some-
ter a la población migrante de Berlín 
a una incertidumbre permanente. En 
todo caso, una ciudad libre de depor-
taciones es la próxima gran pregunta 
y la próxima prueba de fuego del mo-
delo de ciudad solidaria, pero tam-
bién debe decirse que los movimien-
tos sociales todavía no han ejercido 
la mayor presión posible.

3 OBSERVACIONES FINALES

Quisiera formular algunas hipótesis a 
partir de esta mirada a la situación en 
Berlín, tanto sobre la discusión gene-
ral en torno a las ciudades solidarias 
como específicamente sobre Berlín.

Más allá de la integración
Aunque la idea de la ciudad solidaria 
puede perder algo de su agudeza si 
se la generaliza y se desvía la aten-
ción de todos aquellos que estaban 
en el centro de la idea original (las 

personas ilegalizadas), es provecho-
so que los actores del gobierno de 
la ciudad acojan el término y lo de-
sarrollen. Al mismo tiempo, la aper-
tura y expansión del término solo es 
productiva siempre que no diluya el 
núcleo de la idea. Por lo tanto, por un 
lado es de celebrar que la idea se im-
ponga discursivamente en la política 
institucional y al menos entre en el 
marco de los asuntos gubernamen-
tales. Pero, por otro lado, sigue sien-
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do crucial que una verdadera supera-
ción del régimen migratorio nacional 
y su política de integración sea el ho-
rizonte en el que las preguntas sobre 
la pertenencia y el «nosotros» vuel-
van a formularse y responderse. De 
lo contrario, existe el peligro real de 
que una buena política del gobierno 
local consista solo en la mejor imple-
mentación posible de la «política de 
integración» y que los mecanismos 
(también federales) de exclusión y 
privación de derechos, pero también 
de asimilación, permanezcan intac-
tos. Desde luego, la alternativa no es 
la renuncia a esta implementación, 
si ofrece a las personas migrantes 
oportunidades individuales para una 
vida nueva y mejor. En otras pala-
bras, una superación sistemática de 
la política de la integración es un re-
quisito de toda política de izquierda 
que quiera usar políticamente el po-
tencial de transformación de los mo-
vimientos de migrantes.

El gobierno y los movimientos
La traducción de procesos socia-
les en lógicas institucionales, ya sea 
que se trate de proyectos o concep-
tos, nunca tiene lugar sin pérdidas 
y fricciones. La política institucional 
tiene su propia fuerza de gravedad: 
la burocracia, la administración, los 
obstáculos y exigencias legales de 
las acciones gubernamentales. Por 
lo tanto, siempre que nos aproxima-
mos a la lógica de los actores institu-
cionales, la autonomía de las estruc-
turas y movimientos solidarios debe 
protegerse, y esto también en el in-
terés de los actores institucionales, 
siempre que estén interesados en 

los potenciales de transformación 
que se derivan de esta autonomía. Al 
mismo tiempo, parece que esta au-
tonomía a menudo solo tiene éxito si 
cuenta también con una estrategia 
institucional. La conflictiva interac-
ción de los diferentes actores pare-
ce ser el modelo adecuado. Por un 
lado, para evitar que la lógica de la 
política institucional absorba los pro-
cesos sociales y defina cambios polí-
ticos unilatermente a partir de proce-
dimientos institucionales y, por otro 
lado, para desarrollar nuevas mane-
ras de que los procesos de transfor-
mación social también puedan tra-
ducirse en políticas y contribuir a la 
renovación de la izquierda. En todo 
caso, el centro estratégico de estos 
procesos de transformación se en-
cuentra fuera de las instituciones y 
solo puede mantenerse vivo allí.

Estructuras paralelas y asesoría 
como pasos intermedios
Al mismo tiempo, tanto el mode-
lo del cupón anónimo de asistencia 
médica, como el resultado prelimi-
nar de las negociaciones al respecto 
son un modelo interesante para futu-
ros proyectos: en lugar de enfrentar-
se directamente con las leyes fede-
rales, se crea una nueva estructura 
que permite evitar y simplificar algu-
nas dificultades políticas. Entonces, 
la lección puede ser que a veces no 
hay que cambiar una ley, sino más 
bien se puede recurrir a una nueva 
estructura y crear instituciones pro-
pias. Aquí se incluyen estructuras de 
asesoramiento que, al capacitar a las 
personas para ejercer sus derechos 
formales, de algún modo desafían las 
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arquitecturas políticas desde aden-
tro. Ya se ha dicho varias veces: en 
una gran cantidad de casos, los de-
rechos sociales existen legalmente, 
pero su ejercicio está efectivamen-
te bloqueado. El apoyo a las perso-
nas migrantes, pero también a otros 
grupos sociales marginados, para 
que conozcan, comprendan y hagan 
valer sus derechos es un campo po-
lítico que ofrece muchas oportunida-
des, entre ellas la politización de las 
prácticas de las autoridades federa-
les (específicamente de la Oficina Fe-
deral de Migración y Refugiados y la 
Agencia Federal de Empleo) y sus si-
militudes estructurales en torno al re-
chazo a menudo ilegal de reclamos.

Ciudades rebeldes
El «buen gobierno», desde luego, 
tiene un gran valor. Sin embargo, 
tarde o temprano, los límites de toda 
política de izquierda son límites po-
líticos. No será posible desarrollar 
un proyecto de transformación sin 

entrar en conflicto con las arquitec-
turas de poder nacionales y los pro-
cesos políticos establecidos. Ya sea 
que se trate de Italia o de América del 
Norte, cuando las ciudades desem-
peñan el papel de la oposición políti-
ca, llegan a los límites de sus compe-
tencias y entran en conflicto con los 
gobiernos nacionales. En Alemania 
la cuestión de una rebelión de las ciu-
dades —una suerte de rebelión insti-
tucional—, se plantea cada vez más 
como una tarea estratégica porque, 
como dijo la activista Roula Saleh en 
una conferencia de prensa en Ham-
burgo con motivo de la marcha Uni-
ted Against Racism: «Siempre me 
pregunto: ¿Realmente tenemos que 
aceptar leyes discriminatorias y res-
trictivas solo porque están escritas 
en lenguaje jurídico?» Esta rebelión 
ciertamente no es responsabilidad 
exclusiva del gobierno federal. Como 
en todos los campos de acción de 
la ciudad solidaria, debe ponerse en 
marcha desde abajo.

INICIATIVAS 

Seebrücke: https://seebruecke.org/
Frostschutzengel: www.frostschutzengel.de/
MediBüro Berlin: https://medibuero.de/
Red Solidarity City: https://solidarity-city.eu/de/ y  
http://solidarity-city-berlin.org/
Respect!: www.respectberlin.org/wordpress/
Oficina Precaria: http://oficinaprecariaberlin.org/
Interventionistische Linke: https://interventionistische-linke.org/
Linke Berlin: https://dielinke.berlin/nc/start/
Berlin hilft!: http://berlin-hilft.com/ 
Kotti & Co: https://kottiundco.net/ 

https://seebruecke.org/
http://www.frostschutzengel.de/
https://medibuero.de/
https://solidarity-city.eu/de/
http://solidarity-city-berlin.org/
http://www.respectberlin.org/wordpress/
http://oficinaprecariaberlin.org/
https://interventionistische-linke.org/
https://dielinke.berlin/nc/start/
http://berlin-hilft.com/
https://kottiundco.net/
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Suiza es una sociedad de inmigran-
tes, multilingüe, cuyo desarrollo 
político, social y cultural fue y será 
impulsado por la migración. Según 
las estadísticas, más de un tercio de 
las personas registradas en Suiza 
tienen tienen un trasfondo de mi-
gración.1 Sin embargo, aparte de la 
importancia de las cuatro regiones 
lingüísticas oficiales, esto apenas 
se refleja en la imagen de sí mismas 
que tienen Suiza y sus instituciones. 
Por un lado, la parte de la población 
que no tiene pasaporte suizo y, por 
lo tanto, no tiene voz ni voto, queda 
excluida de la representación políti-
ca formal. Se trata de alrededor del 
25% de la población, mientras en 
Austria es el 15% y en Alemania el 
12%. Además, en el habla cotidiana 
se distingue entre los «suizos rea-
les» y los llamados «Papierlischwi-
izers» o suizos de papel (personas 
naturalizadas). Además, a la pobla-
ción que no tiene pasaporte se la ca-
tegoriza jerárquicamente a partir de 
distintos permisos de residencia.
Aunque en Suiza nunca ha habido 
ningún reconocimiento oficial del 

hecho de que es una sociedad de in-
migrantes, el país se ha convertido 
en un escenario de debates y proyec-
tos en torno a la migración, la ciuda-
danía y la pertenencia a una sociedad 
pluralista. Un ejemplo de esto son los 
conceptos de «ciudadanía urbana» 
(García 2006), «ciudad santuario» y 
«ciudad solidaria», que ahora se dis-
cuten en toda Europa, y que en Suiza 
se empezaron a tratar a más tardar a 
principios de 2015 y ya se han adop-
tado en varias ciudades en la política 
parlamentaria local suiza (Krenn/Mo-
rawek 2017). En particular, el tema 
de la garantía de un estatus de re-
sidencia más seguro ha ocupado el 
primer plano en la atención pública, 
en oposición a otros temas como la 
participación, el acceso a derechos y 
recursos para todos o la pertenencia 
y la democratización.
La discusión se centra sobre todo 
en la introducción de un documento 
de identidad municipal, la City Card, 

KATHARINA MORAWEK

CIUDADANÍA REGIONAL 
Y EL DOCUMENTO DE 
IDENTIDAD MUNICIPAL
EN ZÚRICH, ACTORES DE LA SOCIEDAD CIVIL 
PROMUEVEN LA «CIUDADANÍA URBANA»

1  Véase Bundesamt für Statistik, Bevölkerung nach Mi-
grationsstatus, disponible en: www.bfs.admin.ch/bfs/
de/home/statistiken/bevoelkerung/migration-integra-
tion/nach-migrationsstatuts.html.

http://www.bfs.admin.ch/bfs/de/home/statistiken/bevoelkerung/migration-integration/nach-migrationsstatuts.html
http://www.bfs.admin.ch/bfs/de/home/statistiken/bevoelkerung/migration-integration/nach-migrationsstatuts.html
http://www.bfs.admin.ch/bfs/de/home/statistiken/bevoelkerung/migration-integration/nach-migrationsstatuts.html
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sugerida por grupos de la sociedad 
civil. Esta propuesta ha sido adop-
tada por la política municipal, espe-
cialmente en Zúrich y Berna. La Züri 
City Card que se tiene en mente está 
diseñada para las aproximadamente 
14 000 personas sin un permiso de 
residencia regular (sans papiers) que 
viven y trabajan en Zúrich.
En el presente estudio, en el contex-
to del debate a nivel europeo sobre 
sociedades posmigrantes (Forou-
tan et al. 2018) y ciudades solidarias, 
analizo discusiones y actores que 
podrían estar relacionados con los 
problemas y las nuevas exclusiones 
asociadas a la Züri City Card. Tam-
bién rastreo la pregunta por qué as-
pectos de la Züri City Card sugerida 
se pueden considerar éxitos de una 
práctica política solidaria y con qué 
argumentos. Además, reconstruyo 
qué prácticas de solidaridad concre-
ta ya existían en la ciudad antes de 
2015, cuáles han entrado en el pro-
yecto Züri City Card y cuáles no.
Los resultados se basan en una re-
visión de la literatura, mi propia ex-

periencia como actora en los proce-
sos sociales, políticos y culturales 
que rodean la ciudadanía urbana 
en Suiza, así como en entrevistas 
exploratorias con cinco personas 
expertas de la política, la ciencia 
y la sociedad civil que estuvieron 
o están involucradas en los deba-
tes de la Züri City Card. Entre estas 
se cuentan: Ezgi Akyol, miembro 
del consejo municipal de Zúrich en 
la lista alternativa y miembro de la 
junta del grupo de trabajo Züri City 
Card; Kijan Espahangizi, historia-
dor, coorganizador de las iniciativas 
«Congreso de migrantes y personas 
con un trasfondo de migración», así 
como «Todos somos Zúrich» y co-
fundador y copresidente del Insti-
tut Neue Schweiz (INES); Christof 
Meier, director de la promoción de 
la integración en la ciudad de Zúrich; 
Peter Nideröst, abogado y miembro 
de la junta del grupo de trabajo Züri 
City Card y Bea Schwager, directora 
del punto de contacto de Sans Pa-
piers Zürich y miembro de la junta 
del grupo de trabajo Züri City Card.2

1 GLOBAL CITY ZURICH

Solo alrededor de 430 000 personas 
viven en Zúrich. Sin embargo, la ciu-
dad se considera una ciudad global 
porque es el centro financiero ex-
traterritorial más grande del mundo 
(Hitz et al., 1995). Zúrich genera el 
11% del producto interno bruto de 
Suiza. Todos los años se recaudan 
2500 millones de francos suizos 
(2,22 millones de euros) en impues-
tos. De cada franco de impuestos 

pagado, entre el 30% y el 40% per-
manece en la ciudad. En compara-
ción, en Múnich, por ejemplo, solo 
es el 10%. Al mismo tiempo, en las 
cuentas bancarias suizas hay acti-
vos de origen nacional y especial-
mente internacional por un monto 

2  Realicé todas las entrevistas en diciembre de 2018. 
En este punto me gustaría expresar mi agradecimiento 
a los antes mencionados por las discusiones intensi-
vas y productivas.
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de entre 5000 y 7000 billones de 
francos suizos (véase Bruto 2018).
Puede decirse entonces que Zúrich 
es claramente una ciudad muy in-
ternacional. Mientras que, por un 
lado, en el centro de la ciudad, en los 
servidores de los grandes bancos, 
miles de millones de francos suizos 
cambian de manos todos los días y 
los expatriados bien calificados (tra-
bajadoras y trabajadores que viven 
en Suiza temporalmente y se des-
empeñan en sectores mayormente 
bien remunerados) viven y trabajan 
en las torres de vidrio y cemento del 
oeste de la ciudad o en los opulen-
tos edificios antiguos cerca del lago; 
por otro lado, mujeres portuguesas 
sin permisos de residencia válidos 
cuidan a sus hijos. A estos niños les 
gustan los spaghetti pomodoro y a 
sus padres el espresso en los cafés 
con vista a la calle. Este es el resul-
tado de la «mediterranización» del 
país debida a la generación italia-
na de trabajadoras y trabajadores 
extranjeros. En Suiza, ya en 1946 
comenzaba el reclutamiento por 
temporadas de mujeres jóvenes de 
Italia. Entre los distintos enredos co-
loniales de Suiza, este modelo de 
trabajo extranjero, cuyo elemento 
central era el «estatus de residencia 
de temporada» (véase Holenstein et 
al., 2018), se conoce como «colo-
nialismo sin colonias» (Purtschert et 
al., 2013) y es una de las bases de la 
prosperidad del país, que todavía da 
forma a la sociedad actual. 
Hoy, Zúrich se centra en el concepto 
de la creative city (ciudad creativa). 
Este concepto supone que el output 
creativo conduce a la innovación y 

es un factor importante en el creci-
miento económico de una ciudad. 
La innovación creativa debería tener 
lugar principalmente en industrias 
intensivas de conocimiento, donde 
trabajan sobre todo personas bien 
formadas y de las que se espera que 
tengan un pensamiento indepen-
diente, como aquellas que se dedi-
can a las ciencias, el arte, el derecho, 
la gerencia empresarial, la mano de 
obra calificada o la medicina (Flo-
rida 2002). En el ranking Mercer de 
las ciudades con la mejor calidad de 
vida, Zúrich ocupa el segundo lugar 
desde hace varios años.3 En conse-
cuencia, la ciudad usa la «innovación 
y el cosmopolitismo» como indica-
dores de éxito de su política regional 
(véase Mauch 2017). Las grandes 
corporaciones consideran que la ciu-
dad es muy atractiva para sus em-
pleados. Los factores más importan-
tes para esto son la oferta cultural y 
educativa, una buena infraestructu-
ra para el cuidado de niños fuera del 
hogar y una sensación de estabilidad 
y seguridad. Y, de hecho, muchos in-
migrantes jóvenes y bien educados 
viven en Zúrich. Cada quinto habi-
tante de la ciudad tiene entre 30 y 39 
años: tienen trabajo pero no tienen 
voto.4

Zúrich en efecto tiene una historia 
de cambio social que también se ca-
racteriza por desarrollos duraderos 
e influenciados por las personas mi-

3  Véase https://mobilityexchange.mercer.com/Insi-
ghts/quality-of-living-rankings.  4  Véase también el 
proyecto Stadt der Zukunft – ZRH3039 der Abteilung 
Stadtentwicklung der Stadt Zürich, disponible en: www.
stadt-zuerich.ch/prd/de/index/stadtentwicklung/stadt-
der-zukunft/zrh3039.html.

https://mobilityexchange.mercer.com/Insights/quality-of-living-rankings
https://mobilityexchange.mercer.com/Insights/quality-of-living-rankings
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grantes. La reestructuración y la cri-
sis del petróleo en la década de 1970 
cambiaron el carácter industrial de 
la ciudad. Alrededor de 60 000 per-
sonas perdieron su trabajo en ese 
momento. Así, la población de Zú-
rich decreció hasta mediados de los 
años ochenta.5 Muchas fábricas de-
jaron de operar, mientras en el cen-
tro de la ciudad el sector de servicios 
y el financiero empezaron a prospe-
rar, atrayendo a trabajadoras y tra-
bajadores altamente calificados de 
otras partes de Suiza y del extranje-
ro. Aquellas personas y sus descen-
dientes influyeron decisivamente en 
la sociedad suiza y en muchas lu-
chas sociales.
En la década de 1980, los movimien-
tos sociales como «Züri brännt» co-
menzaron a ocupar las tierras y edifi-
cios vacíos, mientras que iniciativas 
de la sociedad civil influidas por mi-
grantes como la Mitenand-Initiati-

ve diseñaron una entrada democrá-
tica y participativa a la sociedad de 
inmigración y abrieron el camino a 
una apertura de integración política 
(Espahangizi 2018). En 1994, un go-
bierno de coalición rojo-verde6 llegó 
por primera vez al ayuntamiento de 
Zúrich, y todavía tiene una mayo-
ría estable. Algunos actores de los 
movimientos sociales de los años 
ochenta antes mencionados ahora 
están involucrados en la política 
local de Zúrich. Estos incluyen, por 
ejemplo, al concejal Richard Wolff 
de la lista alternativa, un partido de 
izquierda relevante en Zúrich. Wolff 
es geógrafo, sociólogo urbano y co-
fundador de la red de investigación 
urbana INURA (Hitz et al. 1995). 
Wolff fue presidente de la policía 
de la ciudad de Zúrich entre 2013 y 
2018, por lo cual jugó un papel im-
portante en los procesos de nego-
ciación de la Züri City Card.

2 ¿ZÚRICH CIUDAD SOLIDARIA?

En el nivel europeo oficial, Zúrich 
es miembro de la red Solidarity Ci-
ties de la iniciativa Eurocities, una 
coalición de gobiernos de las prin-
cipales ciudades europeas fundada 
en 2016 en el contexto de la llama-
da crisis de refugiados. Entre otras 
cosas, exigen a la Comisión de la 
UE mayores presupuestos para pro-
yectos de infraestructura e integra-
ción en aquellas ciudades a donde 
efectivamente llegan o donde viven 
la mayoría de las personas refugia-
das.7 A nivel de las iniciativas de la 
sociedad civil y las organizaciones 

de base, hace muchos años existen 
en Zúrich prácticas concretas de so-
lidaridad. Con respecto a las perso-
nas sans papiers, estos incluyen en 
particular el «Sans Papiers Anlaufs-
telle Zürich» (SPAZ), el Colectivo Sin 
Papeles y la organización Meditri-
na. El SPAZ existe desde 2005 y es 
un servicio profesional de asesoría 

5  Véase www.stadt-zuerich.ch/prd/de/index/statistik/
themen/bevoelkerung/bevoelkerungsentwicklung/bi-
sherige-bevoelkerungsentwicklung.html.  6  Los co-
lores corresponden al Partido Socialista y el Partido 
Ecologista suizos, respectivamente.  7  Véase https://
solidaritycities.eu.

http://www.stadt-zuerich.ch/prd/de/index/statistik/themen/bevoelkerung/bevoelkerungsentwicklung/bisherige-bevoelkerungsentwicklung.html
http://www.stadt-zuerich.ch/prd/de/index/statistik/themen/bevoelkerung/bevoelkerungsentwicklung/bisherige-bevoelkerungsentwicklung.html
http://www.stadt-zuerich.ch/prd/de/index/statistik/themen/bevoelkerung/bevoelkerungsentwicklung/bisherige-bevoelkerungsentwicklung.html
https://solidaritycities.eu
https://solidaritycities.eu
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social y legal, operado por la socie-
dad civil y financiado por donacio-
nes privadas. SPAZ también es el 
representante legal de Sans Papiers 
frente a las autoridades. El Colecti-
vo Sin Papeles fue fundado en 2003. 
Los activistas del Colectivo, de la 
mano de SPAZ y la Misión Católica 
de habla hispana en Zúrich, ofrecen 
servicios de información y asesoría 
a personas sans papiers. Meditrina 
es un centro de asistencia médica 
especializado en las necesidades de 
personas sans papiers, con una red 
de pediatras, ginecólogos y psicote-
rapeutas.
En Zúrich, las organizaciones cívi-
cas mencionadas consiguieron va-
rias formas de que las personas sans 
papiers pudieran reclamar sus de-
rechos fundamentales. En primer 
lugar, esto incluye el derecho de los 
niños a asistir a la escuela. Actual-
mente es posible para las personas 
sans papiers acceder a formación 
técnica, si se cumplen ciertas con-
diciones. También se puede presen-
tar una solicitud para una Härtefa-
llkommission (Comisión para casos 
extremos). Algunas empresas loca-
les, por ejemplo, las empresas de 
transporte público, han mostrado 
disposición para asegurarle a Sans 
Papiers puestos a aprendices hasta 
que se haya presentado su solici-
tud para casos extremos (entrevista 
con Bea Schwager, 17/12/2018). En 
caso de que los sans papiers requie-
ran una visita al médico o una esta-
día en el hospital, el servicio social 
del hospital se comunica con SPAZ, 
que luego puede, de forma retroac-
tiva, contratar para la persona un se-

guro médico con descuentos en las 
primas. De esta manera, tal como es 
habitual para las personas sin segu-
ro médico, no es necesario enviar 
un mensaje a la Oficina de Bienestar 
Social del cantón. El SPAZ también 
permite a las personas sans papiers 
registrarse en la seguridad social y 
pagar las contribuciones respec-
tivas. Desde la introducción de la 
«Ley contra el trabajo en negro» las 
y los sans papiers deberían estar pro-
tegidos frente a denuncias cuando 
haya inspecciones en su lugar de 
trabajo. Sin embargo, muchos ins-
pectores no se adhieren a esto y 
contactan a la policía de todas for-
mas.
Por definición, las personas sans pa-
piers son las más afectadas por la 
falta de protección y derechos en el 
área de seguridad de residencia. Por 
eso las personas sin permiso de resi-
dencia viven, con razón, con miedo 
constante a los controles policiales. 
Por lo tanto, Zúrich no es una ciudad 
santuario en el sentido norteameri-
cano, en que las autoridades de la 
ciudad se niegan a cooperar con las 
autoridades federales para identifi-
car, procesar y encarcelar a las per-
sonas sans papiers, protegiendo así 
a las personas «ilegales» de las de-
portaciones. Peter Nideröst, aboga-
do y miembro de la junta del grupo 
de trabajo Züri City Card, considera 
que las prácticas de solidaridad «his-
tóricas» de iniciativas como el SPAZ 
son muy importantes. Pero Nideröst 
también dice que la seguridad de re-
sidencia aquí es insuficiente, una si-
tuación que podría mejorarse con la 
Züri City Card:
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En el pasado hubo medidas de protección para los refugiados [...] 
motivadas en parte por la iglesia y en parte políticamente. Pero para 
Sans Papiers el camino siempre ha sido la exigencia de una amnis-
tía generosa, es decir la legalización, o una [...] regulación caso por 
caso, estructurada de manera sencilla y relativamente generosa, a 
través de un permiso de residencia humanitario. Por increíble que 
parezca, el mayor éxito político a nivel nacional de Sans Papiers, 
este movimiento de larga data, es que los jóvenes sans papiers pue-
den hacer una práctica vocacional. En realidad muy poca cosa, ¿o 
no? Y eso ha llevado a muchas agencias de Sans Papiers y movi-
mientos sociales a probar formas locales, urbanas e informales de 
mejorar la vida de los sans papiers: acceso a la salud, a educación 
y a derechos sociales. Yo diría que en Zúrich, gracias al trabajo del 
punto de contacto Sans Papiers [SPAZ], esto se ha hecho realmente 
bien, no solo porque el punto de contacto ha hecho un buen traba-
jo, sino también porque las autoridades de la ciudad son realmente 
cooperativas. [...] Pero el mayor problema, la mejora de la seguridad 
de residencia, solo lo enfrentamos fuera de los acuerdos informa-
les. Se necesita algo que esté basado en el derecho. La Züri City 
Card no es el objetivo final, pero sí es un paso importante (entrevista 
con Peter Nideröst, 14/12/2018).

3 CIUDADANÍA URBANA Y CIUDAD SANTUARIO

En Zúrich, las noticias de Nueva 
York, donde la Tarjeta de Identifi-
cación de la Ciudad de Nueva York 
(NYC-ID) fue introducida por ley en 
noviembre de 2014, restringiendo 
aún más la cooperación de la ciu-
dad con las autoridades naciona-
les de inmigración, atrajo una gran 
atención. No solo Bea Schwager, 
directora del punto de contacto de 
Zúrich Sans Papiers SPAZ, sino tam-
bién otras personas propusieron 
una City Card similar para Zúrich 
(véase la entrevista con Bea Schwa-
ger 17/12/2018).
A mediados de 2015, en mi cargo 
de ese momento como directora del 
Shedhalle Zúrich, un centro de arte 

contemporáneo y crítico, una vez 
más sometí a la discusión pública la 
idea de la City Card para una nueva 
práctica política en el manejo de la 
migración a nivel local (véase Mo-
rawek 2015).8 Desde mediados de 
2014 habíamos estado planeando 
un proyecto en el Shedhalle titula-
do Die ganze Welt in Zürich (Todo el 
Mundo en Zúrich), que debería abor-
dar el déficit democrático suizo. Este 
proyecto debería tener un impacto 
directo en los procesos de formula-
ción de políticas de acuerdo con la 
democratización y la extensión de 
los derechos para todos. El grupo 

8  Véase https://archiv.shedhall¡e.ch/institution/.

https://archiv.shedhalle.ch/institution/
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de trabajo establecido en el marco 
del proyecto trabajó con el concep-
to de «ciudadanía urbana» (cf. Gar-
cía 2006). Estaban incluidos subpro-
yectos que abordaban los aspectos 
políticos, legales, culturales y repre-
sentativos de la citizenship/citoyen-
neté, así como aquellos que trata-
ban los procesos de formulación de 
políticas y el poder de negociación 
de movimientos sociales a nivel de 
la ciudad, es decir, a nivel munici-
pal. En febrero de 2015 tuvo lugar 
en Berna, la capital, el «Congreso 
nacional de migrantes y personas 
con un trasfondo de migración». 
El congreso fue apoyado principal-
mente por Unia, el sindicato suizo 
más grande, así como por las orga-
nizaciones de migrantes Second@s 

Plus y Colonie Libere Italiane y algu-
nos actores privados. El objetivo era 
formular una protesta desde la pers-
pectiva de las personas migrantes 
frente a la iniciativa popular federal 
contra la inmigración masiva, que 
había sido sometida a votación por 
el Partido Popular Suizo el año ante-
rior, y profundizarla con demandas 
de democratización a nivel fede-
ral.9 El historiador Kijan Espahangi-
zi, quien contribuyó en se momen-
to con la organización del congreso 
y luego fue uno de los fundadores 
de la iniciativa urbana Wir alle sind 
Zürich (Todos Somos Zúrich), le atri-
buye al congreso de 2015 una gran 
importancia en la apertura del de-
bate sobre migración, democratiza-
ción y ciudadanía urbana:

La idea era abrir una nueva plataforma que intentara salir de la ló-
gica de las políticas de integración de los años 90 y 2000, así como 
de la llamada política migratoria. Se podía sentir que este formato 
simplemente ya no era adecuado. Los espacios que se han ganado 
en nombre de la integración están ahí, pero aún no había un lengua-
je, ni las herramientas para dar el siguiente paso, a saber: dejar a 
un lado el discurso de la integración para hablar de democracia. Es 
decir, el paso a otro registro de comunicación política. También para 
mostrar que en el registro anterior ya no se puede avanzar más (en-
trevista con Kijan Espahangizi, 4/12/2018).

La iniciativa Wir alle sind Zürich, que 
surgió del Congreso nacional de mi-
grantes y personas con un trasfon-
do de migración, continuó exigien-
do la democratización y organizó un 
congreso de seguimiento en Zúrich 
en la primavera de 2016, que está 
estrechamente relacionado con el 
proyecto del Shedhalle, Die ganze 
Welt in Zürich, al que asistieron 
más de 550 personas de alrededor 

de 30 organizaciones. Desde 2017, 
el grupo de trabajo Züri City Card, 
que surgió del proyecto Die ganze 
Welt in Zürich, es una asociación in-
dependiente que está en constante 
diálogo con quienes toman las de-
cisiones políticas. La junta de la aso-
ciación, que lanzó una petición para 

9  Véase www.unia.ch/de/aktuell/events/detai-
l/a/10528/.

http://www.unia.ch/de/aktuell/events/detail/a/10528/
http://www.unia.ch/de/aktuell/events/detail/a/10528/
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la implementación de la City Card 
en Zúrich en julio de 2018, contra-
ta a personas que han sido sans pa-
piers, así como a abogadas y abo-
gados, actores de la sociedad civil 
y parlamentarios. En una encuesta 
entre los candidatos a las eleccio-
nes municipales en marzo de 2018, 
el 80% de las y los políticos contes-
taron «Sí» o «Más bien sí» a la pre-
gunta «¿Debería la Ciudad de Zúrich 
emitir una tarjeta de identidad de la 
ciudad (City ID), que podría identifi-
car a los sans papiers dentro del área 
de la ciudad?».10

Después de numerosas conversa-
ciones de cabildeo entre la AG Züri 
City Card y quienes toman las deci-
siones en cargos políticos e institu-
ciones públicas, en julio de 2018 se 
presentó una moción para presentar 
la Züri City Card en el consejo muni-
cipal de Zúrich. Con una moción, un 
miembro del parlamento pide que 
el gobierno redacte una enmienda, 
resolución o medida legislativa de 
conformidad con la ley federal, can-
tonal o municipal. Si el parlamento 
lo aprueba, esta decisión es vincu-
lante. La moción fue aceptada en el 
consejo municipal y en octubre de 
2018 se presentó la petición antes 
mencionada con más de 8400 fir-
mas a la alcaldesa Corine Mauch. El 
31 de octubre de 2018, el Consejo 
municipal de Zúrich finalmente de-
cidió introducir la City Card para Zú-
rich. La implementación política es 
responsabilidad del ayuntamiento, 
que ahora tiene hasta 2022 para tra-
bajar en ello.11

Además de la iniciativa Todos 
somos Zúrich, se creó una iniciativa 

similar con el nombre Todos somos 
Berna que, entre otras cosas, pro-
puso una City Card para la capital 
suiza. Esta propuesta fue adoptada 
por actores políticos municipales 
e incluida en el Plan de integración 
2018-2021 de Berna y, por lo tanto, 
en la agenda política de la ciudad.12 
De todas formas la implementación 
aún está pendiente en Berna. En el 
contexto de los debates sobre la Züri 
City Card la ciudad de Zúrich encar-
gó dos informes jurídicos: uno abor-
da la cuestión del acceso a la justicia 
para los sans papiers y los controles 
policiales (véase Kiener/Breitenbü-
cher 2018). El segundo, cuya pu-
blicación aún está pendiente, debe 
examinar la compatibilidad de la 
City Card con la ley cantonal y na-
cional.
El informe a propósito del acceso a 
la justicia y la policía señala, en pri-
mer lugar, que la «exclusión de facto 
de la protección legal» está «en ten-
sión con los deberes del Estado que 
resultan de los derechos funda-
mentales y humanos, y que obligan 
a todas las autoridades y actores 
que llevan a cabo tareas estatales» 
(ibíd.). El informe también explora el 
margen legal con respecto al respe-
to de los derechos fundamentales 
de las y los sans sapiers, por ejem-

10  Cuestionario de elecciones municipales de Zúrich 
del 4/3/2018, disponible en: smartvote.ch/18_st_zue-
rich_leg/questionnaire.  11  Zürcher Gemeinderat will 
mit Züri City Card Stadtausweis für alle, 3/10/2018, dis-
ponible en: https://www.toponline.ch/news/zuerich/
detail/news/zuercher-gemeinderat-will-mit-zueri-ci-
ty-card-stadtausweis-fuer-alle-0098741/.  12  Schwer-
punkteplan Integration Stadt Bern, disponible en: www.
bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/
kompetenzzentrum-integration/fachbereich-informa-
tion-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/
schwerpunkte-plan-2018-2021.

http://www.bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/kompetenzzentrum-integration/fachbereich-information-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/schwerpunkte-plan-2018-2021
http://www.bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/kompetenzzentrum-integration/fachbereich-information-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/schwerpunkte-plan-2018-2021
http://www.bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/kompetenzzentrum-integration/fachbereich-information-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/schwerpunkte-plan-2018-2021
http://www.bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/kompetenzzentrum-integration/fachbereich-information-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/schwerpunkte-plan-2018-2021
http://www.bern.ch/politik-und-verwaltung/stadtverwaltung/bss/kompetenzzentrum-integration/fachbereich-information-und-vernetzung/leitbild-zur-integrationspolitik/schwerpunkte-plan-2018-2021
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plo en lo que se refiere a los contro-
les de documentos de identidad. 
Presentar una City Card, sostiene 
el informe, básicamente no es justa 
causa de sospecha inicial de una es-
tadía irregular y, por lo tanto, no ge-
nera obligaciones de investigación 
y divulgación, por lo que el uso de 
la City Card entre la población debe-
ría ser generalizado. Sin embargo, 
no debería conducir a que se frustre 
la aplicación de la legislación de ex-
tranjería (ibíd.).
Esta conclusión puede interpretar-
se de manera diferente según dis-
tintas comprensiones del derecho. 
Todavía la justa causa de sospecha 
inicial depende del parecer subjeti-
vo de las y los policías en cuestión. 
La policía de la ciudad de Zúrich, por 
ejemplo, usa una aplicación inter-
na para registrar los motivos de una 
inspección. Un análisis mostró que 
una de las principales razones para 
una inspección es el factor «aparien-
cia», una señal de que la «caracteri-
zación racial», es decir, el control de 
las personas debido a su apariencia, 

está incorporado en la práctica po-
licial (véase la entrevista con Ezgi 
Akyol, 3/12/2018). Esto tampoco lo 
cambiará la City Card, si la práctica 
policial de la «caracterización racial» 
persiste.
Sin embargo, Bea Schwager, di-
rectora de la SPAZ y miembro de la 
junta de Züri City Card S.A., ve me-
joras decisivas en lo que se refiere a 
garantizar un estatus de residencia 
más seguro y mejor acceso a la jus-
ticia para los y las sans papiers a tra-
vés de la City Card. En otras áreas, 
continúa Schwager, la City Card 
puede servir para simplificar los pro-
cedimientos. Para ella, la Züri City 
Card no contradice la ley nacional, 
sino que es una «prueba legal sufi-
ciente» de que se reside en Zúrich. 
Así, aunque la City Card no crea una 
situación social más justa, actúa 
como un «antibiótico» contra situa-
ciones de privación de derechos, 
en el caso de la no garantía de los 
derechos fundamentales (véase 
la entrevista con Bea Schwager, 
17/12/2018).

4 LUCHAS EN TORNO A LA CITY CARD: ¿DERECHOS 
HUMANOS VERSUS DEMOCRATIZACIÓN?

La idea de una tarjeta de identidad 
municipal, que debe otorgarse inde-
pendientemente del estatus legal de 
residencia de una persona, ha gene-
rado repetidamente una gran res-
puesta en la opinión pública, tanto 
en los medios de comunicación 
como en la política de Suiza. Tan 
solo entre el lanzamiento del pro-
yecto en 2015 y la publicación de 

este estudio se publicaron al menos 
27 informes en medios suizos sobre 
el tema de la Züri City Card.13 En el 
proceso de institucionalización inci-
piente, los debates en torno a la Züri 
City Card se redujeron a cuestiones 
técnicas y legales de implementa-
ción, mientras que las cuestiones 

13  Véase www.zuericitycard.ch/news.

http://www.zuericitycard.ch/news
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sociopolíticas más amplias sobre la 
«ciudadanía urbana», es decir, as-
pectos de una democratización ge-
neral de una vida urbana para todos, 
introducidas inicialmente por los ac-
tores políticos del movimiento, pa-
saron a un segundo plano.
El movimiento por la Züri City Card 
se fue separando gradualmente, por 
un lado, en actores políticos de mo-
vimiento que también quieren ex-
pandir y democratizar la ciudadanía 
urbana; y, por otro lado, en actores 
institucionales que ven la City Card 
como un intento de intervenir en el 
vacío legal en favor de un grupo es-
pecífico de migrantes: las personas 
sans papiers. La última visión de la 
City Card está más en línea con el 

modelo de las ciudades santuario 
norteamericanas, que se centra en 
garantizar un estatus de residencia 
más seguro a las personas que no 
tienen un permiso de residencia. El 
legado de los movimientos de mi-
grantes en Suiza, que había hecho 
un trabajo preliminar crucial para la 
Züri City Card, finalmente ha sido 
dejado de lado cada vez más, a la 
par del avance de una postura polí-
tica anti-inmigrante a nivel nacional. 
Hasta el momento, los esfuerzos po-
líticos en favor de la ciudadanía ur-
bana no se han renovado ni reacti-
vado en los debates parlamentarios 
sobre la Züri City Card. Kijan Espa-
hangizi sostiene la siguiente tesis al 
respecto: 

Primero, el activismo se alimenta de recursos limitados porque 
[estos activismos] no son remunerados, porque son precarios, por-
que solo pueden sostenerse con una tremenda motivación indivi-
dual. Para minimizar este riesgo existe una tendencia —seguramen-
te no solo en Suiza—, a decir que estamos haciendo proyectos lo 
más concretos posible, con un grupo de víctimas claramente de-
finido, con una encrucijada en la regulación claramente definida, 
donde se pueda cambiar algo. Ciertamente, ciertos valores domi-
nantes en la cultura política de Suiza también juegan un papel aquí, 
donde los cambios supuestamente grandes no son bienvenidos [...] 
Y luego están los proyectos sobre ciudadanía urbana en Suiza, en 
particular la Züri City Card, que siguen una corriente que se ha vuel-
to evidente en Suiza desde hace algún tiempo. El trabajo se ha mo-
vido cada vez más al nivel municipal en las últimas décadas. La ini-
ciativa Mitenand, que se movilizó en la década de 1970 y se votó 
en 1981, fue el último gran proyecto que trató de cambiar las cosas 
de manera más fundamental. Desde entonces, por buenas razo-
nes, todas las iniciativas se volvieron locales. El sistema escolar, por 
ejemplo, solo puede abordarse a nivel municipal. Así que, por la na-
turaleza del asunto, había razones para hacerlo así, pero luego se 
tomó el rumbo del derecho municipal al voto, de la política escolar a 
nivel municipal y cantonal, también en la promoción cultural. (entre-
vista con Kijan Espahangizi, 4/12/2018).
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Otra razón para reducir el concepto 
de «ciudadanía urbana» a una City 
Card, que se centra principalmen-
te en garantizar un estatus de resi-
dencia más seguro, podría estar en 
la comprensión que muchos acto-
res tienen de Suiza como un lugar 

de protección humanitaria. Las ra-
zones humanitarias y el respeto por 
los derechos humanos son el míni-
mo común denominador en relación 
con la City Card, dice Peter Nideröst, 
del Consejo de Administración de 
Züri City Card S.A.:

Sospecho que el discurso político de la City Card está fuertemen-
te relacionado con el discurso de los derechos humanos. El viento 
en el debate sobre los derechos humanos ha cambiado, y no solo 
en la izquierda política, donde quizá ya estaba algo debilitado, sino 
también en las posturas de centro. Por ejemplo, el FDP [de centro 
derecha] y el CVP [cristiano-democrático] han señalado que en este 
tema necesitan perfilarse mejor frente al SVP [nacionalista de dere-
cha], porque de lo contrario la derecha los desbancará desde afuera. 
Si esta tesis es correcta y la City Card se vincula a un fortalecimiento 
de los derechos humanos, esto podría explicarse por los balances 
de mayorías. Pues en este contexto solo hay malos argumentos en 
contra de la City Card (entrevista con Peter Nideröst, 14/12/2018).

Christof Meier, jefe de la oficina de 
promoción de la integración de la 
ciudad de Zúrich, hace énfasis en 
que las razones para la aprobación 

de la Züri City Card son sobre todo 
que tiene carácter de proyecto y 
está orientado a una solución:

Aquí en Zúrich una idea general sobre la convivencia social se ha 
centrado, entre otras cosas, en el tema de las personas sans pa-
piers. Este tema resultó adecuado porque es concreto, son perso-
nas concretas con historias concretas, tiene que ver con los de-
rechos humanos, hay un enfoque del problema y hay una idea de 
cómo resolverlo que para muchos es plausible a primera vista. Ade-
más, existe una mayoría verde de izquierda, que ahora también dis-
pone de mayorías para hacer los avances correspondientes (entre-
vista con Christof Meier, 18/12/2018),

Kijan Espahangizi es de la misma 
opinión, e incorpora esta declara-
ción en una tesis sobre el desplaza-

miento de realidades históricas en 
favor de la imaginación de la propia 
capacidad de acción:

Se hubieran podido aprovechar muchas lecciones y experiencias 
importantes de la iniciativa Mitenand, por ejemplo, o también las ex-
periencias de las luchas por el derecho al voto municipal de las per-
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sonas inmigrantes, que poco antes habían fracasado en Zúrich. Tal 
vez haya que volver a las décadas de 1960 y 1970, cuando mucho 
tenía que ver con el nivel internacional. Se olvida que los momentos 
relevantes en los que algo ha cambiado a nivel local y nacional siem-
pre han estado relacionados con el nivel internacional, ya sea el su-
fragio femenino, la introducción del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos o la doble ciudadanía en la década de 1990. Todo esto fue 
posible solo porque se abrieron ventanas de oportunidad, porque 
de otro modo ya no seriamos competitivos, por ejemplo en un mer-
cado laboral de la UE. Siempre son estos tres momentos en los que 
algo se entrelaza, lo local, lo nacional y lo internacional, y en los que 
entonces se logra hacer algo. Pero el conocimiento de estos engra-
najes no está arraigado. En cambio, hay una tendencia a entrar en 
lo microconcreto. Y eso es exactamente lo que sucedió (entrevista 
con Kijan Espahangizi del 4/12/2018). 

Además, en lo que respecta a la ciu-
dadanía urbana hay algunos pun-
tos poco claros, enfatiza Ezgi Akyol, 

miembro del consejo y presidente 
de Züri City Card S.A.: 

A algunas preguntas abiertas y contradicciones aún no le hemos 
dado una respuesta combativa, por ejemplo, sobre varios aspec-
tos legales. Hubiera sido importante que hiciéramos una consulta 
sobre el texto de la moción y lo apoyáramos ampliamente. En reali-
dad, el tema de la ciudadanía urbana estaría predestinado a conec-
tar diferentes luchas, como la vivienda, el trabajo, etc. Pero en este 
momento todo está bajo el título del proyecto Sans Papiers (entre-
vista con Ezgi Akyol, 3/12/2018).

5 CONCLUSIÓN Y PERSPECTIVAS

La primera fase de las campañas 
para una tarjeta de identidad mu-
nicipal (City Card) en Zúrich estuvo 
influenciada sobre todo por actores 
políticos de los movimientos. Los 
debates se centraron en torno a la 
ciudadanía urbana, es decir, cues-
tiones de justicia social y democra-
tización. Luego se cristalizaron di-
ferentes aproximaciones: en primer 
lugar, el enfoque orientado a la solu-

ción, que considera la Züri City Card 
principalmente como un instrumen-
to para garantizar un estatus de re-
sidencia más seguro a las personas 
sans papiers y, en particular, es el en-
foque que sostiene la Züri City Card 
S.A.. Al segundo enfoque lo llamo el 
transformativo. Fue presentado por 
iniciativas políticas del movimiento 
como Todos Somos Zúrich y apun-
ta a un proyecto de democratización 
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social más integral. Junto a estas, 
hay una tercera aproximación de in-
tegración política por parte del go-
bierno y la administración de la ciu-
dad de Zúrich, que tiene una postura 
bastante crítica hacia la City Card en 
vista de las dificultades de imple-
mentación existentes.
Entre estas posiciones se moverán 
en los próximos años los procesos 
de negociación para vivir en común 
en una ciudad de inmigración como 
Zúrich. Hasta ahora, quienes co-
menzaron con esto han hecho poco 
uso del potencial de la «Urban Citi-
zenship» como proyecto de demo-
cratización. Merecería la pena echar 
un vistazo más de cerca a la ciuda-
danía urbana y preguntar: ¿Qué tipo 
de proyecto de democratización 
debe comenzar en cada nivel de la 
relación entre la ciudad, el cantón y 
el país para obtener resultados?
Aunque Zúrich se perciba como 
«ciudad creativa» y considere la in-
novación como el motor más impor-
tante del desarrollo urbano, no hay 
motivación para volverse la única 
ciudad en Suiza o incluso en Euro-
pa con la etiqueta de la «Urban Ci-
tizenship». Pues dondequiera que 
la ciudad de Zúrich vea la oportu-
nidad de gestar y tomar decisiones 
financieras autónomamente que 
le permitan avanzar en dirección a 
convertirse en una ciudad solidaria, 
la aprovecha. Pero si tiene que im-
poner la ciudadanía urbana contra 
la resistencia a nivel cantonal, por 
ejemplo, no lo hace.
Consecuentemente, la resolución 
del consejo municipal de finales de 
2018, es decir, el statu quo alcan-

zado hasta ahora en relación con la 
Züri City Card, es evaluada de ma-
nera diferente por los distintos ac-
tores participantes. Peter Nideröst, 
miembro de la junta del grupo de 
trabajo Züri City Card, espera que 
la tarjeta de identidad municipal re-
dirija todo el discurso migratorio 
hacia la cuestión del «derecho a los 
derechos» para todas las personas, 
especialmente para quienes ya tie-
nen una residencia segura, pero en 
realidad no pueden aprovechar al 
máximo sus derechos. Él ve los es-
fuerzos por introducir la City Card, 
en los que se usan descripciones 
del día a día para ilustrar sus de-
mandas, como un modelo para los 
movimientos emancipatorios que 
intentan cambiar las condiciones 
«desde abajo». Nideröst también 
calcula que, una vez implementada, 
la City Card se mostrará como una 
respuesta apropiada para esa reali-
dad concreta y su valor será eviden-
te (véase la entrevista con Peter Ni-
deröst, 14/12/2018). 
La mayoría de los miembros de Züri 
City Card S.A. generalmente consi-
deran que la resolución del ayunta-
miento de 2018 fue un éxito, pero 
también ven los desafíos asociados. 
La organización espera de la tarje-
ta de identidad municipal una me-
joría en las garantías de un estatus 
de residencia más seguro. La pro-
tección contra las expulsiones (de-
portaciones) es el núcleo de sus re-
clamos. Por lo tanto, la organización 
está orientada principalmente por el 
modelo norteamericano de las ciu-
dades santuario. Sin embargo, este 
enfoque también es problemático, 
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porque la interpretación legal no es 
clara y el diseño concreto de la City 
Card es objeto de un debate político 

que todavía está pendiente, como 
explica el abogado Peter Nideröst, 
miembro de la organización:

La pregunta por la congruencia entre la City Card y la legislación ge-
neral es una pregunta jurídica. Sobre eso escribí un comentario en 
un estudio previo, con lo que al menos lo teníamos en la mira. He 
tratado en detalle la situación jurídica y, en mi opinión, no existe tal 
contradicción. Sobre esto puede tenerse una opinión distinta, pero 
hasta ahora nadie me ha rebatido. Y la otra cosa es que tiene que de-
cirse hasta qué punto la tarjeta de identidad abre otras puertas, ade-
más de la protección en caso de un control policial. Esto es parte del 
debate político. Frente a la pregunta por cuáles derechos y obliga-
ciones le están asociados, no podemos anticiparnos a él. Esto debe 
ser negociado democráticamente. Desde luego tenemos el objeti-
vo de que otros derechos sociales, incluidos los derechos políticos, 
estén asociados a la tarjeta, pero no podemos prometerlo. Pero la 
protección frente a la policía, esa sí es indispensable (ibíd.).

El comisionado de integración de 
la ciudad, Christof Meier, por otro 
lado, enumera una serie de dificulta-
des relacionadas con el tema central 

de la protección de la residencia que 
han caracterizado el proceso hasta 
ahora: 

Todo está enfocado en esta City Card, y realmente no sabemos to-
davía a quién podría beneficiar de algún modo. No ayuda contra 
la caracterización racial, ni contra la discriminación cotidiana. Por 
el momento, está tan cargada con la promesa de «seguridad» que 
suscita expectativas que no son realistas. Estoy convencido de que 
muchas personas sans papiers no correrán ese riesgo. [...] En Nueva 
York, se estima que alrededor del 50% de los usuarios [de la City-ID] 
son sans papiers. En Zúrich, que no es una ciudad santuario y no 
puede serlo debido a la situación jurídica actual, esto significaría 
que uno de cada dos titulares de la tarjeta sería sans papiers. Esto no 
crea seguridad, sino más bien es justa causa para una sospecha ini-
cial para un control policial. Algo así como 30 000 o 40 000 tarjetas 
tendrían que estar en circulación en la ciudad y ser utilizadas activa-
mente en los controles policiales antes de que pudieran entregarse 
a personas sans papiers (entrevista con Christof Meier, 18/12/2018).

Esta evaluación también correspon-
de a la de un estudio comparativo 
de los movimientos de ciudadanía 

urbana en Berna y Zúrich (Brunner 
2017): 
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Así, la Constitución Federal [...] establece que la autonomía muni-
cipal está garantizada de acuerdo con la ley cantonal. Debido a la 
legislación cantonal, esta autonomía es diferente en las ciudades 
de Berna y Zúrich y plantea dificultades particulares para hacer rea-
lidad las demandas concretas de los movimientos. Un ejemplo de 
esto es la implementación de la City Card, que tiene mayores opor-
tunidades en Zúrich que en la ciudad de Berna debido a las reglas de 
jurisdicción territorial de la policía. La razón de esto es que en Zúrich 
la policía de la ciudad es responsable de la unidad administrativa de 
la ciudad y debe implementar la práctica legal correspondiente. En 
la ciudad de Berna la situación es más compleja, ya que la policía 
del cantón es responsable del área urbana y, por lo tanto, tendría 
que implementar una práctica legal diferente a la del cantón en la 
ciudad.

La autora también se refiere a las 
críticas de García (2006) sobre el 
concepto de «ciudadanía urbana». 
García argumenta que los reclamos 
(legales) que son resultado de las 
prácticas locales de ciudadanía rara 
vez se pueden resolver a nivel muni-
cipal sin el consentimiento de otras 
entidades territoriales (cf. Brunner 
2017).
Mi propósito era destacar a partir de 
qué puntos y consideraciones la se-
paración descrita desembocaba en 
una actitud pragmática, transforma-
dora y de integración política. En re-
trospectiva, es evidente que esta se-
paración no es muy productiva para 
dar forma a una ciudad más demo-
crática para todas las personas. En 
los próximos dos años es de espe-
rar que las disputas locales sobre los 
resultados del segundo dictamen 
judicial, así como las propuestas 
concretas para implementar la City 
Card, se vean influenciadas del lado 
del ayuntamiento por las contradic-
ciones descritas. No está claro si los 
conflictos que rodearon a la Züri City 

Card se desarrollarán en los próxi-
mos años ni cómo lo harán. Sin em-
bargo, lo que sí es seguro es que la 
realidad de la inmigración en la ciu-
dad continuará desarrollándose.
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1  INTRODUCCIÓN

Desde 2015, Barcelona se ha con-
vertido en una ciudad líder en solida-
ridad. En la primavera de aquel año, 
Barcelona en Comú, una plataforma 
electoral nacida de los movimientos 
sociales, ganó las elecciones munici-
pales de la ciudad con un programa 
que incluía el cierre del Centro de In-
ternamiento de Extranjeros (CIE). En 
septiembre de ese mismo año, la al-
caldesa Ada Colau tomó la iniciativa e 
hizo una famosa declaración en nom-
bre de las ciudades que apoyaban a 
las personas refugiadas: «Nosotras, 
las ciudades de Europa» (Colau/Hi-
dalgo/Galinos 2016). La carta, fir-
mada conjuntamente por las y los 
alcaldes de París, Lesbos y varias ciu-
dades españolas, atrajo rápidamente 
la atención en todo el mundo y sirvió 
de catalizador para una movilización 
de la sociedad civil en Barcelona en 
torno a iniciativas de solidaridad. 
El caso de Barcelona es especial 
porque se ha convertido en un es-
pacio de experimentación en el que 
se ha puesto a prueba la «política de 

acogida». Sin embargo, la presencia 
de una fuerte voluntad social y po-
lítica para actuar con solidaridad no 
ha eliminado las contradicciones a 
las que se enfrentan las y los activis-
tas y concejales de Ciudad Solidaria 
en otros ámbitos. Por ejemplo: ¿Por 
qué el Gobierno de la ciudad, que 
quería cerrar el centro de detención, 
se ha visto presionado para actuar 
contra los inmigrantes que practi-
can la venta ambulante? 
Por lo tanto, estudiar el papel de Bar-
celona como ciudad solidaria es im-
portante no solo por sus iniciativas 
institucionales y políticas municipa-
les, sino también como ejemplo de 
los retos a los que se enfrenta la po-
lítica de solidaridad. Este estudio de 
caso se centra en los conflictos que 
rodean el significado y el alcance del 
término «solidaridad», así como en 
las consideraciones tácticas y estra-
tégicas que moldean, limitan e ins-
piran políticas y prácticas concretas 
de solidaridad. El estudio se basa en 
cinco entrevistas realizadas a finales 
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de 2018 con altos funcionarios del 
Ayuntamiento de Barcelona, acti-
vistas de Barcelona en Comú y del 
movimiento por los derechos de las 

personas migrantes, así como en 
una investigación de acción partici-
pativa realizada en los mismos con-
textos entre 2015 y 2016.1

2 CONTEXTO Y DESAFÍOS 

Barcelona tiene una larga historia 
de solidaridad, desde las coopera-
tivas de trabajadores y los sindica-
tos anarquistas y comunistas de los 
años 30, pasando por la resistencia 
al franquismo, hasta el auge de los 
movimientos sociales, las coopera-
tivas y las asociaciones de vecinos 
de la última década. El movimiento 
en España contra la guerra de Irak 
a principios de la década de 2000 
también es digno de mención, ya 
que contribuyó en gran medida a li-
mitar el espacio para la islamofobia 
en la nación ibérica. 
Mientras que los republicanos es-
pañoles tienen una historia viva de 
exilio, la llegada de personas refu-
giadas y migrantes es, en cambio, 
relativamente reciente y a menudo 
motivo de controversia. Durante si-
glos, España fue un país de emigra-
ción de colonos en la época colonial 
y postcolonial, y el siglo XX se carac-
terizó por grandes migraciones in-
ternas. Sin embargo, el país no tuvo 
que hacer frente a una inmigración 
a gran escala procedente del extran-
jero hasta alrededor del año 2000, y 
hasta 2015 pocas personas refugia-
das buscaban asilo en el país: a prin-
cipios de la década de 1990, solo el 
1% de la población había nacido en 
el extranjero, cifra que ascendería a 
un 12,2% para el año 2010. En Bar-

celona, una ciudad grande y relati-
vamente rica, la cifra actual es del 
doble, con un 26,6%, y un 18,5% 
de habitantes que no tiene ciuda-
danía española. Los inmigrantes 
proceden en su mayoría de Europa 
(35,6%), América Latina (32,5%) y 
Asia (24,9%), y solo el 6,9% procede 
de África (Ayuntamiento de Barcelo-
na 2018a).
En estas cifras encontramos un gran 
número de historias personales y 
travesías: entre 300 000 y 400 000, 
dependiendo de las estimaciones 
sobre cuántos habitantes permane-
cen indocumentados. Pero la políti-
ca explícita, y en particular institu-
cional, de solidaridad y acogida de 
personas refugiadas solo se basa 
en una fracción de esas historias, 
a saber, las de los recién llegados, 
especialmente las y los solicitantes 
de asilo y los y las inmigrantes ile-
gales. Esto obedece a razones po-
líticas e institucionales. Antes de 
2015, el tema de la inmigración es-
taba en gran medida despolitizado 
debido a un amplio consenso políti-
co en el ayuntamiento en cuanto a 
considerar la inmigración como una 
cuestión administrativa con sus di-
mensiones laborales, culturales y 

1  El autor agradece a Manuela Zechner su inestimable 
ayuda en este artículo.
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humanitarias. La mayoría de los in-
migrantes de Barcelona procedían 
de América Latina o de los países 
de la UE; en resumen, muchos de 
ellos hablaban español o ya tenían 
un tipo de permiso de trabajo y en-
contraban trabajo fácilmente en la 
floreciente economía de la década 
de 2000. Mientras tanto, el Estado 
mantuvo tasas muy altas de rechazo 
en los procesos de asilo, y solían de-
negarse más del 70% de las solicitu-
des (Sanahuja 2017). 
Durante los años anteriores a la cri-
sis, la capacidad municipal de aco-
gida e integración se ajustó más o 
menos al número de llegadas. Para 
evitar una respuesta xenófoba al au-
mento de la inmigración, el ayun-
tamiento puso en marcha a princi-
pios de la década de 2000 una red 
de lucha contra los rumores, los pre-
juicios y los estereotipos denomina-
da Xarxa Antirumors. Este progra-
ma forma a «agentes antirrumores» 
para disipar rumores y conceptos 
erróneos sobre la migración en ba-
rrios y escuelas, y varias ciudades 
de toda España y el mundo han co-
piado este modelo (Antirrumores 
2019; Cities of Migration 2018).
En muchos aspectos, el sistema ac-
tual es igual que antes de 2015. Los 
programas estatales proporcionan 
a los y las solicitantes de asilo aloja-
miento y una prestación económica 
durante los primeros seis meses del 
proceso (hasta nueve meses para 
las personas consideradas altamen-
te vulnerables). Antes y después de 
este periodo, la ciudad proporciona 
alojamiento y apoyo financiero, así 
como asistencia jurídica. Las per-

sonas inmigrantes que puedan de-
mostrar su residencia en Barcelona 
(por ejemplo, con facturas de servi-
cios públicos o contratos de alqui-
ler a su nombre) pueden inscribirse 
en el padrón, independientemente 
de su situación de residencia y ciu-
dadanía en España. De este modo, 
acceden a los servicios sociales mu-
nicipales en igualdad de condicio-
nes que los residentes de larga dura-
ción, al menos en teoría. De hecho, 
hay muchos casos de personas que 
no tienen acceso a sus derechos, a 
veces debido a la falta de informa-
ción y a la discriminación. Otra polí-
tica heredada es un proceso en dos 
fases, que opera en todos los niveles 
de gobierno y que consiste en una 
primera fase de acogida seguida de 
una segunda fase de autonomía, 
concebida en términos de integra-
ción en el mercado laboral y de la vi-
vienda.
Antes de la crisis económica, las 
políticas de solidaridad eran en su 
mayoría competencia de los mo-
vimientos sociales y de las ONG, o 
de movimientos clandestinos en 
los que las personas migrantes se 
organizaban a través de redes fa-
miliares y sociales. Cuando la crisis 
estalló y muchos perdieron sus em-
pleos, estas redes se hicieron cada 
vez más importantes, no solo para 
las personas migrantes sino tam-
bién para millones de ciudadanas 
y ciudadanos españoles. La vivien-
da se convirtió en un tema urgente 
para todos, independientemente de 
su procedencia. Las personas inmi-
grantes de origen africano fundaron 
la Cal África en una antigua zona in-
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dustrial en 2011, que se convirtió 
en un importante espacio de ayuda 
mutua y convivencia para cientos 
de personas, la mayoría de las cua-
les subsistían recolectando chatarra 
de metal (Geddis 2013). El número 
de personas latinoamericanas en 
Barcelona se redujo en 50 000 entre 
2009 y 2016, ya que muchas perdie-
ron sus empleos y, por tanto, no pu-
dieron seguir pagando sus alquile-
res e hipotecas. Muchas personas, 
sobre todo las familias con hijos fir-
memente arraigados en Barcelona, 
se involucraron en la Plataforma de 
Afectados por la Hipoteca (PAH). 
Una de las fundadoras de este mo-
vimiento fue Ada Colau.
El 15 de mayo de 2011, inspiradas 
por la Primavera Árabe, cientos de 
miles de personas ocuparon plazas 
de todo el Estado español en protes-
ta contra la austeridad y a favor de la 
«democracia real». Las personas mi-
grantes también desempeñaron un 
papel destacado en este movimien-
to, y la relevancia de su lucha au-
mentó a medida que se desarrolla-
ban los acontecimientos. Una de las 
iniciativas explícitas de solidaridad 
migratoria fue la campaña contra 
los centros de detención, Tanquem 
els CIEs, que comenzó en enero de 
2012 tras la muerte de Idrissa Diallo 
en el centro de detención de Barce-
lona. En 2013, el Espacio del Inmi-
grante, de inspiración zapatista, se 
instaló en un piso turístico ilegal ocu-
pado en el barrio del Raval, que se 
convirtió en un importante espacio 
de asambleas para la autoorganiza-
ción de las personas migrantes, re-
uniendo a personas de la ahora des-

alojada casa ocupada de Cal África y 
a un creciente número de migrantes 
irregulares que sobreviven trabajan-
do como vendedores ambulantes, 
los llamados «manteros». La idea 
fundamental del espacio era una crí-
tica radical a la reducida capacidad 
de acción política de las y los ciuda-
danos no españoles. Un antiguo par-
ticipante del Espacio mencionó un 
eslogan que expresa muy bien esto: 
«[El migrante es] un sujeto de la polí-
tica y un sujeto político, no un objeto 
de la política pública.»
Cuando el nuevo partido minorita-
rio, nacido del movimiento social, 
asumió la alcaldía en 2015, la migra-
ción se convirtió en un tema clave 
de la política urbana de Barcelona. 
Aunque la ciudad nunca se convir-
tió en un destino o punto de tránsito 
importante, la cuestión de las perso-
nas refugiadas y migrantes, con las 
dos categorías estrictamente sepa-
radas en el discurso público, adqui-
rió una importancia extraordinaria. 
Los dos temas centrales fueron, por 
un lado, la no llegada de personas 
refugiadas sirias a Barcelona y, por 
otro, la cuestión del pequeño pero 
muy visible número de las y los ven-
dedores ambulantes ilegales, la ma-
yoría de los cuales son inmigrantes 
subsaharianos sin documentos.2 

2  El investigador activista del Espacio del Inmigrante 
entrevistado para este estudio de caso estimó que el 
número de manteros estaba entre 300 y 400. Mientras 
tanto, los medios de comunicación han sugerido que el 
número aumentó durante la legislatura de Colau de 400 
en 2014 a 600 en 2016 (López y Sust, 2016). Basándo-
me en mi propia impresión al moverme por las calles de 
Barcelona regularmente, esta última cifra parece exa-
gerada. La población total registrada de africanos occi-
dentales en Barcelona en 2018 era de 3794: un 1,26% 
de la población migrante de la ciudad. (Ayuntamiento 
de Barcelona 2018a).
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En muchos aspectos, los dos fenó-
menos surgieron y se desarrollaron 
de manera opuesta. La politización 
del derecho de asilo y la acogida 
municipal, debido a que no llega-
ban personas refugiadas a Barcelo-
na, fue producto de la voluntad del 
nuevo ayuntamiento de movilizar-
se social e institucionalmente con-
tra la negativa del Gobierno central 
a recibir a personas refugiadas. El 
ayuntamiento respondió a una fuer-
te oleada de solidaridad por parte 
de la población desarrollando estra-
tegias para cuestionar las políticas 
del Estado y la legitimidad del go-
bierno del PP, así como el cierre de 
fronteras a nivel de la UE. Por otro 
lado, los medios de comunicación 
de la derecha y los de difusión ma-
siva exageraron las reivindicacio-

nes de los y las vendedoras ambu-
lantes en un intento de socavar al 
ayuntamiento por ser «demasiado 
tolerante» con los «inmigrantes ile-
gales que ocupan el espacio público 
para vender artículos de imitación 
ilegales». Mientras que la práctica 
y la represión de la venta ambulan-
te en la ciudad se remonta a por lo 
menos un siglo, un Gobierno vincu-
lado a los movimientos populares y 
amigable con la migración era algo 
nuevo y, en consecuencia, un blan-
co fácil. Aquí, Barcelona en Comú 
(BComú) intentó ocupar una posi-
ción imposible entre las demandas 
del movimiento por los derechos de 
las personas refugiadas y un con-
cierto de medios de comunicación 
y opositores políticos que exigían la 
ley y el orden.

3 BARCELONA EN COMÚ

Para entender el debate público 
sobre la migración en Barcelona, 
que ha dado forma a su imagen 
como una ciudad solidaria, tene-
mos que considerar el desarrollo de 
BComú. La postura de la organiza-
ción sobre la política migratoria fue 
desarrollada mediante un proceso 
participativo, conformado por per-
sonas con conocimiento y expe-
riencia: ciudadanas y ciudadanos 
comunes, activistas, investigado-
res e investigadoras, trabajadoras y 
trabajadores municipales y de ONG, 
muchos de ellos migrantes de Eu-
ropa o América Latina, algunos de 
origen norafricano y del sur de Asia. 
En las conversaciones con las y los 

participantes del grupo de trabajo 
de la campaña de 2015, surgió una 
tensión entre un enfoque centrado 
en políticas concretas y un replan-
teamiento político más amplio de 
la cuestión de la migración. Uno de 
los entrevistados, un investigador 
que ha trabajado en el ayuntamien-
to, describió un proceso abierto y 
a menudo difícil que solo gradual-
mente logró desarrollar políticas 
concretas y viables mediante el aná-
lisis del funcionamiento del ayunta-
miento en el campo de la migración, 
con sus retos y sus errores. Otro, un 
investigador activista que había co-
laborado con las y los trabajadores 
de la chatarra y el Espacio del Inmi-
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grante, habló de su incomodidad 
con el planteamiento de la migra-
ción como un asunto individual, y 
de sus intentos de ajustar el discur-
so a las demandas del movimiento 
por los derechos de las personas 
migrantes. Un aspecto central de 
este esfuerzo fue, como él me dijo, 
«la consideración básica de las per-
sonas migrantes como sujetos polí-
ticos y personas con capacidad de 
acción en lugar de como un objeto 
o una población que se debe gestio-
nar», así como la universalización de 
las reivindicaciones («para todos») y 
la atención a las reivindicaciones an-
ticarcelarias y antirracistas en con-
creto.
El documento final del grupo de tra-
bajo sobre migración habla de tra-
bajar por la inclusión social —en 
especial facilitando el proceso de 
empadronamiento (registro en las 
instituciones municipales) y el acce-
so a la atención sanitaria— y de lu-
char por mecanismos de inclusión 
en la educación, en la vivienda y en 
el centro de detención (Barcelona en 
Comú 2015a). El programa electoral 
general de 2015 refleja las preocu-
paciones de ambos entrevistados. 
El programa contiene una serie de 
propuestas concretas, algunas plan-
teadas como aspectos de las de-
mandas universales, otras muy es-
pecíficas (por ejemplo, el cierre del 
centro de detención) y, por último, 
otras se refieren a lo que la ciudad 
puede hacer para respetar y alentar 
a la capacidad de acción política de 
las personas migrantes (Barcelona 
en Comú 2015b). Esto demuestra 
el poder de la elaboración participa-

tiva de políticas como un proceso 
de producción colectivo de conoci-
miento y pensamiento político a par-
tir de las experiencias y conocimien-
tos de sus participantes. La tensión 
entre las políticas públicas y la polí-
tica radical había resultado producti-
va, al menos en el plano discursivo. 
Durante la campaña electoral muni-
cipal de 2015, BComú también im-
pulsó una campaña para informar a 
los inmigrantes sobre su derecho a 
votar en las elecciones municipales.
Desde el comienzo de su manda-
to, BComú logró desafiar dos prin-
cipios que habían regido el consen-
so entre los distintos partidos sobre 
la acogida de personas refugiadas y 
el asilo en el ayuntamiento. En lugar 
de apostar por un humanitarismo li-
beral despolitizado, se propusieron 
politizar el asunto de la migración, 
basándose en el discurso y las de-
mandas desarrolladas desde movi-
mientos sociales y ONG progresis-
tas en ese ámbito. Partiendo de esta 
premisa, BComú acabó con un se-
gundo supuesto, a saber, que la ciu-
dad debía simplemente gestionar 
las cuestiones relacionadas con las 
personas refugiadas y la migración 
dentro de sus competencias sin di-
sentir públicamente de las políticas 
del Gobierno central. Por ejemplo, 
la ciudad ayudó a concienciar de las 
injusticias a las que se enfrentaban 
las personas en el centro de deten-
ción, incluso si a fin de cuentas no 
conseguía cerrarlo.
Cuando comenzó el verano de la mi-
gración poco después de la toma de 
posesión de Ada Colau como alcal-
desa, no sorprendió que Barcelo-
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na asumiera un papel de liderazgo 
entre las ciudades europeas al exigir 
una ruptura con las crueles y mor-
tíferas políticas fronterizas de la UE 
y de los Gobiernos nacionales. Tam-
poco sorprende que la nueva políti-
ca migratoria del ayuntamiento haya 
causado revuelo entre la derecha y 
los medios de comunicación domi-
nantes. En los últimos años, estas 

dos luchas opuestas por la legiti-
midad y la justicia han eclipsado en 
gran medida los esfuerzos cotidia-
nos de la ciudad por aumentar su 
capacidad de acogida ante el gran 
crecimiento anual de las solicitu-
des de asilo. Además, la primera ha 
hecho de Barcelona una ciudad líder 
en solidaridad, mientras que la se-
gunda ha manchado su reputación.

4 CIUTAT REFUGI

En el verano de 2015, cuando del 
movimiento de refugiados cobraba 
cada vez más importancia y drama-
tismo, los movimientos sociales y 
las organizaciones de Barcelona co-
menzaron a prepararse. En el área 
metropolitana de Barcelona se crea-
ron nuevas organizaciones, como 
la plataforma ciudadana del movi-
miento por los derechos de las per-
sonas refugiadas y migrantes Stop 
Mare Mortum y la ONG de rescate 
marítimo Proactiva Open Arms. Ada 
Colau envió una carta al presidente 
Mariano Rajoy anunciando que Bar-

celona se transformaría en una ciu-
dad de refugio (Colau, 2015). En un 
día, se recibieron más de 1000 men-
sajes con ofertas de ayuda en la re-
cién inaugurada dirección de correo 
electrónico de la ciudad, Ciutat Re-
fugi. El 12 de septiembre de 2015, 
Barcelona se unió a las protestas eu-
ropeas #europesayswelcome, y el 
15 de septiembre Ada Colau publi-
có una carta junto con las y los al-
caldes de Lesbos y París que fue fir-
mada conjuntamente por muchas 
alcaldesas y alcaldes españoles, en 
la que se afirmaba lo siguiente:

«Las ciudades europeas estamos preparadas para convertirnos en 
lugares de acogida. Nosotras, ciudades de Europa, queremos dar 
la bienvenida a los refugiados y a las refugiadas. Los estados son 
quienes otorgan el estatuto de asilo, pero las ciudades son las que 
brindan cobijo. [...] disponemos de espacio, servicios y, lo que es 
más importante, la voluntad ciudadana para hacerlo. [...] Solo falta 
la ayuda de los estados.» (Colau/Hidalgo/Galinos 2015) 

A medida que la ciudad tomaba 
una postura de bienvenida, cada 
vez más ciudadanas y ciudadanos 
ofrecían su ayuda en el esfuerzo de 
acogida. Pero fueron muy pocas las 

personas refugiadas que en efec-
to llegaron. Lejos de los puntos de 
conflicto de Oriente Medio y toda-
vía con una alta tasa de desempleo 
y una grave crisis de vivienda y aus-
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teridad, España no era un destino 
atractivo. Lo que es peor, el Gobier-
no español no estaba cumpliendo 
sus compromisos de recibir a perso-
nas refugiadas de Italia y Grecia en 
el marco del Plan Europeo de Rea-
signación: en octubre de 2016, un 
año después de la entrada en vigor 
del plan, España solo había recibido 
a 481 de las 17 680 personas refu-
giadas que se había comprometido 
a acoger (Suanzes 2016). Con la lle-
gada de tan pocas personas refugia-
das de Siria, era preciso reorientar la 
disposición social y municipal para 
recibirlas. El ayuntamiento comenzó 
a desarrollar estrategias para desa-
fiar el bloqueo del Estado español, y 
los movimientos sociales, las ONG 
y los grupos de vecindarios orga-
nizados recientemente, como Ba-
rris Refugi, empezaron a dedicarse 
al trabajo solidario en el extranjero, 
especialmente en Grecia. En todo el 
Estado español, otras ciudades go-
bernadas por plataformas ciudada-
nas progresistas tomaron medidas 
similares, a menudo inspiradas por 
Barcelona. 
La Dirección de Justicia Global y 
Cooperación Internacional del ayun-
tamiento comenzó a investigar otras 
posibilidades para ayudar a las per-
sonas refugiadas en Grecia e Italia 
a llegar a Barcelona, entre ellas la 
idea de fletar un barco, que pron-
to fue descartada porque el puerto 
de Barcelona es territorio estatal y 
la ciudad no podía garantizar la se-
guridad de las personas a bordo. Se 
examinaron otras opciones, como el 
apoyo a los visados humanitarios y 
la cooperación entre ciudades como 

Atenas, Lesbos y Melilla (Comas/
Hansen/Salvini/Zechner 2016). Esto 
dio lugar a un acuerdo intermunici-
pal con Atenas en marzo de 2016, 
según el cual Barcelona recibiría a 
100 persona refugiadas de la capi-
tal griega (La Vanguardia, 2016). En 
este se afirmaba que, al descuidar 
sus propios compromisos en ma-
teria de derechos humanos, el Es-
tado central estaba haciendo cul-
pables a todos los y las ciudadanas 
españolas; si el Estado descuidaba 
su responsabilidad, la ciudad tenía 
que actuar contra esta incrimina-
ción colectiva. Además, el acuerdo 
negaba contundentemente las afir-
maciones del Gobierno central de 
que España no tenía capacidad para 
recibir personas refugiadas. No obs-
tante, el presidente Rajoy rechazó 
la oferta ateniéndose a la prerroga-
tiva del Gobierno central en todas 
las cuestiones de política de asilo 
y fronteras. Aunque no tuvo éxito 
en la práctica, el acuerdo con Ate-
nas dejó claro que el incumplimien-
to por parte de España del Progra-
ma de Reubicación de la UE era una 
cuestión de bloqueo deliberado. El 
acuerdo fue una poderosa reivindi-
cación de la política municipalista, 
según la cual las ciudades tienen de-
recho a reclamar el poder y las com-
petencias del Estado cuando este 
descuida sus responsabilidades. 
Además, Barcelona se ha involucra-
do en varias redes de ciudades. Des-
empeñó un papel fundamental en 
la iniciativa para establecer una red 
de Ciudades Refugio españolas, a la 
que pronto se afiliaron 25 ciudades, 
y la red europea de Ciudades Soli-
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darias dentro de la red más amplia 
de EUROCITIES. Según el respon-
sable del programa Ciutat Refugi, 
Ignasi Calbó, ambas redes facilitan 
importantes intercambios técnicos 
y visitas, siendo EUROCITIES una 
red más emprendedora y podero-
sa, especialmente en términos de 
cabildeo. Las redes de ciudades y el 
acuerdo bilateral con Atenas reafir-
man la importancia de la diplomacia 
intermunicipal, yendo más allá de la 
lógica jerárquica de nación-Estado 
que reduce las relaciones interna-
cionales entre organismos públicos 
a las interacciones entre los Estados 
centrales y sus Gobiernos locales.
Para el pequeño equipo de la ofici-
na Ciutat Refugi del Ayuntamiento 
de Barcelona, el trabajo de acogi-
da de las personas recién llegadas 
ha sido abrumador. Pues, aunque 
hayan llegado pocas personas de 
Siria, el número de solicitudes de 
asilo en Barcelona ha crecido enor-
memente en los últimos años y ex-
cede con mucho la financiación. El 
número de llegadas atendidas por el 
Servicio de Atención a Inmigrantes, 
Emigrantes y Refugiadas (SAIER), el 
principal servicio de atención a per-
sonas inmigrantes y refugiadas de 
Barcelona, aumentó considerable-
mente entre 2012 y 2018: de unos 
300 a 7500 (Ayuntamiento de Bar-
celona 2016; 2018d). La mayoría de 
estas personas proceden de Vene-
zuela, Ucrania y Georgia. El número 
de solicitudes de asilo ha aumenta-
do drásticamente los plazos de tra-
mitación, y la mayoría de las solici-
tudes han sido denegadas. En cifras 
absolutas, y en comparación con las 

ciudades de Italia y Grecia, el núme-
ro de llegadas es moderado pero, 
como el Estado español no les ha 
dedicado los recursos necesarios, 
representan una carga significativa 
para las infraestructuras municipa-
les, responsables de la acogida y la 
integración. Además, el número de 
migrantes que cruzan el estrecho de 
Gibraltar se ha multiplicado casi diez 
veces desde 2015 (ACNUR 2019; 
Alarm Phone 2018).
En general, el sistema de asilo del 
Estado español es muy disfuncio-
nal. Combina una extrema centrali-
zación de la planificación y la regu-
lación con una descentralización 
extrema de la implementación lle-
vada a cabo por las ONG, las orga-
nizaciones de beneficencia y las au-
toridades locales, sin ningún tipo de 
coordinación ni canales estables de 
información. El Gobierno central no 
avisa por adelantado a las ciudades 
cuando se dispone a enviarles per-
sonas refugiadas. Al mismo tiempo, 
las altas tasas de rechazo se tradu-
cen en una perpetua fuente de po-
breza, falta de vivienda e irregulari-
dad, y con ello formas de exclusión 
y sobreexplotación que alimentan la 
xenofobia, el racismo y el clasismo. 
Para hacer frente a estos problemas, 
la ciudad ha puesto en marcha una 
serie de iniciativas, de las cuales 
aquí solo podemos mencionar algu-
nas.
El programa municipal Nausica, 
que comenzó en abril de 2016, ofre-
ce una serie de servicios a las per-
sonas solicitantes o receptoras de 
asilo que están excluidas del limita-
do sistema estatal de acogida e inte-
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gración, incluida la ayuda integrada 
en materia de vivienda, asistencia 
legal, formación laboral y enseñan-
za de idiomas (Barcelona Ciutat Re-
fugi 2018). El programa se desa-
rrolló con la participación de varias 
ONG, grupos cívicos y organismos 
municipales. Una amplia evalua-
ción independiente (Ayuntamiento 
de Barcelona 2018b) demostró que 
el programa había logrado desarro-
llar la autonomía social y económi-
ca de las personas participantes, 
así como su conocimiento del cas-
tellano. El enfoque integrado signi-
fica que las personas participantes 
son vistas como personas integrales 
con necesidades interrelacionadas, 
lo que también permite a las dife-
rentes organizaciones municipales 
y ONG involucradas en el programa 
coordinar sus esfuerzos. El énfasis 
del programa en la autonomía so-
cial muestra un cambio importante 
de una concepción puramente eco-
nómica de la autonomía a una apre-
ciación de la importancia de la par-
ticipación en actividades grupales y 
comunitarias, de las redes de amis-
tad y la capacidad de acceder a los 
recursos de la ciudad (atención sani-
taria, bibliotecas, centros comunita-
rios, etc.) sin asistencia profesional. 
Sin embargo, el programa aún no 
cuenta con financiación suficiente 
y solo puede ayudar a una pequeña 
parte de los necesitados. 
Desde 2017, el «documento de ve-
cindad» puede ayudar a las personas 
en situación irregular a demostrar su 
nivel de pertenencia e integración 
en Barcelona. Esto puede utilizarse 
como prueba en casos de detención 

y deportación, y puede ser tenido en 
cuenta por los jueces y tribunales 
que toman decisiones sobre tales 
asuntos. Basándose en entrevistas 
con profesionales de la Dirección 
de Atención y Acogida a Inmigran-
tes del ayuntamiento, la ciudad cer-
tifica este documento que acredita 
la pertenencia de la persona a la ciu-
dad (Equipo Jurídico 2019; Ayun-
tamiento de Barcelona 2018c). Sin 
embargo, aunque tiene la legitimi-
dad de la municipalidad, el docu-
mento no es legalmente válido para 
el Estado, por lo que si las autorida-
des de inmigración lo aceptan o no 
sigue estando a su discreción (Es-
bert-Pérez 2017). Además, varias 
exposiciones financiadas con fon-
dos públicos en instituciones cultu-
rales municipales y espacios públi-
cos han llamado la atención sobre 
la difícil situación de los inmigran-
tes; un ejemplo es el listado de las  
35 597 muertes documentadas en el 
Mediterráneo expuesto en un largo 
corredor de la transitada estación de 
metro Passeig de Gràcia. 
Barcelona se ha convertido así en 
una ciudad de refugio, aunque su 
impacto simbólico sea menos es-
pectacular que cuando se inició esta 
campaña. Gloria Rendón, directora 
de SAIER y del programa Nausica, 
resumió el desarrollo en estos térmi-
nos: «Cuando se creó el plan “Bar-
celona, ciudad refugio” el impacto 
en la ciudad era más mediático que 
real. Ahora tenemos un impacto real 
pero menos mediático»  (Barcelona 
Ciutat Refugi, 2017). Sin embargo, 
el apoyo a las iniciativas sociales y 
cívicas no ha dejado de ser priorita-
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rio. En 2017, Ada Colau apoyó las 
movilizaciones del movimiento so-
cial para la campaña «Casa nostra, 
casa vostra», que culminó con una 
manifestación a la que asistieron 
unas 160 000 personas. Más tarde 
ese mismo año, la ciudad contribu-
yó a las misiones independientes 
de rescate marítimo de ProActiva 
Open Arms y Stop Mare Mortum, 
ofreciendo una financiación de 
100 000 y 60 000 euros respectiva-
mente y prometiendo apoyo político 
a ambas organizaciones. Como Ada 
Colau confirmó: «Si atacan [a estas 
organizaciones], están atacando 
a Barcelona y la ciudad hará lo que 
sea necesario para defender su tra-
bajo» (Espanyol 2018).
Sin duda, este audaz mensaje ha 
sido importante tanto a nivel inter-
nacional como entre los barcelo-
neses. Sin embargo, los recursos y 
las competencias siguen siendo in-
suficientes para que las iniciativas 

concretas de las ciudades sean ver-
daderamente eficaces y universa-
les. Los funcionarios municipales se 
quejan de la falta de apoyo del Esta-
do español y de que los fondos de 
la UE nunca llegan al nivel munici-
pal. Además, el poder de la princi-
pal herramienta de la ciudad para 
proteger a los habitantes indocu-
mentados contra el acoso policial y 
la deportación —el «documento de 
vecindad»— sigue siendo incierto. 
Mientras que los medios de comu-
nicación y la oposición han critica-
do a los dirigentes de la ciudad por 
su insuficiente control policial de los 
inmigrantes, una gran parte del mo-
vimiento migratorio, antirracista y 
decolonial de Barcelona la ha acusa-
do de hipocresía, ya que los grandes 
gestos de solidaridad con las perso-
na refugiadas han disonado con la 
continua represión de las persona 
inmigrantes en las calles de Barce-
lona. 

5 EL SINDICATO POPULAR DE VENDEDORES 
AMBULANTES («MANTEROS») 

Cuando BComú asumió el poder, 
también asumió el control formal de 
la Guardia Urbana. El jefe de policía 
presentó inmediatamente su dimi-
sión, citando las supuestas actitu-
des antipoliciales de BComú (Nava-
rro 2015). A medida que la ciudad 
relajaba el control policial de los 
sectores desfavorecidos, el acoso 
a las y los vendedores ambulantes 
(«manteros») disminuyó y la presen-
cia de estos en el espacio público 
aumentó. Los medios de comunica-

ción se apresuraron a aliarse con la 
asociación de comerciantes, sem-
brando el pánico moral por la venta 
de zapatillas Nike falsas y otros pro-
ductos ilícitos en las calles de Bar-
celona. Con Ada Colau como alcal-
desa, las pequeñas estrategias de 
supervivencia de la gente con es-
casos recursos se convirtieron en 
tema de portada, y surgieron preo-
cupaciones sobre la violación de la 
propiedad intelectual, la competen-
cia desleal, el orden público y la ima-
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gen global de Barcelona. Un titular 
del diario español La Vanguardia se 
quejaba de que las calles congestio-
nadas por las y los vendedores eran 
un peligro para la seguridad públi-
ca (sin embargo, la inmensa multi-
tud de turistas no se consideraba un 
problema). La campaña se desarro-
lló intensamente durante el verano 
de 2015. En agosto, Mor Sylla, un 
mantero, murió tras una caída que 
sufrió durante una redada policial 
en un pueblo de las afueras de Bar-
celona. No se responsabilizó a nin-
gún agente de policía. La muerte 
condujo a manifestaciones (Rovira 
2015).

Fue en este ambiente tenso que las 
y los manteros se reunieron en el Es-
pacio del Inmigrante para formar un 
sindicato, el Sindicato Popular de 
Vendedores Ambulantes. La idea 
del sindicato había surgido en con-
versaciones con las y los activistas 
de ese espacio. Los y las manteras 
y su sindicato pronto recibieron el 
apoyo de una nueva iniciativa, Tras 
la Manta, formada por veteranos del 
movimiento 15M y la lucha contra 
el centro de detención. Uno de los 
participantes en el Espacio del Inmi-
grante describió los efectos políti-
cos de la formación del sindicato en 
los siguientes términos:

«En el sentido exacto, ellos [los manteros] siempre fueron actores 
políticos y la autoorganización era inherente al tipo de antagonismo 
que practican de todos modos, en redes de ayuda mutua y solidari-
dad para sobrevivir día a día en un régimen que criminaliza su propia 
existencia. Sin embargo, aquí fue donde se convirtieron en actores 
políticos públicos, a través del sindicato» (Entrevista realizada por 
el autor).

El Sindicato Popular de Vendedores 
Ambulantes se formó para contra-
rrestar los rumores y estereotipos 
racistas que se atribuían a su traba-
jo, y para negociar con las autorida-
des locales y la policía. Su principal 
mensaje era «la supervivencia no es 
un crimen», y exigían que la dignidad 
humana estuviera por encima de los 
derechos de propiedad intelectual. 
Pronto, el sindicato empezó a orga-
nizar «mercadillos rebeldes» con el 
apoyo de Tras la Manta y Espacio del 
Inmigrante (Espinosa Zepelda 2017). 
Allí, las y los vendedores ambulan-
tes negros ya no estaban separados 
del resto de la población, lo que difi-

cultaba el control policial. La alianza 
también organizó manifestaciones 
en las que las y los manteros conec-
taron sus luchas con las de otros 
grupos: «Hemos venido aquí porque 
los barcos de arrastre españoles y de 
la UE están barriendo con todos los 
peces de la costa de África Occiden-
tal, privándonos de trabajo y comida. 
Solo estamos tratando de llegar a fin 
de mes como vosotros, y los ricos 
nos han jodido como a vosotros» 
(conversación con un mantero 2017, 
citado de memoria; véase también 
Siberia TV 2015).
Mientras tanto, los ataques a 
BComú por parte de la prensa, la 
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asociación de comerciantes y el sin-
dicato policial se intensificaron. Esta 
estrategia no es en absoluto nueva: 
se utilizó contra el anterior Gobierno 
de izquierdas en 2004, al que se in-
timidó para que aprobara el «código 
de civismo», que criminaliza las for-
mas en que la gente de pocos recur-
sos utiliza el espacio público (beber, 
merodear, vender en la calle, men-
digar, etc.) (Delclos, 2016). En sep-
tiembre de 2015, con el lanzamiento 
de Ciutat Refugi, la oposición (ex-
cepto el partido de izquierdas CUP) 
presentó una moción de censura 
debido a la «ineficacia de Ada Colau 
para tratar con los manteros» (Blan-
char 2015). La respuesta inmediata 
del teniente de alcalde Gerardo Pi-
sarello —en ese momento la única 
persona de color en el ayuntamien-
to— fue severa. Calificó el actuar de 
la oposición como «clasista y racis-
ta» y su crítica como «cínica y de-
magógica», ya que ellos mismos no 
habían sido capaces de resolver el 
problema cuando estaban en el Go-
bierno (ibíd.). Un alboroto en los me-
dios de comunicación pronto obli-
gó a Pisarello a retractarse en todo, 
excepto en la admisión implícita de 
que había un problema. BComú se 
vio obligada a tomar una posición 
defensiva. 
Los intentos de la ciudad de recono-
cer al Sindicato Popular en las con-
versaciones con la policía y las or-
ganizaciones empresariales fueron 
saboteados por los dos últimos, que 
negaron la legitimidad del sindica-
to. A medida que se intensificaban 
los esfuerzos para construir Ciutat 
Refugi, el ayuntamiento comenzó a 

ceder a la presión. Ante el abruma-
dor poder de los medios de comuni-
cación, la oposición y las asociacio-
nes de comerciantes combativos, 
Bcomú recurrió a su propio discur-
so, que había sido diseñado como 
parte de su lucha por establecer la 
hegemonía. Su objetivo era «gober-
nar para todos», no solo para inte-
reses especiales y, como siempre, 
el significado predeterminado de 
«todos» se refiere principalmente a 
la ciudadanía y a las y los votantes. 
El ayuntamiento de la ciudad debía 
mantener un frágil equilibrio. Tal y 
como explicó Pisarello al diario Dia-
gonal, la ciudad seguía apostando 
por «huir del paradigma criminaliza-
dor y policial con el que se aborda 
la venta ambulante y defender que 
las personas que venden en la calle 
son vecinos y vecinas a quienes se 
les han de reconocer derechos bá-
sicos» (Fernández Redondo 2016). 
Sin embargo, el ayuntamiento tam-
bién estaba preocupado por «des-
comprimir el espacio público para 
evitar que los grandes comerciantes 
y los partidos conservadores arras-
tren a los pequeños comerciantes a 
una coalición populista de derechas 
contra los manteros» (ibíd.). Este in-
tento culminó en el verano de 2016 
con una campaña de toda la ciudad 
que abogaba por una cohabitación 
respetuosa y, entre otras cosas, ani-
maba a los turistas y a la población 
local a no comprar los productos de 
las y los manteros. Esto se acompa-
ñó con una mayor vigilancia policial 
de los espacios públicos.
El Sindicato Popular de Vendedores 
Ambulantes señaló que estas medi-
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das criminalizaban y deslegitimaban 
en efecto sus estrategias de super-
vivencia y, por lo tanto, su existen-
cia. La crítica del movimiento anti-
rracista y decolonial fue rotunda y 
estaba llena de sospechas sobre las 
intenciones y el discurso de la ciu-
dad. Ciutat Refugi fue denunciada 
como un ejercicio publicitario vacío 
y como una «hipocresía de mierda». 
En un vídeo en el que se atacaba el 
ayuntamiento, Mohamed, un pa-
lestino sirio, describió Ciutat Refugi 
como una «manera de que las cla-
ses medias se sientan bien, como 
si estuvieran haciendo algo en esta 
crisis», mientras que Daouda, de Se-
negal, dijo que «no entienden lo que 
estamos viviendo, porque no saben, 
no les importa saber» (Alsharqawi/
Almodóvar 2016). Interesado por 
negociar con la ciudad y aprovechar 
las buenas intenciones de Bcomú, 
el Sindicato Popular adoptó un en-
foque menos despectivo. El resul-
tado de estas negociaciones fue la 
formación en 2017 de una coopera-
tiva de manteros, DiomCoop, y de 
lugares para el comercio de mante-
ros en ferias y mercados de la ciu-
dad (López 2017). Sin embargo, la 
cooperativa solo ofrece puestos de 
trabajo a 40 de los 300 o 400 vende-
dores ambulantes, y solo a aquellos 
que tienen acceso a permisos de tra-
bajo, es decir, a quienes no tienen 
antecedentes penales debidos a sus 
medios de supervivencia.
Hoy en día, el comercio calleje-
ro informal persiste en Barcelona. 
Solo está bajo control policial en las 
zonas más concurridas y centrales. 
Las protestas contra la represión y 

la violencia policial continúan, sobre 
todo con la gran manifestación tras 
la muerte de Mame Mbaye en Ma-
drid tras una persecución policial 
(Faye 2018). Las concesiones de 
BComú finalmente no han logrado 
satisfacer a sus oponentes políticos 
y despolitizar así el tema de los man-
teros. Podría decirse que han debili-
tado sus propios esfuerzos por pro-
ducir otro discurso que reconozca el 
asunto de la venta ambulante como 
un problema estructural complejo, y 
que tome en consideración la super-
vivencia, el trabajo y la capacidad de 
acción política de las y los inmigran-
tes ilegales. La situación a la que se 
enfrentan las personas que viven 
con un estatus legal precario e irre-
gular persiste y se hace más difícil 
año tras año, mientras que BComú 
adopta un enfoque centrado en la 
regularización (por ejemplo, coo-
perativas, permisos de trabajo). Sin 
embargo, en el periodo previo a la 
campaña electoral de 2019, la orga-
nización se está centrando cada vez 
más en el control policial del comer-
cio de manteros.3

La derecha sigue utilizando el asun-
to del comercio mantero como una 
herramienta con la que se intenta di-

3  Recientemente, la revista de prensa de Barcelona en 
Comú ha publicado dos artículos sobre el tema. Uno 
de ellos se refiere a las llamadas del comisionado de 
seguridad de la ciudad para que la policía despeje per-
manentemente el comercio en una estación central de 
metro, sin descartar el uso de cargos criminales contra 
manteros por la venta de productos falsificados (Pe-
riódico 2019). Otro titular sugiere que el ayuntamiento 
quiere «erradicar el comercio de la manta de la ciudad» 
(Betevé 2019). Mientras que el titular y la retórica in-
flexible del comisario no representan el discurso y la 
política del partido, la revista generalmente solo inclu-
ye las caracterizaciones y tergiversaciones que se ajus-
tan a sus intereses.
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vidir a quienes habitan en la ciudad 
y azuzar la competencia étnica y la 
desconfianza, socavando así la con-
vivencia urbana, el apoyo a los de-
rechos universales y las condiciones 
de la solidaridad popular y de clase. 
En este sentido, la solidaridad con 

las personas migrantes no es solo 
una cuestión de responsabilidad 
moral hacia las y los habitantes más 
vulnerables de nuestras ciudades, 
sino también una cuestión de nece-
sidad estratégica en todos los nive-
les. 

6 LECCIONES Y SOLUCIONES PARA EL FUTURO

Las experiencias y experimentos de 
Barcelona en Comú indican que las 
ciudades y los partidos progresistas 
pierden terreno cuando se limitan 
a representar el sentido común do-
minante de los y las ciudadanas tal 
y como es —moldeado por los me-
dios de comunicación masivos y por 
los mecanismos de exclusión—, y 
ganan terreno cuando respaldan y 
difunden los movimientos solidarios 
y emancipadores en la sociedad. 
BComú ha logrado más influencia 
cuando se ha sustentado sobre fuer-
zas sociales lo suficientemente fuer-
tes como para reformar subjetivida-
des y transformar el sentido común 
por medio del conocimiento adqui-
rido a través de la discusión política 
y la lucha. 
En la actualidad están ocurriendo 
muchas transformaciones. Barce-
lona sigue experimentando un au-
mento en las llegadas a medida que 
más personas cruzan el estrecho de 
Gibraltar. La extrema derecha es-
pañola tiene ahora una plataforma 
electoral independiente, Vox, y aun-
que es poco probable que el parti-
do gane escaños en Barcelona, las 
elecciones municipales de mayo 
de 2019 seguramente cambiarán la 

dinámica política de la ciudad. Con 
esto en mente, vale la pena echar un 
vistazo a las lecciones aprendidas 
en los últimos años.
Ciutat Refugi, que inicialmente fue 
creada para acoger personas refu-
giadas de Siria, ha ayudado a pocas 
de ellas y no ha obligado al Estado 
a cumplir sus compromisos: para 
octubre de 2018 España solo había 
recibido el 16,7% de las personas 
refugiadas que había prometido 
reubicar en ese año, una parte muy 
pequeña del número de personas 
refugiadas de Siria en Europa, e in-
cluso menos en comparación con el 
número de sirios atrapados en Tur-
quía, Líbano y Jordania (La Vanguar-
dia 2018). Sin embargo, la validez 
de una demanda no puede juzgarse 
únicamente por sus resultados en 
la práctica. El gesto de bienvenida 
contundente y sin reparos del ayun-
tamiento envalentonó a los activis-
tas locales y se sumó a un momento 
de empatía general, que permitió un 
discurso público con mayor alcance 
que el humanitarismo apolítico que 
ha fracasado en su intento por apla-
car los sentimientos antiinmigran-
tes en toda Europa. Más allá de in-
tentar establecer un sentido común 
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de acogida en la ciudad y presionar 
al Estado, Ciutat Refugi debe inter-
pretarse como una campaña a esca-
la europea en contra de un clima de 
miedo y aislamiento. Esta campaña 
desempeñó un papel importante en 
el desarrollo de un contradiscurso a 
escala europea y de nuevas redes de 
solidaridad y colaboración entre dis-
tintos lugares, así como entre dife-
rentes movimientos e instituciones. 
En términos del Gobierno central 
de España, está menos claro qué 
efectos directos tuvo: en muchos 
sentidos, las demandas antirracis-
tas de las ciudades se vieron eclip-
sadas por la batalla independentis-
ta catalana (Hansen 2017). A nivel 
local, donde las cuestiones relativas 
al asilo y la vida de las personas mi-
grantes se hacen más concretas e 
inmediatas, la situación es compli-
cada y difícil. Sin embargo, debido 
al movimiento por los derechos de 
los inmigrantes y a la Ciutat Refugi, 
así como a las experiencias genera-
les de solidaridad propias de la vida 
vecinal, cooperativa y asociativa en 
Barcelona, el espacio para las reac-
ciones xenófobas es relativamente 
más pequeño que el de las ciudades 
que se caracterizan por la compe-
tencia y la desconfianza. Esto tam-
bién se vio reflejado en la respuesta, 
en gran medida pacífica y no islamó-
foba, a los atentados de Barcelona 
de agosto de 2017.
El poder simbólico de Barcelona 
como ciudad de refugio es muy 
grande, pero precario. El lanzamien-
to y el alcance internacional de Ciu-
tat Refugi muestran que las ciuda-
des también pueden asumir con 

éxito luchas ideológicas más am-
plias por los derechos humanos y la 
solidaridad de las personas refugia-
das, incluso en cuestiones que van 
más allá de sus competencias ofi-
ciales y legales. Al mismo tiempo, 
el caso de las y los manteros mues-
tra lo difícil y contraproducente que 
puede ser retirarse tácticamente de 
las luchas por la justicia de mayor 
alcance. Las fronteras dividen la 
ciudad y la institución de la ciuda-
danía nacional separa a sus habi-
tantes. El sentido común de la po-
lítica representativa es que solo las 
y los ciudadanos votantes son con-
siderados agentes políticos y fuen-
tes de legitimidad política, mientras 
que las personas migrantes tienen 
muy poca influencia: son vistos 
como «víctimas buenas» o «intru-
sos malos», personas refugiadas o 
migrantes económicos. Mientras 
tanto, este sentido común conside-
ra que una de las funciones centra-
les de la administración es el «orden 
público», y por lo tanto la represión 
de las estrategias irregulares de su-
pervivencia.
BComú ha luchado por romper con 
este sentido común y ha ganado 
muy poco al adoptarlo de manera 
indirecta. Las personas migrantes 
sin permiso de trabajo tendrán que 
sobrevivir, y la represión de una es-
trategia de supervivencia como la 
venta ambulante los obligará por lo 
general a sobrevivir de otras mane-
ras irregulares o ilegales. Los ayun-
tamientos tienen pocas opciones 
para legalizar y ampliar los derechos 
de los ilegales, mientras que la pre-
sión para someterlos al control po-
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licial sigue siendo alta. Si las ciuda-
des reconocen que la irregularidad 
no desaparecerá, sino que seguirá 
repitiéndose a causa de las fronteras 
legales y la ciudadanía nacional, se 
verán obligadas a elegir: ¿aceptan 
las divisiones de la población que 
dicta el Estado o trabajan para cam-
biar la legislación nacional? ¿Inten-
tan reprimir la irregularidad a través 
de la acción policial o buscan mane-
ras de crear un espacio para la irre-
gularidad en las ciudades? 
En cuanto a la venta ambulante, las 
ciudades solidarias podrían emplear 
una estrategia neoliberal probada: 
desregular a sus amigos y regulari-
zar a sus enemigos. Para los neoli-
berales esto ha significado la desre-
gulación y la subvención de facto del 
capital a través de la subcontrata-
ción y las privatizaciones. Al mismo 
tiempo, aumentaron la regulación 
de los sindicatos y la supervisión de 
las y los trabajadores y los y las des-
empleadas, las personas migrantes 
y las no migrantes. A través de estos 
medios, se incrementó la influencia 
del capital, lo que a su vez fortaleció 
la mano de los Gobiernos neolibera-
les. 
La ciudad de Barcelona ya está sub-
vencionando a las personas con 
pocos recursos sirviéndose de mé-
todos irregulares al ampliar el ac-
ceso de facto a muchos servicios 
sociales en los que no se pueden ga-

rantizar de iure los derechos. Inver-
tir esta estrategia y desregular a los 
necesitados no significaría, pues, 
abandonarlos, sino dar cabida a 
las formas de autoorganización, ya 
sean individuales o colectivas, a tra-
vés de las cuales las personas crean 
las bases de la estabilidad y la soli-
daridad. Significaría escuchar sus 
demandas de desregulación y des-
penalización —por ejemplo, del uso 
del espacio público— y, por lo tanto, 
reconocer su capacidad de acción 
política y autoorganización indepen-
dientemente de su nacionalidad, de 
acuerdo con el concepto de «ciu-
dadanía urbana» (Isin/Siemiatycki 
1999; Hansen/Zechner 2016).
En términos más generales, podría-
mos preguntarnos si la «integra-
ción» puede reinventarse como una 
integración mutua de formas de soli-
daridad y ayuda mutua. La cuestión 
no es solo cómo ayudar a las per-
sonas refugiadas y migrantes, sino 
cómo conectar sus formas de mu-
tualidad con las formas locales de 
solidaridad, como los sindicatos, las 
cooperativas y los bienes comunes. 
¿Qué sucede, en otras palabras, 
cuando dejamos de hablar de la soli-
daridad con las personas refugiadas 
e inmigrantes como una cuestión 
meramente moral y humanitaria y 
empezamos a pensar en ella como 
una cuestión de estrategia, organi-
zación y cambio?
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Hacer un análisis de Nápoles usan-
do las categorías y la terminología 
de la ciudad solidaria permite exa-
minar con lupa las actividades so-
ciales provenientes de la política 
municipal y el activismo político de-
sarrolladas sobre todo durante las 
últimas décadas de crisis. Se trata 
de múltiples proyectos urbanos de 
índole política y social, a menudo in-
dependientes uno de otro, que no 
son considerados parte de la ciu-
dad solidaria, sino que están a me-
nudo basados en una concepción 
del mutualismo cercano al del so-
cialismo francés temprano. El ob-
jetivo de este mutualismo era hacer 
que el Estado se volviera redundan-
te como instancia de gobierno, por 
medio de votaciones en grupos pe-
queños en las cuales se decidían las 
necesidades económicas y políti-
cas. Así, en oposición al Estado se 
implementan prácticas mutualis-
tas, las cuales, como se verá a con-
tinuación, son concebidas como 
una reapropiación del terreno social 
y tienen como objetivo organizar 
la solidaridad de clase y dirimir los 

conflictos políticos para plantear la 
pregunta acerca del poder. 
Las actividades del colectivo político 
Ex Opg «Je so’ pazzo» (español: Ex 
hospital psiquiátrico judicial «estoy 
loco») en Nápoles son paradigmá-
ticas para hablar de la solidaridad 
con las personas migrantes desde 
la perspectiva de la política. Por un 
lado, el colectivo es una reacción a 
la crisis social, política y económica 
que afecta a Italia de forma genera-
lizada; por el otro, desarrolla un tra-
bajo solidario de base con perso-
nas migrantes, en el que se intenta 
organizarlas como parte de la clase 
trabajadora, en vez de tratarlas de 
forma paternalista. En el presente 
artículo me quiero centrar en este 
aspecto de la política de clases. 
Con la ocupación de la antigua pri-
sión psiquiátrica en 2015, Ex Opg 
«Je so’ pazzo» puso en marcha nu-
merosas actividades sociales y po-
líticas —un punto de atención jurí-
dica para migrantes y trabajadores, 
centros de medicina ambulatoria, 
cursos de idiomas e intervenciones 
en los centros de acogida para per-

MAURIZIO COPPOLA

SOLIDARIDAD CONTRA EL 
VUELCO A LA DERECHA 
EN NÁPOLES, ACTIVISTAS SE DECIDEN POR EL 
MUTUALISMO Y UNA NUEVA POLÍTICA DE CLASES
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sonas refugiadas— que se convirtie-
ron en verdaderas infraestructuras y 
servicios sociales autogestionados, 
y son una respuesta concreta a las 
necesidades sociales inmediatas de 
las y los trabajadores, bien sean mi-
grantes o italianos. En este caso, la 
tradición del mutualismo sirve a la 
vez para producir una narrativa del 
cambio y como vehículo para la or-
ganización, puesto que el colectivo 
Ex Opg sigue la tradición de la expe-
riencia del mutualismo a mediados 
del siglo XIX, momento en el que 
aparecieron las primeras organiza-
ciones de trabajadores en Italia. A 
esta tradición pertenecen formas de 
resiliencia colectiva contra los efec-
tos dramáticos de la proletarización 
masiva, así como instrumentos de 
resistencia política contra la explo-
tación de las y los trabajadores (Me-
riggi 2016); mientras el primero fue 
aceptado por las clases burguesas, 
debido a que ayudaba a reproducir 
la fuerza de trabajo explotable, el se-
gundo fue combatido y criminaliza-
do (Meriggi 2016). Históricamente, 
el mutualismo ha tenido entonces 
un carácter doble que sigue estan-
do presente hoy en día. Las inter-
venciones mutualistas pueden ser 
meramente caritativas —puesto en 
términos simples—, si no se inser-
tan en una visión más amplia del 
conflicto social. La ayuda a las per-
sonas pobres por parte de la iglesia, 
las asociaciones de barrio autoges-
tionadas y muchos otros proyectos 
similares pueden ser descritos tam-
bién como iniciativas de base de 
ayuda mutua. En aquellos lugares 

en los que el Estado no puede sa-
tisfacer las necesidades inmediatas 
de la población, a causa de la buro-
cracia, deficiencias financieras, cri-
sis o infiltración criminal, aparecen 
proyectos mutualistas que se de-
sarrollan desde abajo. No obstan-
te, si se busca tener una perspec-
tiva de clase a la hora de satisfacer 
estas necesidades básicas, es nece-
sario ir más allá de las iniciativas de 
base autogestionadas. Es necesario 
algún tipo de verticalización del con-
flicto social y de confrontación con 
las instituciones públicas. 
La politización del mutualismo de-
pende entonces de la existencia 
de un proyecto político que no se 
quede en una ocupación o un mu-
nicipio, sino que plantee la pregunta 
por el todo. Las experiencias de Ná-
poles revelan dos cosas al respecto: 
por un lado, los límites materiales y 
políticos del municipalismo, enten-
dido como una forma de organiza-
ción municipal que se opone polí-
ticamente a las leyes racistas y los 
programas de austeridad impues-
tos por el gobierno central y las ins-
tituciones europeas; por el otro, el 
potencial político y organizativo del 
mutualismo como práctica social de 
la clase trabajadora y para la clase 
trabajadora. En este sentido, Nápo-
les no solo funge como espejo de 
los conflictos sociales y políticos de 
Italia y Europa, sino que es una ver-
dadera lupa que nos muestra las di-
námicas de los conflictos —y de la 
organización de los explotados— di-
rectamente y sin filtros. Para analizar 
esta realidad política, entrevisté a 
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cinco activistas de base del Ex Opg, 
quienes trabajan en diferentes ám-
bitos. Para completar el material em-
pírico utilicé muchas contribuciones 
escritas y notas de mi propia obser-
vación (participativa), puesto que yo 

mismo estoy organizado y soy acti-
vo en la Ex Opg. Mi intento por ha-
blar con representantes del gobier-
no municipal fracasó; las solicitudes 
correspondientes nunca fueron 
atendidas. 

1 TRABAJO Y MIGRACIÓN EN NÁPOLES

Nápoles es una clásica ciudad del 
sur de Europa cuya cotidianidad ha 
estado marcada por conflictos so-
ciales desde antes de que estallara 
la crisis en 2008 (para datos históri-
cos, véase Lay 1980). Según cifras 
oficiales, el 30,5% de la población 
está desempleada, lo cual equiva-
le a unas 113 000 personas (+ 3,9% 
entre 2016 y 2017). Entre las perso-
nas entre 15 y 24 años, la cuota de 
desempleo es del 54,7%. La crisis y 
la última reforma laboral precariza-
ron aún más el trabajo. En toda la 
región de Campania, los contratos 
a término indefinido son reemplaza-
dos constantemente por contratos 
temporales.
Además de la creciente precariza-
ción del empleo formal, el empleo 
informal también está en aumen-
to. Según las estadísticas, en 2017 
había 382 900 personas trabajan-
do de forma informal en la región 
de Campania, lo cual corresponde 
a cerca del 9% del producto inter-
no bruto. En las regiones periféricas 
ubicadas al norte de Campania y en 
la provincia Caserta, el principal sec-
tor afectado es la agricultura; mien-
tras que en los centros urbanos más 
grandes el sector más afectado es la 

prestación de servicios relativos al 
hogar, la gastronomía y el turismo.
Las cifras de emigración comple-
tan la imagen de la precariedad ur-
bana: en un periodo de cinco años, 
entre 2002 y 2016, más de 1,8 millo-
nes de personas italianas emigraron 
del sur del país. El débil desarrollo 
económico ha llevado a un decreci-
miento poblacional en las poblacio-
nes afectadas. Se estima que en los 
próximos 50 años la región perderá 
cerca de 1,5 millones de personas 
por cuenta de la emigración (Svi-
mez-Bericht 2018). 

Política migratoria y permiso 
de resistencia 
La política migratoria italiana sigue 
estando determinada por la legis-
lación del año 2002. La llamada ley 
Bossi-Fini regula la aprobación de 
permisos de residencia de tal forma 
que solo un contrato laboral garan-
tiza el permiso de trabajo y, por lo 
tanto, el permiso de residencia. En 
un país fuertemente marcado por el 
trabajo informal, disposiciones de 
ese tipo impiden la regularización 
de trabajadores migrantes que no 
tienen un contrato laboral vigente. 
Solo la llamada sanatoria (en espa-
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ñol: regularización) logró atenuar 
esto en los años 2009 y 2012, si bien 
solo de forma limitada.1 
La política de asilo italiana prevé 
tres posibilidades básicas para una 
estadía legal: la primera es el asilo 
político para obtener el estatus de 
refugiado reconocido internacio-
nalmente. En 2017, el 8,4% de las 
81 000 personas que solicitaron 
asilo obtuvieron este estatus (ISMU 
2017). Se trata de un permiso de re-
sidencia a cinco años, renovable, 
que incluye el derecho a acceder al 
mercado laboral y los servicios so-
ciales. Después de once años, es 
posible solicitar la ciudadanía ita-
liana. 
La segunda opción es la protec-
ción subsidiaria (2017: 8,4%; ISMU 
2017), la cual es otorgada cuando 
las autoridades consideran que la 
persona que solicita asilo no es víc-
tima de persecución personal según 
la convención de Ginebra sobre el 
estatuto de los refugiados, pero que 
enfrentaría severos perjuicios en su 
país de origen. Este permiso de resi-
dencia también se otorga por cinco 
años, permite el acceso al mercado 

laboral y a los servicios sociales del 
Estado, y puede convertirse en un 
permiso de trabajo. 
La tercera opción es la protección 
humanitaria (2017: 24,7%; ISMU 
2017), la cual se otorga a las per-
sonas que huyen de sus países por 
motivos de carácter humanitario, 
pero no cumplen los criterios del 
asilo político. Entre los motivos hu-
manitarios se incluyen motivos rela-
cionados con salud, edad, inestabili-
dad política o crisis ecológicas en el 
país de origen. Este tipo de permiso 
se expide por máximo dos años y es 
prolongable, pero expira tan pronto 
como desaparezca el motivo por el 
cual se concedió la protección hu-
manitaria. 
Hay otros siete caminos para ob-
tener un permiso de trabajo en Ita-
lia. Entre estos permisos especiales 
vale la pena resaltar sobre todo el 
permiso para víctimas de explota-
ción laboral: el Artículo 18 y el Artí-
culo 22 de la ley de migración per-
miten otorgar un permiso de trabajo 
por motivos humanitarios en casos 
de explotación agravada y violencia 
en el lugar de trabajo. 

1  En 2009 solo se aceptaron peticiones de empleadas y 
empleados domésticos de origen migrante. En 2012 se 
exigió que los solicitantes pagaran un impuesto único 
de 1000 euros y el pago retroactivo de los costes sala-
riales adicionales de los últimos seis meses.
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Recepción primaria y secundaria, 
países de origen, dimensión de la 
migración
En Italia, el sistema de acogida para 
personas refugiadas es un sistema 
dual con dos vertientes administra-
tivas. Por un lado, están los SPRAR 
(Servizi Protezione Richiedenti Asilo 
e Rifugiati; en español: Servicios de 
Protección para los Demandantes 
de Asilo y Refugiados), los cuales 
son administrados por instituciones 
municipales en coordinación con 
el llamado sector terciario (ONG e 
instituciones caritativas). Estos ser-
vicios, cuya función es fomentar la 
integración de las personas refugia-
das, están compuestos de peque-
ñas unidades de vivienda distribui-
das uniformemente por todo el país. 
Su gestión es adjudicada por medio 
de convocatorias expedidas por los 

municipios. Actualmente, cerca de 
25 000 personas viven en centros 
financiados por estructuras relacio-
nadas con los SPRAR (ISPI 2018).
Por otro lado, están los CAS (Centri 
di Accoglienza Straordinaria; en es-
pañol: Centros de Acogida Extraor-
dinaria). La administración de estos 
centros está en manos de agen-
tes privados que trabajan en este 
campo. Las prefecturas regionales 
(representantes del Ministerio del 
Interior en las regiones) regulan la 
adjudicación de contratos para la 
gestión de los CAS. Los primeros 
CAS se abrieron en 2015 con la lla-
mada crisis de refugiados. La ayuda 
a las personas refugiadas se convir-
tió rápidamente en un nuevo sector 
comercial, puesto que la gestión de 
los CAS a menudo es adjudicada a 
cooperativas privadas de prestación 

Uno de los primeros cambios legales introducidos por el ex Ministro 
del Interior Matteo Salvini fue eliminar la protección humanitaria. La 
modificación a la ley fue aprobada por el parlamento y entró en vigor 
a finales de noviembre de 2018. En Italia, un cuarto de todos los per-
misos de residencia aprobados han sido expedidos por esta ruta. La 
abolición de la protección humanitaria continuó con las restricciones al 
derecho de apelación en el caso de que no se apruebe el asilo, que ha-
bían sido impuestas por el anterior Ministro del Interior, Marco Minitti, 
en el verano de 2017, y sin duda restringirán enormemente el acceso 
al derecho de asilo.
Las primeras consecuencias de esta nueva práctica ya han sido docu-
mentadas: desde que se abolió el estatus de la protección humanitaria, 
las personas refugiadas con permisos otorgados por motivos humani-
tarios están siendo expulsadas de los centros de acogida, pues su per-
miso no es vigente y no puede convertirse en un permiso de trabajo. 
De un momento a otro, más de 39 000 personas refugiadas podrían 
perder su estatus y su lugar de vivienda. 
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de servicios que no tienen ninguna 
experiencia recibiendo y alojando 
a personas refugiadas, y que mu-
chas veces provienen de círculos 
empresariales mafiosos. El Estado 
les paga a las cooperativas 35 euros 
por persona por día para que ofrez-
can recepción, alojamiento, comida 
y ropa, así como mediación cultural 
y lingüística, apoyo legal y prime-
ros auxilios a las personas refugia-
das. Sin embargo, estos 35 euros se 
convierten a menudo en una fuente 
de ingresos para quienes adminis-
tran los centros, mientras las perso-
nas refugiadas que habitan en ellos 
viven en malas condiciones. Debi-
do a su distribución en el territorio y 
la infiltración de la mafia, el control 
de los CAS por parte del Estado es 
absolutamente insuficiente. Actual-
mente, más de 160 000 personas re-
fugiadas viven en este tipo de cen-
tros (ISPI 2018). Los cambios a la ley 
introducidos por Matteo Salvini se-

guramente incrementarán este nú-
mero, pues prevén que los SPRAR 
sean abolidos y reemplazados por 
completo por los CAS. 
Campania pertenece a las regiones 
con el mayor número de personas 
refugiadas en Italia: 1031 personas 
viven en estructuras financiadas por 
los SPRAR y 4587 en los CAS. Se es-
tima que en la provincia de Nápoles 
hay casi 2000 personas refugiadas, 
de las cuales 300 están alojadas en 
el programa SPRAR, mientras que 
en la ciudad propiamente dicha hay 
1400 personas refugiadas regis-
tradas. En cuanto a los problemáti-
cos CAS, Nápoles cuenta con 14 de 
ellos, los cuales albergan un total de 
965 personas que viven alrededor 
del barrio Garibaldi, en el centro de 
la ciudad, un barrio con porcentajes 
de desempleo y pobreza superiores 
al promedio, en el que son muy co-
munes la economía informal e ile-
gal.

Según el Instituto de Estadística de Italia ISTAT, para el 1 de enero de 
2018 en Nápoles vivían 58 203 personas sin ciudadanía italiana, es 
decir, el 6% de la población. Se trata, en su mayoría, de personas pro-
venientes de los siguientes países: Sri Lanka (26,1% de la población 
extranjera de Nápoles), Ucrania (14,8%), República Popular de China 
(9,3%), Paquistán (4,6%), Rumania (4,4%), Nigeria (2,14%), Senegal 
(1,75%), República Dominicana (1,87%). Según estimados de la Fon-
dazione Ismu (ISMU 2017), en 2017 vivían cerca de 491 000 personas 
ilegalizadas en Italia. Es difícil calcular cuántas de estas personas se 
encuentran en Nápoles; no obstante, el número de personas ilegali-
zadas en Nápoles es especialmente alto, a pesar de que la cantidad de 
inmigrantes es menor al promedio del país (8,2%). 
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2 ACTORES DE LA SOLIDARIDAD URBANA

En mayo de 2011 Luigi de Magistris 
fue elegido por primera vez alcalde 
de Nápoles, después de haber sido 
fiscal de Calabria. En 2016 fue ree-
legido alcalde gracias, entre otras 
cosas, al apoyo de los movimientos 
sociales de la ciudad. Su aprobación 
generalizada se debió inicialmen-
te a su política represiva y conser-
vadora contra sus opositores, una 
coalición de centro-izquierda con 
vínculos con el crimen organizado. 
Hoy en día, influyentes activistas de 
Insurgencia, un colectivo político 
que pertenece a la tradición de los 
Disobbedienti, hacen parte del equi-
po de gobierno de De Magistris. A 
principios de 2017, la Democrazia 
Autonomia (DemA), una lista de la 
sociedad civil, se convirtió en una 
organización política con la ambi-
ción de participar también en comi-
cios electorales a nivel regional, na-
cional y europeo. 
El gobierno de De Magistris se plan-
tea como oposición al gobierno cen-
tral. El alcalde se pone a menudo 
del lado de los movimientos socia-
les de la ciudad, califica sus activi-
dades como positivas y se preocu-
pa por tener un diálogo informal con 
ellas. Durante el gobierno de De Ma-
gistris, también se fundó, en 2012, 
una empresa municipal que tiene 
como objetivo volver nuevamente 
público el suministro de agua de la 
ciudad. En 2011, cuando ocurrió la 
llamada crisis de las basuras, hizo 
construir rellenos sanitarios ecoló-
gicos e intensificó la recolección de 
basuras. Asimismo, De Magistris 

recibió un gran apoyo de la socie-
dad civil cuando exigió una nueva 
forma de lidiar con la deuda de Ná-
poles, la cual se remonta a los años 
80. «No vamos a pagar sus deudas» 
se volvió el eslogan de campañas y 
movimientos contra el dictamen de 
austeridad impuesto por Europa y el 
gobierno central. 

Iniciativas desde abajo
Las iniciativas de base son todas las 
actividades autogestionadas por 
fuera de un marco institucional. En 
Nápoles hay, por ejemplo, numero-
sas casas ocupadas, en las que se 
ofrecen diferentes actividades so-
ciales y culturales (desde distintas 
actividades deportivas hasta clases 
de idiomas, pasando por activida-
des artísticas y culturales). Las ocu-
paciones de apartamentos por parte 
de personas en condición de pobre-
za son frecuentes. En los centri so-
ciali se ofrecen actividades sociales 
autogestionadas con el objetivo de 
fortalecer la cohesión de los barrios 
y las comunidades. Estos proyectos 
aparecen cuando la política pública 
ha fracasado. Puesto que no es in-
frecuente que las personas migran-
tes sean usuarios de estos lugares, 
las iniciativas de base deben ser vis-
tas como un componente esencial 
de la ciudad solidaria. 
El colectivo político Zero81 – Labo-
ratorio di Mutuo Soccorso tiene, en 
cambio, un objetivo político defini-
do. Este colectivo fue fundado du-
rante las ocupaciones universitarias 
que se hicieron por toda Italia entre 
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2008 y 2010. En los últimos años, 
Zero81 se ha convertido en un im-
portante punto de contacto para mi-
grantes, que ofrece asesoría legal y 
servicios de salud. Lamentablemen-
te, estas actividades han sido sus-
pendidas o reducidas al mínimo en 
la actualidad. 
Por su parte, el Laboratorio Politico 
Iskra es un colectivo político activo 
en la periferia occidental de Nápo-
les. En los últimos dos años, el co-
lectivo ha trabajado muy de cerca 
con el sindicato de bases S.I. Cobas, 
y desde finales de 2018 ofrece ase-
soría y apoyo legal a las personas 
con empleos informales en el sector 
de la gastronomía.
El colectivo mencionado al princi-
pio, Ex Opg «Je so’ pazzo», ocupó 
hace cuatro años los espacios de 
un antiguo hospital psiquiátrico. 
Hoy en día, Ex Opg ofrece cerca de 
cuarenta actividades distintas cada 
semana, que van desde entrena-
mientos de boxeo y cursos de danza 

hasta un grupo de teatro popular in-
dependiente, pasando por asesoría 
legal y medicina ambulatoria. Tam-
bién en este caso el principio bási-
co es que los eventos y los servicios 
sean gratuitos. 
El sindicato de base Unione Sin-
dacale di Base (USB) está obliga-
do a seguir objetivos sindicalistas 
más clásicos. Desde su fundación 
en 2010, busca no solamente de-
sarrollar estructuras y oficinas de 
representación independientes y 
autogestionadas en sectores im-
portantes del mercado laboral, sino 
también ofrecer servicios sociales. 
Por eso, también creó puntos de 
contacto para migrantes que nece-
siten asesoría legal. No obstante, el 
USB ayuda sobre todo a conseguir 
un permiso de residencia oficial a 
las y los trabajadores migrantes que 
trabajan en los cultivos ubicados al 
norte de Nápoles y en la región Ca-
serta, casi siempre en condiciones 
de ilegalidad y explotación extrema.

3 MUNICIPALISMO, MUTUALISMO, 
CIUDAD SOLIDARIA

Como se mostró en el capítulo ante-
rior, es posible hablar de dos enfo-
ques distintos de Ciudad Solidaria en 
Nápoles. Por un lado, hay enfoques 
municipalistas impulsados por el al-
calde Luigi de Magistris; por el otro, 
un mutualismo muy difundido entre 
los movimientos de izquierda, el cual 
es representado en primera línea por 
el colectivo Ex Opg y hace parte del 
proyecto político de alcance nacio-
nal de una nueva organización de 

izquierda, Potere al Popolo. A conti-
nuación, quisiera describir estos dos 
enfoques de forma más precisa.

El municipalismo de las y 
los alcaldes rebeldes 
En los últimos meses, muchas alcal-
desas y alcaldes italianos termina-
ron en los titulares de prensa sobre 
los rescates marítimos en el Medi-
terráneo o sobre la política migra-
toria europea e italiana debido a su 
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«rebelión» contra el gobierno cen-
tral con sede en Roma. El prime-
ro fue Mimmo Lucano, ex alcalde 
de Riace, quien implementó desde 
los años 90 una política de refugia-
dos alternativa y revivió una peque-
ña comunidad calabresa por medio 
del asentamiento de personas re-
fugiadas. En octubre de 2018, Lu-
cano fue acusado de beneficiar la 
inmigración ilegal y de haber adju-
dicado ilegalmente la eliminación de 
desechos de Riace a dos cooperati-
vas locales, tras lo cual se le prohibió 
permanecer en Riace. El verdadero 
motivo de la acusación fue, sin em-
bargo, atacar un modelo específico 
de refugio. 
Desde diciembre de 2018, la aten-
ción se centró en el alcalde de Paler-
mo, Leoluca Orlando, y en Luigi de 
Magistris, por contradecir al enton-
ces Ministro del Interior Matteo Sal-
vini, pronunciarse públicamente a 
favor de la recepción de 49 personas 
refugiadas que esperaban en bar-
cos de rescate civiles de Sea Watch 
y Sea Eye, y declarar su oposición 
a la nueva ley de seguridad de Ita-
lia. Los dos alcaldes participaron en 
las protestas y otras actividades de 
desobediencia civil que se han orga-
nizado por toda Italia desde que se 
aprobó la nueva ley de seguridad, y 
en las que actualmente participan 
alcaldesas y alcaldes de veinte ciu-
dades. No obstante, sus declaracio-
nes se quedaron en palabras, pues 
el gobierno nunca llegó a sancionar 
el decreto que habría cerrado real-
mente los puertos italianos. 
Cuando Leoluca Orlando anunció 
que quería poner a prueba el carác-

ter constitucional de algunos ele-
mentos de la ley de seguridad, Sal-
vini reaccionó con ataques contra 
el alcalde, lo cual desató, a su vez, 
una ola de solidaridad con Orlando. 
A principios de enero de 2019 cerca 
de cinco mil personas protestaron 
en las calles de Palermo en favor de 
Orlando.
Aunque la oposición contra la po-
lítica migratoria de Salvini ha sido 
muy importante, esta oposición 
debe ser considerada en un contex-
to político más amplio, pues en los 
años anteriores el alcalde de Paler-
mo apoyó en silencio la política del 
Partido Democrático, al que perte-
nece, y aplicó todas las medidas del 
anterior Ministro del Interior, Marco 
Minniti, así fueran anticonstitucio-
nales, inhumanas y dirigidas contra 
las personas migrantes. Marco Min-
niti criminalizó, por ejemplo, a las y 
los vendedores ambulantes —en su 
mayoría migrantes— en nombre del 
orden público, y restringió el dere-
cho a reclamación de las personas 
cuyas solicitudes de asilo fueran re-
chazadas (Bleiberecht für alle 2017). 
Orlando fue criticado una y otra vez 
por activistas locales por mandar a 
evacuar pisos y edificios ocupados. 
Además, siguió una reglamentación 
aprobada por el gobierno del PD, li-
derado por Matteo Renzi en 2014, 
según la cual las personas que ha-
bitan pisos y edificios ocupados no 
pueden inscribirse en el padrón. 
El alcalde De Magistris, en cambio, 
invitó oficialmente a la tripulación 
del barco de rescate Sea Watch a 
tocar puerto en Nápoles y lanzó un 
llamado en el sitio web de la ciudad, 

https://www.tpi.it/2019/01/03/sindaci-contro-decreto-sicurezza/
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exhortando a la población a pre-
pararse y ayudar en caso de que el 
barco en efecto llegara. 9000 perso-
nas reaccionaron a su llamado. La 
actuación pública del alcalde facilitó 
también una movilización de la so-
ciedad civil. No obstante, organiza-
ciones de ayuda de la sociedad civil 
y movimientos sociales criticaron la 
política del alcalde en relación con la 
migración, por considerarla insufi-
ciente, mucho antes de que la nueva 
ley de seguridad entrara en vigor. El 
padrón municipal de habitantes no 
permite el registro de personas sin 
un lugar de residencia fijo y no expi-
de documentos de identidad, lo cual 
dificulta el acceso de las personas 
afectadas a los derechos básicos. 
Durante mucho tiempo, el gobierno 
municipal no hizo nada al respecto. 
Apenas ahora parece estar hacién-
dose cargo del problema, después 
de meses de presión pública. 
Ciertamente, las y los «alcaldes re-
beldes» marcaron una tendencia 
discursiva opuesta a los agravios de 
Salvini contra las personas migran-
tes. Mimmo Lucano (2019) subraya 
este aspecto: «La inhumanidad pre-
valece cada vez más y Salvini no es 
más que la punta del iceberg de una 
sociedad a la deriva. Las y los alcal-
des rebeldes representan un mo-
mento de orgullo de aquellos que se 
niegan a ser cómplices». Sin embar-
go, las promesas verbales no alcan-
zan para mejorar las condiciones de 
vida de las personas refugiadas en 
las ciudades y a construir una ver-
dadera oposición política y social. 
En este sentido, la visión de Lucano 
también es clara: «Sin embargo, no 

basta limitarse a la confrontación: 
tenemos que crear una oposición 
política y social y no limitarnos a 
decir que no estamos de acuerdo».
El enfoque municipalista de las y los 
alcaldes rebeldes tiene el potencial 
de construir un polo discursivo con-
tra la política de derecha de Italia e 
impulsar una movilización genera-
lizada de la sociedad civil. Sin em-
bargo, hasta ahora el enfoque mu-
nicipalista no ha sido suficiente para 
sobrepasar todos los obstáculos 
que dificultan la vida de las personas 
refugiadas: el racismo institucional 
en las oficinas de inmigración y las 
formas inhumanas e ilegales de vi-
vienda siguen siendo parte del día a 
día tanto en Nápoles como en Paler-
mo. 

Ex Opg «Je so’ pazzo»: 
Mutualismo y conflictos sociales
El colectivo político Ex Opg «Je so’ 
pazzo» representa, en cambio, el en-
foque mutualista. Las numerosas 
actividades sociales para personas 
refugiadas y personas migrantes 
con trabajos son una respuesta a los 
problemas de la política migratoria 
dominante en Italia, para los cuales 
los gobiernos y las administraciones 
municipales tampoco han encontra-
do una solución. Una de las activida-
des más importantes del Ex Opg es 
un punto de atención jurídica para 
personas refugiadas y personas mi-
grantes trabajadoras, el cual es or-
ganizado y liderado por activistas, 
abogadas y abogados que trabajan 
como voluntarios.
La iniciativa se ocupa sobre todo de 
aquellas personas refugiadas ubi-
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cadas en los CAS. Puesto que los 
centros de acogida determinan por 
completo la vida de las personas re-
fugiadas, el punto de atención jurídi-
ca, junto a otros servicios ofrecidos 
por el Ex Opg, busca acompañar a 
las personas migrantes afectadas en 
todos los campos de su vida. Por lo 
general, el punto de atención jurídi-
ca interviene en tres niveles: prime-
ro, provee información sobre la evo-
lución política y los cambios legales 
previsibles en el área de política mi-
gratoria. Segundo, acompaña a las 
personas refugiadas en todo el pro-
ceso de asilo. Esto incluye conversa-
ciones individuales para determinar 
dificultades individuales, así como 
la preparación de los documentos 
para la solicitud de asilo y de la pri-
mera entrevista con la comisión de 
asilo correspondiente. Tercero, los y 
las voluntarias del centro de recep-
ción buscan establecer un diálogo 
directo con la oficina de inmigra-
ción en caso de que surjan proble-
mas durante el proceso de emisión 
del permiso de residencia. Así pues, 
en los primeros años de existencia 
del punto de atención se acumula-
ron solicitudes de asilo no procesa-
das. Gracias a las movilizaciones y a 
exigencias concretas hechas ante la 
oficina de inmigración, fue posible 
forzar la creación de una mesa re-
donda que se reúne una vez al mes y 
tiene como objetivo acelerar el pro-
ceso de asilo y contrarrestar el racis-
mo institucional de las agencias del 
gobierno. 
Por otra parte, las y los activistas 
del punto de atención de la Ex Opg 
trabajan con migrantes que viven y 

trabajan desde hace mucho en Ná-
poles. Estas trabajadoras y trabaja-
dores migrantes vienen, en primera 
línea, de países externos a la Unión 
Europea y tienen un trabajo regular 
y un permiso de trabajo que deben 
renovar cada dos años. Para ello 
deben, no obstante, cumplir tres re-
quisitos: un contrato regular; una re-
sidencia en regla, es decir, un piso 
con un contrato de arrendamiento 
vigente considerado adecuado para 
las condiciones de vida y las condi-
ciones familiares de la persona; y un 
ingreso anual mínimo de alrededor 
de 8000 euros. 
Los problemas de los y las trabaja-
doras migrantes que han sido do-
cumentadas por el punto de aten-
ción son de naturaleza diversa. Por 
un lado, para las personas migran-
tes es muy difícil conseguir un con-
trato de arrendamiento. El mercado 
inmobiliario en Nápoles se caracte-
riza por relaciones de arrendamien-
to irregulares. Este fenómeno está 
empeorando debido a los procesos 
de exclusión de personas con bajos 
ingresos que deben irse de muchos 
barrios del centro de la ciudad (As-
cione 2018), lo cual ha llevado, a su 
vez, a la aparición de un mercado 
negro en el que se venden contratos 
de arrendamiento falsos y direccio-
nes de registro a precios altos. Por 
otra parte, hay muchos obstácu-
los burocráticos: en promedio, las 
personas migrantes pierden nueve 
meses de los dos años de vigencia 
de su permiso de trabajo en el pro-
cesamiento de su solicitud por parte 
de la oficina correspondiente. Du-
rante este tiempo, las personas mi-
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grantes reciben una suerte de con-
firmación que pueden mostrar en 
caso de controles policiacos; sin 
embargo, esta confirmación no es 
vigente ante las agencias municipa-
les para cambiar la dirección de em-
padronamiento, por ejemplo.
El centro de atención jurídica se di-
rige a diversas instancias relaciona-
das con la emisión de permisos de 
residencia para reportar diversos 
problemas y acelerar el proceso. A 
pesar de una alta demanda, la ad-
ministración municipal no ha imple-
mentado ninguna medida para me-
jorar la situación. Entre septiembre 
de 2017 y junio de 2018, el centro de 
atención ayudó a más de trescientos 
migrantes. 

Cursos de italiano. Aunque en Italia 
los centros educativos para adultos 
ofrecen cursos para migrantes inde-
pendientemente de su estatus, las 
instituciones públicas no planean 
adecuadamente la educación (con-
tinuada) de las personas migrantes. 
Estos cursos empiezan en el nivel 
A1, lo cual requiere habilidades pre-
vias de lectura y escritura. Muchas 
personas migrantes no pueden leer 
y escribir lo suficientemente bien 
porque no recibieron educación es-
colar en sus países de origen o por-
que es la primera vez que están en 
contacto con el alfabeto latino. Los 
cursos de idiomas del Ex Opg abor-
dan esta situación inicial de las per-
sonas migrantes. Actualmente hay 
seis clases, cada una con diez alum-
nos y uno o dos docentes, que abar-
can cuatro niveles de italiano. Desde 
2016, unas 350 personas migrantes, 

provenientes de quince países dis-
tintos, han pasado por los cursos de 
idiomas del Ex Opg. Los cursos son 
reconocidos oficialmente por medio 
de un acuerdo entre el Ex Opg y tres 
escuelas de idiomas en Nápoles: los 
y las alumnas que han realizado los 
cursos del Ex Opg pueden presentar 
los exámenes para obtener el certi-
ficado correspondiente sin costo al-
guno.

Control político de los CAS. Otro as-
pecto de intervención solidaria ra-
dica en el control político popular 
(controllo popolare) de los centros 
de acogida CAS. Estos centros se 
caracterizan por condiciones de 
vida precarias, y ni siquiera respe-
tan los estándares mínimos obliga-
torios según la ley. Aunque son luga-
res donde las personas refugiadas 
son marginalizadas, infantilizadas y 
disciplinadas; también son lugares 
en los que las personas refugiadas 
viven en comunidad, en los que es 
posible la organización y en los que 
tienen lugar los conflictos sociales 
(Blanc/Coppola 2012). El instrumen-
to del control político es utilizado 
para mejorar las condiciones inme-
diatas de las personas refugiadas y 
organizarse junto a ellas. 
En el caso de Nápoles el controllo 
popolare funciona de la siguiente 
forma: los y las activistas encarga-
das del «control popular» se organi-
zan con las y los abogados, doctores 
e intérpretes del Ex Opg para visitar 
los centros de acogida. Al llegar, ex-
plican que trabajan para una agrupa-
ción que ofrece asistencia gratuita 
para personas refugiadas. Durante 
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una plenaria en el centro identifican 
a las personas que podrían requerir 
ayuda (personas menores de edad 
que no deberían ser llevadas a los 
CAS, mujeres embarazadas, perso-
nas con problemas mentales), quie-
nes reciben apoyo inmediato por 
parte de especialistas. Durante la 
reunión se les informa sobre los de-
rechos de las personas refugiadas y 
las obligaciones de las estructuras 
de recepción. Adicionalmente, se 
organizan movilizaciones políticas 
para mejorar las condiciones de vida 
en los centros de acogida. 
Se puede decir que el control polí-
tico de los centros de acogida ha 
sido exitoso, pues ya se han logra-
do mejorías directas en las condi-
ciones de vida de las personas re-
fugiadas en los CAS. Se han exigido 
servicios dictados por la ley que no 
eran ofrecidos antes (por ejemplo, el 
pago de dinero de bolsillo a las per-
sonas refugiadas) y se han remedia-
do algunas carencias (acceso a agua 
caliente en las duchas, eliminación 
de asbesto perjudicial para la salud, 
limpieza periódica del edificio). Ade-
más, se desarrollaron contactos po-
líticos y amistosos entre migrantes, 
personas refugiadas y activistas del 
Ex Opg. Las personas refugiadas 
más comprometidas se han con-
vertido en personas de referencia y 
activistas políticos al interior de los 
centros de acogida. 

Punto de atención para derecho mi-
gratorio. En Italia, el empadrona-
miento es un requisito para obtener 
acceso a los derechos sociales fun-
damentales. Esto incluye el registro 

con un médico de cabecera, y por 
tanto el derecho a asistencia mé-
dica, así como el derecho a recibir 
ayuda del Estado, por ejemplo segu-
ro de desempleo y ayuda social. Por 
lo general, las personas refugiadas 
están registradas en la institución de 
recepción en la que están alojadas. 
Este derecho automático se omite 
cuando las personas refugiadas son 
discriminadas por la administración 
de los centros de acogida o cuando 
son expulsadas de ellos. Incluso si 
estas personas encuentran una vi-
vienda, casi nunca tienen el contrato 
de arrendamiento necesario para el 
empadronamiento.
Los municipios italianos han podido 
solucionar, al menos parcialmente, 
el problema de la falta de empadro-
namiento con algunas resoluciones. 
Una de ellas es otorgar un «poder 
residencial» a favor de las personas 
no registradas a las agrupaciones 
de la sociedad civil y a direcciones 
ficticias, con el fin de poder garanti-
zar los derechos fundamentales. El 
Ex Opg registró en la administración 
municipal una de estas «direcciones 
residenciales», lo cual le permite so-
brepasar algunos obstáculos buro-
cráticos: gracias a la residencia vir-
tual, garantizada por el poder, ahora 
es posible renovar el permiso de re-
sidencia, el cual sirve, a su vez, para 
que las personas migrantes puedan 
inscribirse en el padrón. 
Las personas migrantes que cuentan 
con un permiso de residencia liga-
do al trabajo tienen otros problemas. 
Además de un registro real, las ofici-
nas exigen una evaluación que cons-
tate que la vivienda es adecuada. Por 
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otra parte, los contratos de arrenda-
miento solo pueden ser firmados con 
documentos personales vigentes. 
Debido al gran número de obstácu-
los burocráticos para lograr un regis-
tro válido, las personas migrantes se 
ven obligadas a menudo a aceptar 
una situación laboral sin contrato.

El servicio médico ambulatorio. En 
los últimos tres años el servicio mé-
dico ambulatorio ha crecido rápida-
mente. Hoy en día, treinta médicas y 
médicos atienden más de 2500 per-
sonas. El centro de salud ambulato-
ria coopera de cerca con el punto de 
atención para personas refugiadas, 
expidiendo los certificados médicos 
necesarios para hacer la solicitud de 
asilo, los cuales a menudo no son 

expedidos en otras partes debido al 
racismo institucional y la sobrecarga 
de las instituciones de salud italia-
nas. Adicionalmente, organiza junto 
a psicólogos y psicólogas un espa-
cio para personas con traumas rela-
cionados con la huida, y acompaña 
a las personas refugiadas cuando 
deben hacerse exámenes especia-
les o ir a instancias públicas a obte-
ner documentos específicos que no 
puedan ser emitidos por el servicio 
ambulatorio. Aunque el centro de 
salud ambulatoria no tiene contac-
tos institucionales con organizacio-
nes de salud pública, el trabajo in-
tensivo con las y los médicos que 
trabajan en ellas hacen que sea un 
importante apoyo para la atención 
sanitaria normal.

4 NUEVA POLÍTICA DE CLASES: 
MUTUALISMO Y POTERE AL POPOLO

Los límites de la implementación 
de prácticas solidarias en la política 
municipal napolitana se han vuel-
to evidentes. Los y las activistas de 
base se encuentran con demasia-
da frecuencia con obstáculos políti-
cos y burocráticos a la hora de rea-
lizar su trabajo solidario cotidiano, 
y las declaraciones de intenciones 
por parte de las y los políticos y la 
administración municipal se que-
dan en palabras. Desde una pers-
pectiva discursiva, las afirmaciones 
progresistas de las y los «alcaldes 
rebeldes» respecto a la apertura de 
los puertos o sobre la ciudad refu-
gio tienen efectos muy positivos. No 
obstante, a estas intervenciones dis-

cursivas les hacen falta perspectivas 
estratégicas que cambien también 
la situación material de las personas 
migrantes y las y los trabajadores.
En contraposición, las actividades 
del Ex Opg descritas anteriormen-
te son «prácticas populares» que 
han surgido de la estrecha coopera-
ción cotidiana con migrantes y tra-
bajadores, las cuales están basadas 
en estructuras de solidaridad mu-
tualistas (Candeias 2018). Según 
esta perspectiva, el mutualismo es, 
ante todo, un instrumento que per-
mite producir conexiones entre los 
diversos grupos de la clase trabaja-
dora, que no encuentran ninguna 
respuesta social estatal a sus pro-



93

blemas y necesidades. Además, 
ofrece una posibilidad valiosa de in-
vestigar estas clases sociales desde 
una perspectiva marxista, con el fin 
de averiguar sus similitudes, dife-
rencias y potencial de organización 
(Clash City Workers 2014). Final-
mente, el mutualismo sirve como 
vehículo del conflicto social, cuan-
do no se frena en la construcción 
de una reproducción social autóno-
ma, sino que busca la confrontación 
con las instituciones. Justo en este 
punto entra en juego una perspecti-
va solidaria de clases que agrupa lo 
que el capital separa día a día. 
Para que el mutualismo sea un ins-
trumento para el desarrollo de una 
nueva política de clases, uno de sus 
componentes esenciales debe ser el 
trabajo mutualista de base con mi-
grantes, para migrantes y efectua-
do por migrantes. Los espacios del 
Ex Opg cumplen una función im-
portante, porque son lugares de en-
cuentro para personas y grupos con 
orígenes diversos, quienes recono-
cen una situación social común, lo 
cual promueve el desarrollo de una 
consciencia de clase. Adicional-
mente, las actividades sociales del 
Ex Opg no son servicios cerrados y 
separados uno del otro, sino que se 
desarrollan en un proceso de retro-
alimentación, lo cual los convierte 
en servicios integrales en cuyo cen-
tro está el ser humano con todos sus 
problemas y necesidades.
Las movilizaciones de las personas 
migrantes pueden ser entendidas 
políticamente como batallas por los 
derechos democráticos en general, 
es decir, por condiciones de vida hu-

manas en los centros de acogida, 
acceso a los servicios básicos del 
Estado y contra el racismo institu-
cional. Estas movilizaciones tienen 
un carácter de clase por dos moti-
vos: primero, las personas migran-
tes y refugiadas adquieren un rol 
central en la lucha de clases debido 
a su situación material y su posición 
como último eslabón en la cadena 
de explotación capitalista. Mejo-
rar sus condiciones laborales y sus 
condiciones de vida significa tam-
bién mejorar el trabajo y las condi-
ciones sociales de toda la clase tra-
bajadora. Segundo, las luchas por 
los derechos democráticos son un 
catalizador para el desarrollo de la 
consciencia de clase: «en las luchas 
por la democracia, en el ejercicio de 
sus derechos, el proletariado puede 
alcanzar la consciencia de sus inte-
reses de clase» (Luxemburg 1982). 
Para ello es fundamental la organi-
zación de las personas migrantes 
como parte de la clase trabajadora 
y no como víctimas de la discrimi-
nación y la marginalización. Se trata 
entonces de hacer que las luchas 
migratorias sean productivas para 
la unión de la clase trabajadora. El 
mutualismo puede ser una respues-
ta a estas dificultades, porque se en-
tiende a sí mismo como una fuerza 
organizadora que promueve la acti-
vidad y la autorepresentación de la 
clase trabajadora. No obstante, está 
lejos de ser una condición suficien-
te para el éxito de una nueva políti-
ca de clases, pues estas prácticas 
solidarias todavía no han encontra-
do una expresión política adecuada 
(Candeias 2017).
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Sin embargo, también en este senti-
do se está agitando algo en Italia: en 
noviembre de 2017 apareció Pote-
re al Popolo, una organización cuyo 
objetivo es crear un sujeto político 
a través de las experiencias de acti-
vismo de sindicatos e iniciativas de 
base. No es una coincidencia que el 
llamado a fundar Potere al Popolo vi-
niera de las filas del Ex Opg «Je so’ 
pazzo» en Nápoles. Potere al Popolo 
consiguió el 1,1% de los votos en las 
últimas elecciones nacionales del 4 
de marzo de 2018 y ha seguido cre-
ciendo desde entonces. Sin embar-
go, su mayor potencial no está en el 
campo electoral, sino en la capaci-
dad de politizar las actividades soli-
darias y traerlas a una nueva forma 
de organización de izquierda. 
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«Toronto se ha declarado una ciudad 
santuario, con una directiva formal 
que permite a todas las personas 
que residen en Toronto tener acce-
so a los servicios de la ciudad sin 
importar su estatus de residencia, 
para que todas las personas puedan 
usar nuestras bibliotecas y parques, 
mantener un buen estado de salud y 
sentirse seguras. Ha llegado el mo-
mento de reafirmar este compromi-
so y enviar un mensaje claro de que 
Toronto rechaza la división, la into-
lerancia y el odio. Nadie debe sentir 
miedo debido a su origen o credo. 
[...] Ahora es el momento de que To-
ronto muestre a las personas afecta-
das por esta política discriminatoria 
que son bienvenidas aquí. Ahora es 
el momento de que Toronto se man-
tenga unida, a pesar de nuestras di-
ferencias, para que podamos per-
manecer fuertes y adherirnos a los 
derechos y valores fundamentales 
que hacen posible nuestra libertad» 
(City of Toronto 2017, Motion MM 
24.23).
Con estas palabras, el alcalde John 
Tory confirmó el 31 de enero de 

2017 en una moción de emergen-
cia al parlamento de la ciudad que 
Toronto sigue considerándose a sí 
misma como una ciudad santuario. 
Tory actuaba en reacción al tiroteo 
ocurrido en una mezquita de Que-
bec la semana anterior. Además, sus 
palabras eran una respuesta a «ac-
ciones y políticas discriminatorias y 
llenas de odio», específicamente a 
la prohibición de viajar impuesta por 
el presidente estadounidense Do-
nald Trump a los ciudadanos de va-
rios países musulmanes. La moción 
afirma que el ayuntamiento «se ha 
unido a ciudades de todo el mundo 
contra la islamofobia, la xenofobia y 
el racismo» (ibíd.). 
El movimiento Ciudad Santuario no 
es del todo nuevo en Canadá. En los 
últimos años, sin embargo, ha ex-
perimentado un nuevo impulso y 
una mayor presencia en los medios 
de comunicación, especialmente 
desde que el presidente Trump asu-
mió el cargo en 2016, desde que 
miles de solicitantes de asilo cruza-
ron la frontera de Estados Unidos a 
Canadá en 2017 (algo muy discuti-
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DEMOCRATIZAR FRONTERAS
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do en los medios de comunicación) 
y desde que se vio un incremento 
en el número de actos violentos de 
carácter racista en las ciudades ca-
nadienses. En 2013, Toronto fue la 
primera ciudad canadiense cuyo Go-
bierno adoptó una política de ciudad 
santuario, declarando oficialmen-
te su intención de «conceder acce-
so sin miedo a los servicios a todos 
los migrantes, independientemente 
de su situación de residencia» (City 
of Toronto 2013, Motion CD 18.5). 
Hamilton también se convirtió en 
una ciudad santuario en 2014, segui-
da de Vancouver en 2016 y Londres 
(Ontario) y Montreal en 2017. 
¿Por qué sucedió esto? ¿Quiénes 
son los actores detrás de esta polí-
tica de la ciudad santuario? ¿Y cuál 
es la situación hoy, cinco años des-
pués de que fuera aprobada y dos 
años después de que la reafirmara 
el alcalde de Toronto? Vale la pena 
examinar más de cerca la historia 
del movimiento de Sanctuary City 
Toronto.1 Las experiencias de esta 
movilización por los derechos de las 
personas migrantes ilegales y su tra-
ducción en acción comunitaria son 
sin duda inspiradoras e instructivas 
para el contexto europeo.
Las diversas campañas en favor de 
Toronto como ciudad santuario se 
han llevado a cabo desde hace más 
de una década y han sido dirigidas 
por No One is Illegal, una red de ac-
tivistas de iniciativas antirracistas y 
anticoloniales que trabajan direc-
tamente con las comunidades mi-
grantes. Las campañas comparten 
el objetivo de que todas las perso-
nas que residen en Toronto vivan en 

la ciudad sin temor a ser deportadas 
y puedan participar activamente en 
la vida de la ciudad y tener acceso 
seguro a los servicios sociales y a 
la infraestructura urbana, indepen-
dientemente de su estatus de resi-
dencia, recursos económicos, color 
de piel, sexo, orientación sexual o 
religión.
Al mismo tiempo, el ejemplo de To-
ronto evidencia que las luchas por la 
ciudadanía urbana y su instituciona-
lización constituyen un campo po-
lítico contradictorio. El movimiento 
Sanctuary City Toronto proporcio-
na información sobre las oportuni-
dades y el alcance, así como sobre 
los retos y limitaciones, de las polí-
ticas urbanas en relación con la mi-
gración y la ciudadanía. La respues-
ta a la pregunta sobre el éxito de la 
política de ciudad santuario en To-
ronto depende de los objetivos a 
los que esté vinculada dicha política 
y de cómo se mida su éxito. El es-
tudio muestra que una ciudad san-
tuario puede entenderse de mane-
ras muy diferentes, dependiendo de 
si se trata de una directiva política 
municipal de índole formal-jurídica 
o más bien de un proceso de trans-
formación. Este último se refiere a 
las luchas políticas y sociales para 
obtener derechos, establecer una 
práctica de solidaridad dentro de las 
comunidades urbanas y redefinir las 

1  Este artículo se basa en conversaciones mantenidas 
en el verano de 2018 con activistas de NOII Toronto, 
Parkdale Community Legal Services y la Migrant Wor-
kers Alliance for Change, en intercambios con críticos 
académicos de la Universidad de York y la Universidad 
de Ryerson y en el análisis de varios informes, sitios 
web y documentales producidos dentro del movimien-
to Ciudad Santuario.
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ideas sobre la comunidad y la perte-
nencia nacional. Al mismo tiempo, 
la campaña Ciudad Santuario tam-
bién revela las contradicciones que 
hay entre las políticas municipales 
dentro de un Estado soberano y —
en el contexto canadiense— el im-

portante papel que desempeñan las 
provincias, que en el caso de Onta-
rio (que incluye a Toronto) también 
ha sido gobernado desde el verano 
de 2018 por un representante de la 
política conservadora, el primer mi-
nistro Doug Ford. 

1 EXPERIENCIAS FRONTERIZAS DE MIGRANTES 
CON ESTATUS DE RESIDENCIA PRECARIO 

Se estima que en Toronto viven 
200 000 personas con estatus de 
residencia precario2 y otras 200 000 
personas inmigrantes indocumen-
tadas o ilegales, es decir, personas 
que no tienen ningún estatus legal 
(Solidary City 2013). En los años 
noventa, Canadá experimentó una 
profunda transformación en su po-
lítica migratoria. En consecuencia, 
se alejó de las soluciones humanita-
rias y de las vías permanentes hacia 
la ciudadanía para seguir una polí-
tica marcadamente neoliberal en la 
que cada vez más las personas mi-
grantes solo reciben un estatus legal 
temporal (Goldring/Landolt 2013). 
Los programas de migración laboral 
temporal (por ejemplo, el Temporary 
Foreign Worker Program y el Care-
giver Program)3 han ganado impor-
tancia, lo que ha dejado a una cre-
ciente proporción de migrantes que 
viven en Canadá con un estatus de 
residencia temporal. Especialmen-
te después del 11 de septiembre de 
2001, el Gobierno canadiense endu-
reció las leyes de asilo y las regula-
ciones de entrada, restringió las po-
sibilidades de reunificación familiar 
y dificultó el cambio de un estatus 

de residencia temporal a uno de re-
sidencia permanente. Estas restric-
ciones empeoraron la situación de 
las personas migrantes, en particu-
lar las que emigraron a Canadá con 
un visado de trabajo o de estudian-
te o como solicitantes de asilo:4 mu-
chas personas se convierten en in-
migrantes ilegales cuando caduca 
su permiso de residencia temporal. 

2  Este término es utilizado en el contexto canadiense 
por críticos académicos y activistas para referirse a la 
legalidad/ilegalidad como partes de un continuo y para 
subrayar que muchos migrantes cambian entre dife-
rentes tipos de estatus legal durante la duración de su 
estancia en Canadá (Goldring/Landolt 2013).  3  Para los 
migrantes reclutados a través del Temporary Foreign 
Worker Program (TFWP) o del Caregiver Program (antes 
conocido como Live-in Caregiver Program), el estatus 
de residencia está ligado a su empleador. Esto significa 
que sus posibilidades de dejar empleos que los some-
ten a una situación insegura o de explotación son limi-
tadas. Las personas que se niegan a tolerar la sobre-
carga de trabajo, el fraude salarial o unas condiciones 
laborales precarias corren el riesgo de perder no solo su 
trabajo, sino también su permiso de residencia.  4  Los 
refugiados que emigran a Canadá a través del Refugee 
Settlement Program ya se clasifican como refugiados 
antes de entrar en Canadá y se convierten en residen-
tes permanentes inmediatamente después de su lle-
gada. En su primer año de asentamiento en Canadá 
reciben apoyo del Gobierno (governement assisted re-
fugees) o de patrocinadores privados (private sponso-
red refugees). Todos los demás refugiados pasan por 
el Refugee Claim Process y deben esperar una audien-
cia después de entrar al país. En caso de una negativa, 
los solicitantes de asilo rechazados pueden apelar, pero 
durante este periodo de transición viven sin un estatus 
permanente. Muchos refugiados esperan varios años 
para obtener una decisión final sobre sus solicitudes.
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Las restricciones al acceso al esta-
tus permanente vinieron acompaña-
das por un sistema de deportación 
más estricto: el número de depor-
taciones en Canadá aumentó en un 
50% entre 2004 y 2014. Desde en-
tonces, el número de deportaciones 
ha vuelto a disminuir. Sin embargo, 
a finales de octubre de 2018, el mi-
nistro de Seguridad Pública cana-
diense fijó una cuota de 10 000 de-
portaciones al año, centrándose 
principalmente en las personas so-
licitantes de asilo rechazadas. Esto 
significaría un aumento de un 35% 
en comparación con los dos últimos 
años (Harris 2018).
A esto se suma que las políticas 
fronterizas estatales se han despla-
zado considerablemente hacia el 
interior (Berinstein et al. 2006: 9): 
para las personas migrantes indo-
cumentadas, la frontera no solo se 
encuentra en puntos de entrada físi-
cos como puertos, aeropuertos o la 
frontera entre Estados Unidos y Ca-
nadá, sino que, más bien, la fronte-
ra se desplaza con las personas mi-
grantes hacia los espacios sociales 
en los que viven. Se manifiesta en 
el lugar de trabajo, donde la explo-
tación aumenta significativamente 
debido a la falta de permisos de re-
sidencia. La frontera también se re-
fleja en actividades cotidianas como 
asistir a la escuela, ir al hospital o 
cuando se recurre a los servicios po-
liciales: aquellas personas que no 
pueden demostrar que tienen los 
documentos adecuados son exclui-
dos del acceso a los servicios socia-
les básicos y también pueden ser 
criminalizadas. Si se descubre que 

carecen de permiso de residencia 
durante una interacción con las au-
toridades, el arresto y la deportación 
son inminentes. El riesgo a ser dete-
nidas por la policía es, por lo tanto, 
omnipresente para las personas mi-
grantes con un estatus de residen-
cia precario.
Por lo tanto, la política social tam-
bién puede considerarse como 
un instrumento indirecto del con-
trol migratorio (véase Ataç/Rosen-
berger 2018). La ciudad tiene una 
función central dentro del régimen 
fronterizo porque su papel consiste 
en interpretar la legislación nacio-
nal en materia de servicios sociales 
y desarrollar conforme a esta una 
práctica de aplicación. Si bien la res-
tricción de los derechos sociales de 
los migrantes con estatus precario 
es una forma de defensa contra la 
migración (en el interior), procurar 
acceso a los servicios sociales para 
las personas migrantes irregulares 
a nivel local también puede desa-
fiar las fronteras nacionales exis-
tentes. Una forma de combatir y 
reprimir estas fronteras internas es 
movilizarse en aras de una política 
de Don’t Ask, Don’t Tell (No Pregun-
tes y No Digas, DADT) en Toronto: 
bajo este lema, desde 2004 un gran 
número de actores en la ciudad se 
han opuesto a las prácticas fronte-
rizas nacionales de varias maneras. 
Buscan eliminar o sortear las barre-
ras que impiden el acceso a servi-
cios públicos como la salud, la edu-
cación, los refugios de emergencia, 
los refugios para mujeres, los pro-
gramas recreativos o la ayuda ali-
mentaria.
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TORONTO CIUDAD GLOBAL

–	� Toronto tiene oficialmente 2,9 millones de habitantes y es la ciudad 
más grande de Canadá. 

–	� La ciudad cosmopolita se caracteriza por la marcada influencia de la 
migración: más de la mitad de la población de Toronto nació fuera de 
Canadá, y más de la mitad de aquellas personas en países asiáticos 
(sobre todo Filipinas, China e India). 

–	� Cerca de la mitad de los residentes de Toronto son parte de la visible 
minority, la denominación oficial para los residentes de minorías ra-
ciales: el 13% de la población de la ciudad proviene del sur de Asia, 
el 11% de China y el 9% es negra.

–	� Toronto es una típica ciudad global con una población altamente po-
larizada: por un lado, Toronto es la capital financiera y económica de 
Canadá y está en auge económico, con una tasa de desempleo ofi-
cial de 8,2%; por otro lado, es la ciudad con mayores desigualdades 
sociales de Canadá. Muchas personas pertenecen a lo que se llama 
the working poor (la clase trabajadora pobre) y cada vez más perso-
nas trabajan en empleos precarios (alrededor del 40% de la fuerza 
laboral).

–	� Según cifras oficiales, una de cada cinco personas en Toronto vive 
en la pobreza, y las poblaciones migrantes e indígenas se ven más 
afectadas por la escasez de ingresos que el promedio.

–	� La población también está muy segregada y afectada por la gentri-
ficación. Uno de los problemas sociales más urgentes de Toronto es 
la vivienda. El 46,8% de la población urbana gasta más del 30% de 
sus ingresos en vivienda. Mientras que la ciudad proporciona 94 000 
viviendas sociales, 98 000 personas se encuentran actualmente en 
lista de espera. El periodo medio de espera es de 8,5 años.

(Cifras del censo de 2016, Statistics Canada) 
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2 LA MOVILIZACIÓN POR UNA POLÍTICA DE  
DON’T ASK, DON’T TELL

A mediados de los años 2000, una 
coalición de numerosas organiza-
ciones comunitarias, puntos de con-
tacto legales, iniciativas sindicales 
de base, la Ontario Coalition against 
Poverty y activistas de No One Is Ille-
gal Toronto (NOII) lanzaron la cam-
paña Access without Fear (Acceso 
sin Miedo). Vincularon las prácti-
cas de deportación del Estado con 
la exclusión social de las personas 
inmigrantes ilegales a quienes se 
les impide el acceso a los derechos 
sociales básicos por el riesgo a ser 
encarceladas y deportadas y, por lo 
tanto, viven en condiciones preca-
rias. La campaña promovió una polí-
tica de Don’t Ask, Don’t Tell que exi-
gía una doble concesión por parte 
de la ciudad de Toronto. En primer 
lugar, la ciudad debe prohibir a sus 
empleadas y empleados que pre-
gunten sobre el estatus migratorio 
cuando prestan servicios públicos 
(Don’t Ask), y en segundo lugar, si 
esta información sale a la luz, no 
debe ser transmitida a la policía u 
otras autoridades estatales (Don’t 
Tell). El acceso a los servicios urba-
nos debe basarse en el domicilio de 
las personas, es decir, en su presen-
cia en la ciudad, lo que restringe la 
discriminación motivada por estatus 
de residencia. 
En julio de 2004, esta coalición intro-
dujo por primera vez la idea de una 
directiva DADT en el discurso polí-
tico cuando una mujer de 16 años 
sin estatus de residencia regular fue 
trasladada por la policía de Toronto 

(Toronto Police Services, TPS) a la 
Agencia Canadiense de Servicios 
Fronterizos (Canadian Border Ser-
vices Agency, CBSA) después de 
haber denunciado un abuso sexual. 
Como resultado, la Toronto Police 
Services Board (TPSB) exigió que las 
personas sin estatus de residencia 
pudieran usar los servicios de la po-
licía e informar o testificar como víc-
timas o testigos de delitos sin temor 
a que esto les acarreara consecuen-
cias. Menos de dos años después, 
en febrero de 2006, el TPSB adop-
tó una directiva con este fin, pero 
que solo cubría el aspecto de «Don’t 
ask» para víctimas y testigos de deli-
tos y no el de «Don’t Tell». 
La campaña «Access without Fear» 
siguió ganando impulso con las pro-
testas públicas contra la detención 
de dos niños de una familia costarri-
cense: el 24 de abril de 2006, funcio-
narios de inmigración canadienses 
de CBSA arrestaron a dos herma-
nos, Kimberly y Gerald Lizano-Sos-
sa, en sus aulas y los detuvieron du-
rante varios días. El padre de la niña 
y el niño —un trabajador de la cons-
trucción con estatus de residencia 
irregular— se vio presionado a en-
frentarse a la CBSA. 
Los y las activistas de la red No one 
is illegal se movilizaron rápidamen-
te para apoyar a la familia. En sus 
manifestaciones, de gran impacto 
mediático, denunciaron que Cana-
dá había creado un sistema de dos 
clases que negaba a los niños de 
familias sin estatus de residencia el 
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derecho básico a la educación (NOII 
2006). Las y los docentes se pronun-
ciaron en público expresando su 
descontento por el clima de miedo 
presente en sus aulas, que impedía 
un entorno de aprendizaje produc-
tivo. Las familias y el alumnado se 
solidarizaron y denunciaron el trato 
brutal que recibieron los dos niños 
de Costa Rica. Junto con los sindi-
catos y las comunidades de migran-
tes, se ejerció una intensa presión 
política sobre la CBSA para que pi-
diera disculpas por las detenciones 
y que emitiera una directiva que pro-
hibiera a los y las funcionarias de la 
CBSA permanecer en los recintos 
de las escuelas y sus inmediaciones. 
La protesta, que en adelante se llevó 
a cabo bajo el lema «Education Not 
Deportation»,5 recibió mucha aten-
ción en los medios de comunica-
ción locales y nacionales y desató 
un gran movimiento de solidaridad 
en la ciudad. Aunque no fue posi-
ble evitar la deportación de la familia 
afectada, la presión y la movilización 
continuas condujeron a la adopción 
unánime de la política Students Wi-
thout Legal Immigration Status Po-
licy por parte de la Toronto District 
School Board (TDSB) en mayo de 
2007. Según esta política, a ningún 
niño se le debe negar el acceso a la 
educación pública sobre la base de 
su estatus de residencia. Las es-
cuelas tienen prohibido solicitar, re-
portar y revelar información sobre 
el estatus migratorio del alumnado 
o de sus familiares (Villegas 2017: 
1184f.).
Como primera política concreta del 
DADT en Canadá, este fue un gran 

éxito para las personas sin permiso 
de residencia en Toronto. La cam-
paña Education Not Deportation se 
lanzó posteriormente en las univer-
sidades. Gracias a esto, por ejemplo, 
en 2008 se impidió la deportación 
de Sarah Leonty, una estudiante de 
la Universidad de York. Inspirada en 
estos buenos resultados, la campa-
ña Access without Fear se extendió 
a otras zonas urbanas donde viven y 
trabajan personas en situación pre-
caria. Surgieron subcampañas di-
námicas y autónomas. Entre ellas 
se encontraba Food for All, una 
campaña que exigía el acceso uni-
versal a los bancos de alimentos. 
«Health4All», por otro lado, abogó 
por el desmantelamiento de las ba-
rreras del acceso a la atención sani-
taria y también se refirió a los proble-
mas de salud causados por la falta o 
la precariedad del permiso de resi-
dencia (Villegas 2013). En la campa-
ña «Shelter/Sanctuary/Status», una 
amplia alianza de organizaciones de 
mujeres y de derechos humanos se 
movilizó a partir de 2008 para crear 
refugios para mujeres víctimas de 
la violencia y para garantizar que se 
les conceda asilo a las mujeres que 
hayan sufrido violencia de género 
(Bhuyan 2013: 253; Abji 2016).
De particular importancia para las 
diversas actividades de la campaña 
Access without Fear fue la mane-
ra en que los activistas trataron de 
hacer visibles las fronteras y barre-
ras concretas que las personas inmi-

5  Véase el documental sobre la campaña «Educa-
tion Not Deportation» disponible en: https://vimeo.
com/7698225.

https://vimeo.com/7698225
https://vimeo.com/7698225
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grantes ilegales experimentaban en 
su vida cotidiana en la ciudad. Estas 
fronteras debían ser cuestionadas y 
politizadas a través de acciones en 
los barrios y en las comunidades 
de inmigrantes. Las y los activistas 
también llaman a este concepto de 
democratización del espacio urbano 
«Undoing Borders» (véanse Walia 
2013; Nyers 2019: 16). En el pro-
ceso, ciertas instituciones y espa-
cios deben ser liberados del control 
y la vigilancia por parte de la Agen-
cia de Servicios Fronterizos (CBSA) 
y se deben crear «espacios segu-
ros». Mohan Mishra y Faria Kamal 
de NOII describen el concepto de 
«Undoing Borders» (Deshaciendo 
Fronteras) de la siguiente manera: 
«Debemos reclamar nuestros cen-
tros comunitarios, escuelas, centros 
de salud y vecindarios declarándo-
los zonas santuario libres de con-
troles migratorios. Debemos asu-
mir la lucha para exigir justicia y un 
estatus de residencia regular para 
todas las personas, no solo a nivel 
nacional, sino también local. Esta es 
la idea detrás de la campaña Don’t 
Ask, Don’t Tell en Toronto» (Mishra/
Kamal 2007).
Los y las activistas utilizan el término 
«regularización desde abajo» para 
describir cómo, a nivel local, se in-
cluye a las personas inmigrantes ile-
gales en la comunidad urbana y se 
les equipa con derechos de partici-
pación. Lo interesante del concepto 
de «Undoing Borders» es cómo se 
utiliza el espacio urbano para com-
binar dos estrategias políticas dife-
rentes: por un lado, en un intento de 
persuadir a la gente a rebelarse en 

su entorno local inmediato contra 
la implementación de las restricti-
vas leyes migratorias nacionales, se 
aboga por la expansión de los ser-
vicios del estado de bienestar me-
diante la ampliación del acceso a 
los servicios públicos a las personas 
que no tienen permiso de residen-
cia. Por el otro lado, se pone en tela 
de juicio el régimen fronterizo nacio-
nal que criminaliza a los migrantes 
(Fortier 2013: 285). 
Además, declarar ciertas zonas 
como santuarios es una acción po-
lítica directa que, como lo expresa la 
activista Fariah Chowdhury, «permi-
te a quienes nos sentimos excluidas 
de las relaciones de poder tradicio-
nales cuestionar directamente las 
decisiones y políticas que afectan 
nuestra vida entera. La ciudad san-
tuario/solidaria deslegitima el papel 
del Estado porque no esperamos a 
que el Gobierno cambie, sino que lu-
chamos para crear una ciudad justa 
por nuestra cuenta» (cit. en Nail et 
al. 2010: 155). 
Su lema es «Taking, not waiting» 
(véase Squire/Bagelman 2012).6 
Esto no solo enfatiza que el cambio 
político puede iniciarse en el aquí y 
el ahora, sino también que aquellos 
que exigen derechos se convierten 
en sujetos legales: aunque a efectos 
legales no son ciudadanos, tienen 
voz, participan en el discurso políti-
co y no tienen que esperar a que al-
guien hable por ellos (Nyers 2019).

6  Squire y Bagelman identificaron una iniciativa similar 
en el movimiento Sanctuary en Sheffield, Reino Unido.
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3 ORGANIZACIÓN COMUNITARIA, SOLIDARIDAD 
Y PERTENENCIA MÁS ALLÁ DE LA NACIÓN

Los años de lucha y movilización de 
la Solidarity City Network7 han abier-
to el camino para hacer de Access 
without Fear una pauta para todos 
los servicios municipales y, por lo 
tanto, para tomar la iniciativa por 
la que ya se ha luchado en algunos 
ámbitos y transformarla en una polí-
tica institucional. El 21 de febrero de 
2013, después de un largo debate, 
el Ayuntamiento de Toronto adoptó 
casi por unanimidad la Moción CD 
18.5, que establecía que las perso-
nas sin estatus de residencia regular 
en Toronto deberían tener acceso a 
los servicios municipales sin temor a 
ser trasladadas a los servicios nacio-
nales de inmigración y deportadas. 
La ciudad también se ha compro-
metido a proporcionar recursos sufi-
cientes para capacitar al personal de 
los servicios públicos con una for-
mación especial. Además, la ciudad 
tomará medidas para sensibilizar a 
la opinión pública sobre esta política 
y sobre la situación de las personas 
inmigrantes ilegales.
Los representantes de la red de Ciu-
dad Solidaria, que estuvieron pre-
sentes durante el debate en el ayun-
tamiento, celebraron la decisión 
como una gran victoria para los de-
rechos de las personas sin permi-
so de residencia o con un permiso 
precario y como prueba de lo que 
se puede lograr con la organiza-
ción conjunta a nivel de las bases. 
Al mismo tiempo, las y los activis-
tas eran muy conscientes de que, 
aunque los derechos formales se 

garanticen por escrito, no se ponen 
en práctica automáticamente. Por 
ejemplo, la activista Tzazna Miranda 
Leal de Solidarity City Network dijo 
después del debate en el consejo: 
«Es solo una directiva. La única ma-
nera de lograr un cambio en nuestra 
comunidad es si nos organizamos 
y abogamos por que los miembros 
del consejo cumplan lo que han pro-
metido hoy» (cit. en Toronto Star, 
21/2/2013).
Así comenzó el verdadero traba-
jo, con la organización en la comu-
nidad, en el lugar de trabajo y en el 
barrio, con la intención de concien-
ciar y educar a la población sobre la 
nueva directiva. Porque el conoci-
miento de los derechos y la capaci-
dad de hacerlos valer no llegan au-
tomáticamente a quienes residen 
en la ciudad. Los y las activistas de 
la red de Ciudad Solidaria difundie-
ron información sobre los servicios 
urbanos con folletos multilingües, 
materiales gráficos y talleres co-
munitarios. Se creó una línea direc-
ta para informar sobre los servicios 
cuyo acceso no es satisfactorio. 
Para evaluar la implementación de 

7  A esta red pertenecen: Health for All, Immigration 
Legal Committee of Toronto, Justice for Migrant Wor-
kers, Law Union of Ontario, No One Is Illegal – Toronto, 
Parkdale Community Legal Services, Roma Community 
Centre, Social Planning Toronto, South Asian Legal Cli-
nic of Ontario, South Asian Women’s Rights Organiza-
tion, Thorncliffe Neighbourhood Office, The Wellesley 
Institute y Workers Action Centre. La moción 18.5 fue 
respaldada por: Advocacy Centre for Tenants of Onta-
rio, Alliance for South Asian Aids Prevention, AWCCA 
at George Brown College, Jane Finch Action Against 
Poverty, GOAL, Migrant Workers Alliance for Change y 
Ontario Coalition Against Poverty. 
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la directiva política, las y los activis-
tas realizaron sus propias auditorías, 
contactaron por teléfono a cientos 
de instituciones y comprobaron su 
accesibilidad (Solidarity City 2013).
En la red de Ciudad Solidaria se 
parte del principio de que las po-
líticas de exclusión social contra 
las personas inmigrantes ilegales 
deben combatirse allí donde tienen 
lugar en la vida diaria. Según Syed 
Hussan, activista veterano y organi-
zador del NOII, además de la lucha 
política por el cambio legislativo 
también buscan un cambio cultural 
de orden político: «El propósito de 
nuestro trabajo es crear una cultu-
ra en la que se rechace estrictamen-
te la ilegalización de las personas» 
(cit. en Trew 2017: 23). Porque en 
la práctica son personas concretas 
quienes atraviesan las fronteras o 
se oponen a ellas a diario. Los pro-
veedores locales y el personal de los 
servicios municipales desempeñan 
un papel importante de gatekeeping, 
en otras palabras, sus acciones ayu-
dan a decidir si a las personas sin es-
tatus de residencia se les concede 
o se les niega el acceso a los servi-
cios sociales. Son las y los inspecto-
res de billetes de transporte, las y los 
administradores de las escuelas pú-
blicas o el personal del sector sanita-
rio quienes, en su trabajo diario, ac-
túan de acuerdo con su sistema de 
valores y con su propia conciencia y, 
por lo tanto, cumplen o se oponen a 
las directivas políticas. 
Esto refleja un entendimiento de 
que la ciudadanía no es simplemen-
te un estatus formal, sino «un proce-
so que implica negociaciones sobre 

el acceso y el ejercicio de los dere-
chos» (Basok 2004: 48). Se hace 
menos énfasis en las regulaciones 
legales que en las relaciones socia-
les concretas, las normas, las prác-
ticas de solidaridad y de integración. 
Por eso, es importante la presencia 
física en los lugares reales donde se 
pone de manifiesto la ciudadanía y 
donde se viven nuevas formas de 
solidaridad dentro de las comunida-
des urbanas. El cambio cultural por 
el que luchan los activistas de NOII 
con community organizing (organi-
zación comunitaria) no solo debe 
suceder en las prácticas de los pro-
veedores de servicios, sino que tam-
bién debe abarcar de manera más 
integral a quienes habitan en la ciu-
dad y fortalecer la solidaridad entre 
las personas a nivel local.
Porque solo si se superan las demar-
caciones fronterizas y la mentalidad 
territorial de la gente, las personas 
inmigrantes con un estatus preca-
rio pueden ser consideradas como 
ciudadanas normales: personas que 
son vecinas, compañeras de estu-
dios, colegas, amigas. Faria Kamal 
de NOII (cit. en Nagel et al. 2010) 
también subraya esto: «Lo que me 
gustaría destacar en particular es 
el hecho de que no existe tal cosa 
como “los excluidos” o “los margi-
nados”. Todos estamos excluidos 
en un cierto nivel. En las campañas 
de Ciudad Santuario/Solidaria, tra-
tamos de mostrar la falsa distinción 
entre las personas que tienen permi-
so de residencia y las que no. Dispo-
ner de un estatus legal regular signi-
fica tener acceso a buenos trabajos, 
atención médica, educación, vivien-
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da, cuidado infantil, justicia y digni-
dad, y la mayoría de las personas no 
pueden obtener un estatus en algún 
momento de sus vidas».
El énfasis en que todas las personas 
se ven afectadas por las distintas 
formas de exclusión social hizo po-
sible la creación de diversas alianzas 
políticas. Las diferentes organiza-
ciones de la red luchan por una vida 
mejor en lugares concretos de la 
ciudad. Esto se basa en un enfoque 
intersectorial en el que no solo se 
analizan los casos de exclusión cau-
sados por la falta de permiso de re-
sidencia; se trata más bien de luchar 
contra la explotación capitalista, 
contra la marginación de la pobla-
ción indígena y contra la opresión 
de género y el racismo institucional. 
Un ejemplo de ello es el trabajo de 
Parkdale Community Legal Servi-
ces, una organización que se dedi-
ca a asistir a las personas residentes 
de bajos ingresos, en particular en 
un distrito con altos niveles de po-

breza y gentrificación. La institución 
se considera a sí misma como una 
law clinic (clínica legal) y ofrece ase-
soramiento jurídico gratuito en di-
versas áreas (incluyendo el derecho 
de arrendamiento, el derecho de 
migración y el derecho laboral). Sin 
embargo, no se limita a casos indivi-
duales, sino que también lanza cam-
pañas políticas y organiza acciones 
en los distritos, por ejemplo, contra 
el desplazamiento y la falta de vi-
vienda y a favor de una vivienda ase-
quible, contra el trabajo precario y 
por un salario mínimo de 15 dólares, 
así como por una atención sanitaria 
que se base en suplir las necesida-
des. Junto con otras organizaciones 
del movimiento, las y los activistas 
de Parkdale Community Legal Servi-
ces trabajan por una ciudad solidaria 
en función de las necesidades mate-
riales inmediatas de sus habitantes 
y crean una conciencia de los inte-
reses sociopolíticos comunes entre 
los diferentes grupos y sectores. 

4 PRÁCTICAS MUNICIPALES: ENTRE PALABRAS 
VANAS Y POLÍTICAS DE AUSTERIDAD

Mientras que el movimiento por 
una ciudad solidaria, con sus prác-
ticas en diferentes barrios y den-
tro de sectores e instituciones in-
dividuales, ha estado haciendo un 
trabajo importante durante mu-
chos años por el acceso universal 
y libre de miedos a los servicios so-
ciales, el Gobierno de la ciudad ha 
hecho poco por implementar la po-
lítica de ciudad santuario estable-
cida en 2013. Así pues, las decla-

raciones del alcalde Tory, citadas al 
principio, resultaron ser palabras 
vanas. Aunque el Gobierno y la ad-
ministración de la ciudad demos-
traron a nivel discursivo que se to-
marían medidas, obviamente hay 
una falta de voluntad política para 
seguir adelante con la implemen-
tación de dichas medidas. Se efec-
tuaron pocas acciones concretas 
para hacer realidad el «acceso sin 
miedo».



110

La esperanzadora designación «ciu-
dad santuario» es, por lo tanto, más 
bien engañosa. La ciudad inclu-
so actuó de forma irresponsable al 
publicar una hoja informativa en la 
que se enumeraban todas las insti-
tuciones que ahora eran accesibles 
«sin miedo», incluida la policía. Sin 
embargo, como muestra el infor-
me «Often Asking, Always Telling» 
de NOII (2015) con referencia a las 
estadísticas oficiales, entre 2014 y 
2015 la policía municipal (TPS) de-
nunció cada semana a más de 100 
residentes de Toronto a la Agencia 
de Servicios Fronterizos (CBSA). 
Los y las activistas del NOII critican 
al TPS por haberse hecho cargo del 
«trabajo sucio» de la Agencia de 
Servicios Fronterizos y por, al mismo 
tiempo, abusar de los recursos de 
la ciudad al hacer algo que no se le 
había encomendado. El informe 
muestra cómo el TPS efectúa con-
troles diarios a personas, sin motivo 
particular, basándose únicamente 
en su apariencia (por ejemplo, ser de 
piel negra), lo que se conoce como 
racial profiling; en ellos verifican su 
estatus de residencia y las entregan 
a la CBSA. Además, el informe do-
cumenta situaciones en las que los 
inmigrantes ilegales fueron testigos 
o víctimas de un delito y se pusie-
ron en contacto con la policía para 
denunciarlas, ocasiones que se uti-
lizaron para informar a la CBSA de 
su falta de permiso de residencia. 
Por ejemplo, se cita a un joven que 
llamó al TPS cuando observó un tiro-
teo en su vecindario y fue arrestado 
después por falta de permiso de re-
sidencia: «Nunca, nunca jamás vol-

veré a acudir a la policía [...] Si algún 
día veo que alguien está siendo ase-
sinado en la calle, no lo denunciaría 
a la policía» (NOII 2015: 26).
Aunque la política de la ciudad san-
tuario podría facilitar el trabajo de la 
policía, ya que es más probable que 
las personas inmigrantes ilegales 
colaboren con la policía en la aplica-
ción de la ley si se les garantiza la se-
guridad de permanencia en el país, 
hasta la fecha las autoridades poli-
ciales de Toronto han actuado en la 
dirección opuesta. Las prácticas de 
la policía se basan en una cláusula 
que les permite informar a la CBSA 
en «casos inevitables». Sin embar-
go, la interpretación de esta «inevi-
tabilidad» (la llamada cláusula de 
bona fide) está sujeta principalmen-
te al juicio de cada agente de poli-
cía, lo que hace casi imposible que 
los afectados se defiendan con éxito 
contra tales prácticas policiales. 
Esto muestra una clara tendencia 
de los agentes de policía a crimina-
lizar a los inmigrantes por su falta de 
permiso de residencia. Además, la 
aplicación de la política de Access 
without Fear parece estar muy in-
fluenciada por la mentalidad y las 
convicciones personales de cada 
uno de los funcionarios. Sin embar-
go, esto también se aplica a otros 
sectores, como la educación, según 
muestra un estudio piloto realizado 
por investigadores en la Universidad 
de Ryerson (Hudson et al., 2017). 
«La realidad es que el ayuntamiento 
ha declarado a la ciudad como ciu-
dad santuario, pero no ha proporcio-
nado fondos adicionales para ello», 
explica Graham Hudson, coautor 
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del estudio. Aunque la ciudad se ha 
comprometido a proporcionar sufi-
cientes recursos estructurales para 
capacitar a su personal en la imple-
mentación de la política de Access 
without Fear, no ha proporciona-
do el presupuesto necesario para 
el desarrollo e implementación de 
una capacitación pedagógicamente 
significativa. Como los y las activis-
tas de la red de Ciudad Solidaria han 
subrayado durante mucho tiempo 
(Solidarity City 2013), no es suficien-
te con impartir información de arri-
ba hacia abajo sobre las nuevas di-
rectivas para hacer verdaderamente 
efectiva la política de acceso sin 
miedo. Además de una formación 
adecuada, exigen que solo se con-
cedan fondos municipales a las ins-
tituciones si estas aplican realmente 
la política de Access without Fear y 
que se puedan presentar quejas por 
incumplimiento de las normas.
Otro obstáculo fundamental para 
la implementación es el complejo 
contexto legal en el que se encuen-
tra la política municipal de ciudad 
santuario, ya que la responsabilidad 
principal de algunos importantes 
servicios y asistencias monetarias 
del estado de bienestar en Canadá 
recae en el ámbito provincial. Por 
ejemplo, las personas inmigrantes 
ilegales cuentan con un acceso muy 
limitado a la atención de salud públi-
ca y, en cambio, tienen que depen-
der de los centros de salud que dis-
ponen de un presupuesto para las 
personas sin seguro médico. 
Para garantizar el acceso a los ser-
vicios que no están en manos del 
municipio a los inmigrantes con un 

permiso de residencia precario o 
que carecen de permiso, la ciudad 
tendría que desempeñar un papel 
más activo y actuar a nivel provin-
cial y nacional para exigir el acceso a 
fondos para el cuidado de los niños, 
la asistencia social, la atención sani-
taria y la vivienda de los migrantes 
indocumentados. Por lo tanto, los 
activistas abogan por la creación 
de una «provincia santuario» (NOII 
2018), una extensión de la política 
de ciudad santuario a la provincia de 
Ontario, que también fue un tema 
central para las fuerzas progresis-
tas de izquierda durante la campaña 
electoral provincial en la primavera 
de 2018. Pero en junio del mismo 
año, el candidato de derechas Doug 
Ford fue elegido primer ministro de 
Ontario. Ford ha sido un claro de-
fensor de la política antiinmigrante. 
Con esto, la meta de convertir a On-
tario en una provincia santuario se 
ha alejado mucho. Por lo tanto, NOII 
y otras organizaciones que trabajan 
por los derechos de los migrantes 
ilegales han empezado a organizar-
se en los últimos meses para con-
centrar sus prácticas políticas en el 
ámbito federal con vistas a las elec-
ciones generales de otoño de 2019. 
En diciembre de 2018 se fundó la 
Migrant Rights Network, una red 
que se considera una plataforma na-
cional y que, por ejemplo, ha lanza-
do una campaña a favor de un esta-
tus de residencia permanente para 
todos los y las trabajadoras del sec-
tor sanitario.8

8  Véase http://migrantrights.ca.

http://migrantrights.ca
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5 CONCLUSIÓN: LA MOVILIZACIÓN POLÍTICA DE 
CONTRADICCIONES Y SUS CONTRADICCIONES

La experiencia del movimiento Ciu-
dad Santuario en Toronto en la im-
plementación de la política urbana 
de DADT es a la vez frustrante e ins-
tructiva. Deja en claro que la adop-
ción de una política municipal no 
puede y no debe ser el objetivo final, 
sino más bien un medio para impul-
sar la organización desde la base. La 
red de Ciudad Solidaria y especial-
mente las y los activistas de NOII se 
preguntan si las medidas políticas 
individuales pueden traer una vida 
digna y segura para cada habitante 
de la ciudad. Más bien, ven la polí-
tica de ciudad santuario como un 
proceso en el cual las fronteras na-
cionales se desafían continuamen-
te desde abajo, con personas que se 
prestan apoyo mutuo poniendo en 
práctica la solidaridad y la construc-
ción de poder desde la base. «No po-
demos limitarnos a pedir una ciudad 
santuario a los políticos, tenemos 
que crearla nosotros mismos», dijo 
un activista en una mesa redonda 
en el verano de 2018. Las décadas 
de movilización dentro de este labo-
ratorio urbano son una gran fuente 
de inspiración para la búsqueda de 
nuevas formas de relacionarnos y 
cuidarnos mutuamente. Así, las di-
versas campañas del DADT señalan 
que no solo las leyes, sino también 
las prácticas cotidianas de cada ha-
bitante de la ciudad —como docen-
tes, trabajadoras y trabajadores so-
ciales, vecinas y vecinos—participan 
en el establecimiento y cuestiona-
miento de las fronteras. También tie-

nen el potencial de superar las cla-
sificaciones definidas por el Estado 
sobre lo «legal» e «ilegal», de modo 
que la pregunta «¿Quiénes son las 
y los ciudadanos?» sea menos rele-
vante que «¿Qué define a las y los 
ciudadanos?» (Nyers 2019: 9). 
Como lo demuestran las prácticas 
solidarias de organizaciones como 
NOII Toronto, las contradicciones 
entre las soluciones para las perso-
nas migrantes indocumentadas di-
rectamente aplicables y las visiones 
futuras de una sociedad fundamen-
talmente diferente y justa son hitos 
importantes en las movilizaciones 
en torno a una ciudad santuario. 
Syed Hussan de NOII subraya: «De-
bemos trazar una visión para el fu-
turo y a la vez encontrar la manera 
de mejorar las cosas en el presente» 
(cit. en Walia 2013: 283). Partiendo 
de necesidades muy concretas y de 
realidades en el espacio urbano, se 
intenta reunir las luchas cotidianas 
de los diferentes movimientos so-
ciales, que de otro modo a menudo 
tienen lugar por separado, y crear 
una nueva conciencia de las formas 
de explotación, opresión y discri-
minación experimentadas conjun-
tamente dentro del diverso campo 
de la precariedad laboral urbana. Al 
mismo tiempo, las y los activistas no 
se limitan a la organización comuni-
taria: reconocen que el Estado-na-
ción sigue siendo un terreno impor-
tante para el debate político y que 
la politización de las relaciones de 
poder mundiales es indispensable.
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América Latina está en movimien-
to. Sus carreteras están llenas de 
caminantes. Colas interminables se 
amontonan sobre los puentes que 
cruzan fronteras. Miles de migran-
tes de América Central están en ca-
mino hacia el norte. Provienen de 
Honduras, Guatemala y El Salvador. 
Su objetivo es llegar a los Estados 
Unidos. Allí rige Donald Trump, un 
racista blanco, que prometió cons-
truir un muro que atraviese el con-
tinente. Las personas migrantes de 
Venezuela están en camino hacia 
el sur. Millones huyen del país que 
prometió construir el socialismo en 
el siglo XXI. Se los recibe principal-
mente en países cuyos gobiernos 
conservadores son el resultado del 
vuelco político a la derecha en Amé-
rica Latina. Pero mientras el Norte se 
cierra, las fronteras del Sur perma-
necen abiertas.
América Latina tiene una larga tra-
dición de acoger personas en busca 
de refugio. En la década de 1970, 
miles de personas huyeron de los re-
gímenes militares dictatoriales que 
habían tomado el poder en Chile, 

Argentina, Uruguay, Paraguay y Bra-
sil. En las décadas de 1980 y 1990, 
la mayoría de las personas migran-
tes procedían de América Central. 
Huían de la violencia causada por la 
arbitrariedad política y la guerra civil. 
En el siglo XXI, cientos de miles de 
personas migrantes de Colombia 
buscaron refugio en los países veci-
nos, huyendo del sangriento conflic-
to entre el Estado y la guerrilla. En 
la actualidad, millones de personas 
de Venezuela abandonan su patria a 
causa de las condiciones de vida mi-
serables y de las violaciones de los 
derechos humanos y son admitidas 
en los países vecinos del sur.
Los Estados latinoamericanos no 
solo han firmado la Convención de 
Ginebra sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951, sino también 
la Declaración de Cartagena, que 
adoptaron en 1984 en respuesta a la 
huida masiva de refugiados de Amé-
rica Central. En esta se amplía la de-
finición de refugiado a las personas 
que «han sido amenazadas [...] por 
la violación masiva de los derechos 
humanos u otras circunstancias que 
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hayan perturbado gravemente el 
orden público» y, por lo tanto, huyen 
de su país de origen.1 Desde enton-
ces, la situación general en el país 
de origen también se ha considera-

do un criterio suficiente para que las 
personas sean reconocidas como 
refugiadas, independientemente de 
la persecución y del peligro para la 
vida y la integridad física personales.

«CIUDADES SOLIDARIAS»:  
EL MODELO SURGIÓ EN AMÉRICA LATINA

Mientras que actualmente las ciu-
dades europeas discuten si es po-
sible declararse ciudades solidarias 
para facilitar la integración de perso-
nas migrantes y refugiadas, Améri-
ca Latina tiene desde hace tiempo 
un modelo de diez puntos para ello. 
En 2004, en el contexto del despla-
zamiento de personas por la gue-
rra civil en Colombia, se elaboró el 
llamado Plan de Acción de México 
bajo el auspicio del Alto Comisiona-
do de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR). Veinte paí-
ses de la región aprobaron entonces 
este plan de acción, que tenía como 
objetivo ofrecer soluciones durade-
ras a las personas refugiadas en un 
entorno seguro.
El tema principal era la integración 
y la autosuficiencia de las personas 
refugiadas mediante un mejor ac-
ceso a la atención sanitaria y la edu-
cación, así como a los servicios de 
trabajo y vivienda. Las personas so-
licitantes debían ser incluidas en los 
programas nacionales existentes, 
en los proyectos de microcrédito y 
en la formación profesional. Y dado 
que la mayoría de las personas refu-
giadas se instalan en centros urba-
nos, en el futuro la responsabilidad 
de recibirlas ya no debía recaer úni-

camente en los gobiernos naciona-
les, sino también en los gobiernos 
locales de las ciudades. Uno de los 
componentes más innovadores de 
este enfoque progresivo es el pro-
grama Ciudades solidarias.
Bajo el título «Programa de Autosu-
ficiencia e Integración Local “Ciuda-
des solidarias”» se esbozó un mode-
lo para garantizar «una protección 
más efectiva que abarque las obliga-
ciones y derechos sociales, econó-
micos y culturales de las personas 
refugiadas. Se trataría de facilitar la 
ejecución de políticas públicas, den-
tro de una estrategia social integral, 
con la cooperación técnica de las 
Naciones Unidas y de las organiza-
ciones de la sociedad civil y el apoyo 
financiero de la comunidad interna-
cional».2 Se deberían crear centros 
urbanos piloto para regular la inte-
gración de las personas refugiadas 
mediante políticas locales autóno-
mas. Se alentó a las ciudades que 

1  Declaración de Cartagena sobre refugiados, disponi-
ble en: https://www.acnur.org/5b076ef14.pdf.  2  De-
claración y Plan de Acción de México Para Fortale-
cer la Protección Internacional de los Refugiados en 
América Latina, Ciudad de México, 16 de noviembre 
del 2004, disponible en: https://www.acnur.org/carta-
gena30/declaracion-y-plan-de-accion-de-mexico-pa-
ra-fortalecer-la-proteccion-internacional-de-los-refu-
giados-en-america-latina-2/.
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desearan recibir el título de «ciudad 
solidaria» a que aplicaran medidas 
para la integración económica, so-
ciocultural, jurídica y política de las 
personas refugiadas.
Diez años después, los países de la 
región y el ACNUR hicieron un ba-
lance e incorporaron las experien-
cias en el Plan de Acción de Brasil.3 
Al mismo tiempo, el ACNUR espe-
cificó las directrices para los gobier-
nos municipales en la integración 
de quienes buscan refugio y para 
la asignación del título «ciudad so-
lidaria». Se elaboraron los «Diez cri-
terios para el programa de Ciuda-
des Solidarias». Sobre esta base, las 
ciudades interesadas pueden hacer 
una declaración de intenciones en la 
que manifiestan su interés en coo-
perar con el ACNUR y prometen ga-
rantizar las normas mínimas enume-
radas.
Pero el número de ciudades solida-
rias en América Latina es limitado. 
«Desafortunadamente el modelo 
es poco conocido», admite Susan-
ne Klink, Oficial regional de medios 
de vida de la oficina regional del 
ACNUR en Buenos Aires. Por lo ge-
neral, el ACNUR ha interpelado di-
rectamente a las ciudades y hasta 
ahora en los cinco países cubier-
tos por la oficina regional ninguna 
ciudad ha tenido la iniciativa por sí 
misma.
En 2006 la capital argentina se con-
virtió en la primera ciudad de la re-
gión en recibir el título de «ciudad 
solidaria». Sin embargo, el impulso 
inicial desapareció rápidamente. En 
el momento de recibir el título «ciu-
dad solidaria» gobernaba Jorge Te-

llermann, un alcalde de centro-iz-
quierda que fue sustituido en 2007 
por el liberal de derecha Mauricio 
Macri. Macri, quien más adelante se 
volvería presidente de Argentina, no 
mostró ni siquiera en ese momen-
to interés alguno en el proyecto. 
En 2013 se suspendió el programa 
que había ayudado principalmente 
a personas de Colombia y América 
Central.
Pero el ejemplo positivo de la peque-
ña ciudad chilena de La Calera, con 
sus aproximadamente 60 000 ha-
bitantes, muestra que esto no solo 
puede suceder en las grandes me-
trópolis. En 2008 fueron acogidas 
allí personas palestinas refugiadas 
provenientes del campamento de Al 
Tanf, en la frontera entre Siria e Irak. 
La ciudad les brindó apoyo especial, 
con personal que ayudaba a los re-
fugiados en la búsqueda de vivienda 
y empleo. Cada niño fue asistido por 
una familia chilena, lo que les facilitó 
la entrada a la escuela. Más reciente 
es el ejemplo de Quilicura, un muni-
cipio del norte de Santiago de Chile 
que desde 2014 es una ciudad so-
lidaria. La ciudad de 400 000 habi-
tantes ha creado una oficina de inte-
gración para personas inmigrantes 
y refugiadas, a través de la cual tra-
baja en estrecha colaboración con 
el Servicio Jesuita a Migrantes y las 
ONG locales. «Mientras que de otras 
ciudades chilenas vienen noticias de 

3  Instrumentos Regionales sobre Refugiados y temas 
relacionados, Declaración de Brasil : «Un Marco de Coo-
peración y Solidaridad Regional para Fortalecer la Pro-
tección Internacional de las Personas Refugiadas, Des-
plazadas y Apátridas en América Latina y el Caribe», 
3 Diciembre 2014, disponible en: https://www.acnur.
org/5b5100c04.pdf.
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racismo y xenofobia, Quilicura se ha 
convertido en un terreno multicultu-
ral», dijo el entonces alcalde de Qui-
licura, Juan Carrasco.
Sin embargo, Argentina es proba-
blemente el país pionero de la mi-
gración en América Latina. Este 
papel se lo debe a una ley en la que 
se consagró por primera vez el dere-
cho a la migración. La ley también 
establece que se deben «fijar las lí-
neas políticas fundamentales y sen-
tar las bases estratégicas en materia 
migratoria, y dar cumplimiento a los 
compromisos internacionales de la 
República en materia de derechos 
humanos, integración y movilidad 
de los migrantes».4 En 2004, bajo el 
entonces gobierno progresista del 
Presidente Néstor Kirchner, la ley 
fue aprobada por unanimidad en 
ambas cámaras del Congreso. Esto 
fue precedido por un debate de dos 
años en el que participaron las fuer-

tes organizaciones de derechos hu-
manos, los sindicatos y las iglesias, 
sobre todo el entonces Arzobispo 
de Buenos Aires, Jorge Bergoglio 
(desde 2013 el Papa Francisco), así 
como las asociaciones y los grupos 
de cabildeo de empresas nacionales 
e internacionales, que exigían una 
regulación clara de la residencia y el 
trabajo de sus especialistas prove-
niente del extranjero.
Elementos importantes de la ley son, 
por ejemplo, la garantía de asisten-
cia jurídica gratuita para evitar las 
deportaciones y la garantía de que 
nadie puede ser encarcelado a causa 
de la migración. Muchas personas 
migrantes se atrevieron a abando-
nar la clandestinidad y regularizaron 
su situación de residencia. El efec-
to positivo fue tan enorme que en 
2008 se aprobaron leyes similares en 
Uruguay, en Bolivia en 2013 y desde 
2017 en Brasil, Perú y Ecuador.

MIGRACIÓN REGIONAL CON FRONTERAS ABIERTAS

Los días de inmigración masiva de 
ultramar a América Latina han ter-
minado definitivamente. A princi-
pios de año, la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe de 
las Naciones Unidas (CEPAL) decla-
ró en su informe sobre migración 
de 2018 que la migración regional 
había aumentado particularmente. 
En los países de América del Sur, las 
personas migrantes proceden prin-
cipalmente de alguno de los países 
vecinos. «En América Latina en su 
conjunto, la proporción de migran-
tes intrarregionales ha aumentado 

del 24% en 1970 al 63% en 2010», 
de acuerdo al informe.5 
Según la CEPAL, lo anterior se debe 
a las políticas migratorias extrema-
damente restrictivas de los Estados 
Unidos y Canadá, pero también a la 
tradición positiva del intercambio 
regional transfronterizo, que se re-

4  Ley 25871 del 21/01/2004, disponible en: http://www.
migraciones.gov.ar/pdf_varios/residencias/ley_25871.
pdf.  5  El informe no proporciona cifras absolutas. Ob-
servatorio Demográfico de América Latina 2018: Migra-
ción internacional, disponible en: https://www.cepal.
org/es/publicaciones/44411-observatorio-demografi-
co-america-latina-2018-migracion-internacional-de-
mographic.
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monta a épocas anteriores a la fun-
dación de los Estados nacionales 
y que hoy en día refleja el progreso 
de la integración económica y polí-
tica en América del Sur. El acuerdo 
sobre residencia para nacionales 
de los Estados partes del Mercosur 
desempeña un papel importante en 
este proceso.
El acuerdo fijado en 2002 permite a 
la ciudadanía de los Estados miem-
bros Brasil, Argentina, Uruguay y 
Paraguay, así como de los Estados 
asociados Chile, Bolivia, Perú, Co-
lombia y Ecuador, permanecer du-
rante dos años en uno de los otros 
países. Es posible extender este pe-
ríodo continuamente por otros dos 
años a la vez. En Argentina, esto 
también se aplica actualmente a 
nacionales de Venezuela, un Esta-
do miembro suspendido en 2017. 
Todas las personas de Venezuela 
que migren a Argentina recibirán 
permiso de residencia.6 
En cuanto a la migración de los paí-
ses centroamericanos y de México 
a los Estados Unidos, la CEPAL se-
ñala que la población de estos paí-
ses residente en los Estados Uni-
dos aumentó en un 35% entre 2010 
y mediados de 2017. Además, casi 
el 80% de la población emigró de 
Cuba, Haití y la República Domini-
cana a los Estados Unidos o Canadá 
para el año 2015. También ha habido 
migraciones notables de Haití a Re-
pública Dominicana y de personas 
de Haití y República Dominicana a 
Sudamérica.
La migración de personas de Ve-
nezuela refuerza el aumento de la 
migración intrarregional. Esto no 

se incluye en el informe, ya que se 
refiere a los dos últimos censos de 
cada país de América Latina y el Ca-
ribe, que por ejemplo en Argentina 
se realizaron en 2001 y 2010. Alre-
dedor del 90% de las personas de 
Venezuela permanecen en Suda-
mérica. Primero viajan por tierra a 
sus vecinos inmediatos, Colombia 
y Brasil. Luego viajan a Perú, Ecua-
dor o Bolivia y luego a Chile. Los que 
pueden permitírselo vuelan a Argen-
tina o Uruguay. A pesar de todas las 
diferencias y dificultades en los dis-
tintos países de acogida, las fronte-
ras están abiertas. Nadie llega a un 
campamento de acogida, pues sim-
plemente no existen, y no se manda 
a nadie de vuelta. 
Colombia sigue siendo el país sud-
americano con más personas refu-
giadas y desplazadas. Pero mien-
tras el desplazamiento forzado y la 
huida debido al conflicto armado 
entre el Estado y la guerrilla han du-
rado unas seis décadas, el drama 
del éxodo venezolano se deriva del 
corto período en el que millones de 
personas de Venezuela han aban-
donado su país: alrededor de cuatro 
millones desde 2015. La emigración 
de Venezuela es el mayor desafío 
migratorio que enfrenta toda la re-
gión hasta la fecha. 
Sin embargo, la proporción de 
personas de Venezuela reconoci-
das como refugiadas es muy baja. 
En Colombia, que sigue siendo el 
mayor país receptor, a quienes lle-

6  Acuerdo sobre residencia para nacionales de los Es-
tados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile, disponi-
ble en: https://www.mercosur.int/ciudadanos/residir/.
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gan se les expide el llamado Permi-
so Especial de Permanencia, un per-
miso de residencia especial con una 
duración máxima de dos años. Para 
Argentina, Brasil, Ecuador y Perú, 
las personas de Venezuela siguen 
siendo nacionales de un Estado del 
Mercosur, aunque esté suspendido. 
Allí se aplica el acuerdo sobre resi-
dencia del Mercosur y las personas 
de Venezuela son clasificadas como 
migrantes. El acuerdo sobre resi-
dencia del Mercosur y las leyes na-
cionales de migración han mejorado 
enormemente la integración regio-
nal de las personas migrantes. 
El ejemplo de las personas de Vene-
zuela muestra claramente lo difícil 
que se ha vuelto en América Latina 
la distinción entre migrantes y soli-
citantes de asilo. La principal dife-
rencia es el marco legal con el que 
se clasifica a una persona como re-
fugiada o migrante. Esto, a su vez, 
está vinculado al desarrollo de nor-
mas jurídicas internacionales que 
ofrecen protección a algunas perso-
nas pero excluyen a otras. Si no se 
reconociera a las personas venezo-
lanas como nacionales de un Estado 
del Mercosur, se aplicaría en su caso 
la Declaración de Cartagena, según 
la cual sufren «la violación masiva 
de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturba-
do gravemente el orden público». 
Michelle Bachelet, comisionada de 
las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos, lo describe en deta-
lle en su informe de julio de 2019.7 
No hay duda de que las personas de 
Venezuela tendrían que ser recono-
cidas como refugiadas por los Esta-

dos que firmaron la Declaración de 
Cartagena.
Pero si bien la situación ha mejora-
do para las personas migrantes de 
la región del Mercosur, apenas se 
ha vuelto más fácil para las perso-
nas que no pertenecen a ella. En Ar-
gentina, esto se aplica sobre todo a 
unas 10 000 personas de Haití, 5000 
de República Dominicana y 5000 de 
Senegal. Aunque pueden ingresar 
al país como turistas durante tres 
meses, los criterios de migración 
para obtener un permiso de residen-
cia más largo, como la prueba de 
empleo en una empresa con sede 
en Argentina o la reunificación fami-
liar, se aplican a muy pocas perso-
nas. A quien no cuente con ninguna 
de estas opciones le queda la solici-
tud de asilo en la Comisión Nacional 
para los Refugiados (CONARE). La 
Comisión está integrada por el Mi-
nisterio del Interior, Asuntos Socia-
les, Justicia y Derechos Humanos, 
el Instituto Nacional contra la Dis-
criminación, Xenofobia y el Racis-
mo (INADI) y el ACNUR, así como 
por organizaciones no guberna-
mentales como la Comisión Argen-
tina para Refugiados y Migrantes 
(CAREF).
Por regla general, toda persona que 
solicita asilo en la Argentina recibe 
un permiso de residencia precario, 
que le permite desplazarse y estable-
cerse en todo el país y conseguir un 
empleo dependiente. No hay cam-

7  Human rights in the Bolivarian Republic of Venezue-
la, disponible en: https://www.ohchr.org/EN/HRBo-
dies/HRC/RegularSessions/Session41/Documents/A_
HRC_41_18.docx.
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pamentos de acogida y el apoyo del 
Estado también es escaso. En este 
contexto, las instituciones de la so-
ciedad civil son aún más importan-
tes. Una de ellas es CAREF, la Co-
misión Argentina de Refugiados y 
Migrantes. Desde principios de la 
década de 1970, la organización, 
fundada por parroquias protestan-
tes, se ha comprometido a ayudar a 
las personas refugiadas y migrantes 
provenientes de entornos inseguros, 
marcados por vulnerabilidad y po-
breza, ayudando tanto a las familias 
como a personas individuales. 
La comisión trata de sensibilizar a 
las instituciones públicas del sec-
tor de la salud y la educación, así 
como a la política. «Con distintos 
grados de éxito», resume Gabriela 
Liguori, directora de CAREF. «El go-
bierno conservador había enviado 

la Mesa Redonda a la Secretaría de 
Derechos Humanos, pero los ver-
daderos responsables de la toma de 
decisiones rara vez asistían. No era 
muy efectivo». No hay un diálogo 
real con los que están en el poder. 
El efecto positivo es que las organi-
zaciones que están comprometidas 
con las personas refugiadas y mi-
grantes se han vuelto más numero-
sas y están mejor conectadas entre 
sí. Además de CAREF, también se 
incluye aquí el Centro de Estudios 
Legales y Sociales (CELS), que pro-
porciona apoyo jurídico a quienes 
buscan refugio. Sin embargo, en un 
entorno en el que el Estado solo se 
preocupa precariamente por las ne-
cesidades de las personas refugia-
das y migrantes, el compromiso de 
las ONG tradicionales de la sociedad 
civil no es suficiente. 

DE SENEGAL A BUENOS AIRES

Los nodos importantes de esta red 
son las organizaciones de base que 
surgen de las prácticas y la expe-
riencia cotidianas y en las que tra-
bajan conjuntamente personas re-
fugiadas y migrantes, así como la 
población local. Un ejemplo de ello 
es Vendedores Libres, un sindica-
to alternativo formado en 2012 por 
comerciantes ambulantes en Bue-
nos Aires. Los aproximadamente 
1200 miembros son principalmente 
de Perú, Bolivia, Senegal, República 
Dominicana y más recientemente 
de Venezuela y Argentina. La impor-
tancia de Vendedores Libres, en par-
ticular para las personas de fuera del 

Mercosur, queda demostrada por el 
hecho de que 1100 de los 1200 co-
merciantes ambulantes detenidos 
temporalmente en 2018 provenían 
de Senegal.
Los temas de las reuniones sema-
nales son la represión por parte de 
la policía municipal, las detenciones 
temporales constantes y la confis-
cación de mercancías. Reciben asis-
tencia legal de CAREF, con la cual 
están en contacto constante, y de 
la CTA (Central de Trabajadores de 
la Argentina), la organización para-
guas de sindicatos alternativos que 
no son reconocidos como sindica-
tos oficiales por el Estado argentino 
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y que representan a las y los trabaja-
dores del sector informal.
Las campañas políticas contra las 
personas refugiadas o migrantes 
no pueden iniciarse con tanta facili-
dad en América Latina como en Eu-
ropa. El vuelco hacia la derecha que 
el continente sudamericano en par-
ticular viene experimentando desde 
hace varios años y que ha puesto fin 
a los proyectos de gobiernos pro-
gresistas de izquierda, sobre todo 
en Argentina y Brasil, no puede ex-
plicarse principalmente por la xeno-
fobia contra las personas migrantes 
o el miedo a la llamada extranjeriza-
ción. La mayoría de las y los jefes de 
Estado de la región tienen antece-
dentes de migración familiar. La ex-
cepción en este escenario es Costa 
Rica, donde las campañas hostiles 
contra las personas migrantes sur-
tieron efecto. El informe de la CEPAL 
identifica a Costa Rica como el país 
de la región con la mayor proporción 
de personas migrantes admitidas en 
relación con la población total. 
 Sin embargo, el vuelco hacia la de-
recha es también un retroceso en 
favor de las viejas elites blancas, 
que en Argentina están llevando 
a la presidencia a personas como 
Mauricio Macri, quien represen-
ta una historia de inmigración exi-
tosa. Franco Macri, padre de fami-
lia y empresario, emigró de Italia 
en 1945 y construyó un imperio 
empresarial que le facilitó a su hijo 
Mauricio dar el salto a la silla presi-
dencial. El discurso sobre la migra-
ción también es moldeado por estas 
historias. El problema no es la per-
sona migrante, sino su origen: las 

persona migrantes no europeas, las 
personas de piel negra de África, o 
aquellas que parecen indígenas de 
países vecinos. El racismo es un 
componente esencial de la xenofo-
bia de las élites blancas.
Desde que Europa ha empezado a 
aislarse cada vez más de la migra-
ción de África, se han buscado desti-
nos alternativos y nuevas rutas. Una 
alternativa son sin duda los Estados 
Unidos, aunque la mayor barrera na-
tural es el Océano Atlántico. Ecua-
dor es considerado un buen puente 
hacia el lado americano del océano. 
Es posible viajar con una visa de tu-
rista emitida por las autoridades 
ecuatorianas. De este modo, más y 
más personas de África se han su-
mado a los migrantes que han sali-
do a pie de Centroamérica hacia la 
frontera con Estados Unidos en los 
últimos años. Después de aterrizar 
en Ecuador, su ruta primero pasa a 
través de Colombia, Panamá, Costa 
Rica, Nicaragua, Honduras y Gua-
temala hasta México. Según las au-
toridades mexicanas, el número de 
personas de África que entran en el 
país se triplicó en los primeros cua-
tro meses de 2019 en comparación 
con el mismo período del año pasa-
do. Aunque la cifra absoluta —1900 
personas que provienen principal-
mente de Camerún y de la Repú-
blica Democrática del Congo— no 
parece ser muy elevada, muestra el 
aumento de esta tendencia.8

8  U.S. dream pulls African migrants in record numbers 
across Latin America, disponible en: https://www.reu-
ters.com/article/us-usa-immigration-africa/u-s-dream-
pulls-african-migrants-in-record-numbers-across-latin-
america-idUSKCN1U01A4.
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Sin embargo, el aislamiento, la 
construcción de muros o el cierre 
de fronteras no son opciones rea-
les para las y los jefes de Estado de 
derecha de América Latina con an-
tecedentes de migración. Paradó-
jicamente, las personas migrantes 
de Venezuela se benefician actual-
mente del cambio político hacia la 

derecha en la región: criticar al go-
bierno venezolano como un régi-
men dictatorial no va de la mano 
con negarles la entrada y la ayuda a 
las personas de Venezuela que emi-
gran. Por lo tanto, las barreras son 
erigidas de manera más sutil, como 
por ejemplo en Argentina, el país 
pionero.

CADA VEZ MÁS DEPORTACIONES

En enero de 2017 Mauricio Macri 
modificó la ley de migración por de-
creto y sin debate parlamentario. 
Desde entonces, el número de de-
portaciones ha aumentado. No solo 
las personas extranjeras condena-
das a una pena de al menos cuatro 
años de prisión pueden ser deporta-
das más rápidamente, sino también 
aquellas que ya han cumplido esa 
pena. «La Ley de Migración de 2004 
sigue en vigor. Las modificaciones 
afectan solo a 2% de los migrantes», 
dice el abogado Julián Curi, subdi-
rector de la autoridad migratoria de 
2015 a 2018 y coautor del decreto. 
Pero una persona migrante a quien 
solo le falta un documento en la so-
licitud de residencia es tratada igual 
que una persona migrante criminal. 
«A quien tomaba diez años expul-
sar», según el abogado.9

Las modificaciones han creado 
casos extremos que inevitablemen-
te recuerdan las separaciones fami-
liares forzadas al estilo de Donald 
Trump. Madres y padres de hijos e 
hijas que siguen viviendo en Argen-
tina han sido deportados. «El decre-
to ha movilizado nuevamente a los 

grupos de migrantes», dice Gabriela 
Liguori de CAREF. Alrededor de 25 
grupos se han unido para formar la 
campaña Migrar No Es Delito, una 
red informal de organizaciones no 
gubernamentales tradicionales y or-
ganizaciones de base.
En Argentina también se efectuaban 
deportaciones antes del decreto de 
2017. Incluso las leyes de migración 
más ejemplares siguen siendo leyes 
de control, y América Latina no es la 
excepción. Sin embargo, el decreto 
sugiere que la migración es un pro-
blema de seguridad y que, por lo 
tanto, se debe abordar la cuestión 
de las personas migrantes. Esto ca-
racteriza el vuelco general a la de-
recha en el discurso migratorio en 
América Latina, que no viene acom-
pañado del cierre de fronteras, sino 
de la criminalización de las persona 
migrantes y de quienes buscan pro-
tección. 
En América Latina, sin embargo, la 
deportación no es un castigo, sino 

9  Decreto 70/2017, Modificación. Ley N° 25.871, dis-
ponible en: http://www.migraciones.gov.ar/pdf_varios/
residencias/Decreto_70-2017.pdf.



126

una orden administrativa del poder 
ejecutivo. Esto requiere al menos un 
consentimiento silencioso, que no 
es cuestionado por la protesta pú-
blica. El compromiso de la sociedad 
civil con sus organizaciones no gu-
bernamentales tradicionales, pero 
sobre todo con las organizaciones 
de base de las personas directamen-
te afectadas, desempeñará un papel 
decisivo en el próximo debate.
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